
I. - RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

AGÚNDEZ FERNANDEZ, Antonio; MATEO
LACE, Fernando, y SÁINZ DE ROBLES,
Federico Carlos: Jurisprudencia con-
tencioso-administrativa: 1963. Edito-
rial SantiUana, Madrid, 1964, 2.198
páginas.

Anexo de la «Revista de la Facultad
de Derecho», de Madrid: Compen-
dio de jurisprudencia sistematizada.
Volumen I : Segundo semestre de
1962. Madrid. 1964, 307 págs.—Volu-
men I I : Primer semestre de 1963.
Madrid, 1965, 525 págs.

AI repertorio standard de nuestras co-
lecciones jurisprudenciales—el ARANZADI—
ha venido a añadirse en momentos cu-
riosamente simultáneos estas dos nuevas
publicaciones, que pretenden remozar la
orientación tradicional, puramente crono-
lógica, pero exhaustiva, de la recopilación
de Pamplona.

La obra de la Editorial SantiUana ofre-
ce varias características peculiares: en
primer lugar, recoge las resoluciones de
jas Audiencias territoriales (cuya fina sen-
sibilidad jurídica e importancia científica
ya ha sido puesta de relieve por esta RE-
VISTA en una nueva Sección desde el nú-
mero 43), y para ello nadie más capacilado
que los recopiladores, todos Magistrados
(le fichas Audiencias. En segundo lugar,
se adopta un método sistemático en el que
ordenan las sentencias bajo epígrafes muy
generales y de fácil manejo. Concreta-
mente: Primera parte: Derecho adminis-
trativo: I. Fucnles.—11. Personas públi-
cas. — III. Funcionarios. — IV. Bienes. —
V. Expropiación forzosa.—VI. Actividad
administrativa. — VII. Procedimiento. - -
VIÍI. Acto administrativo.—IX. Responsa-
bilidad. Segunda parte: Derecho fiscal:
I. Fuentes.—II. Álava.—III. Tributos es-
tatales.—IV. Tributos locales.—V. Proce-
dimientos fiscalf.~. Tercera parle: Dere-
cho procesal: I. Jurisdicción, naturaleza
y extensión.—II. Competencia.—III. Pro-

cedimiento.—IV. Partes.—V. Objeto.—
VI. Recursos. Epígrafes que se desmenu-
zan en múltiples apartados. Y en tercer
lugar, cada una de estas partes se ve com-
pletada con un apéndice en que se recoge
de forma sumaria la legislación y la bi-
bliografía más destacada.

Las sentencias —1.799 en total— se re-
producen íntegramente y en algunos casos
van precedidas de unos breves anteceden-
tes o aclaradas con alguna referencia. No
se cita el nombre del Ponente. Quizá fuera
oportuno que en años sucesivos se aña-
diera un índice cronológico, de gran uti-
lidad cuando se pretende localizar un
texto, cuya fecha ya es conocida. La en-
cuademación es excelente: detalle muy
importante en una obra de gran formato
y destinada a un manejo constante.

El Compendio, que empieza a publicarse
como Anexo de la «Revista de la Facul-
tad de Derecho», de Madrid, obedece a
una inspiración muy distinta. Con una
presentación del Decano de la Facultad,
HERNÁNDEZ-TEJERO, y bajo la dirección y
coordinación de Luis Enrique DE LA VILLA,
se recoge la jurisprudencia civil, penal,
laboral y administrativa.

Esta última Sección —-<jue es la que
aquí interesa— corre a cargo de Fran-
cisco GONZÁLEZ NAVARRO. También se ma-
neja un orden sistemático conforme a un
índice muy minucioso, un auténtico pro-
grama de Derecho administrativo, en torno
a los siguientes apartados: 1. Introduc-
ción. 2. Organización. 3. Actuación. 4. Do-
minio público y privado. 5. Procedimiento.
o. Jurisdicción. 7. Libertad, educación y
acción social. 8. Administración económica.
9. Administraciones especiales. 10. Otras
manifestaciones de la actividad adminis-
nativa.

Las sentencias no se transcriben íntegra-
mente, sino que se hace un extracto doc-
trinal, un siniple filete de muy pocas lí-
neas en letra bastardilla que se desarrolla
luego en un fragmento literal del texto
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El esfuerzo tlel recopilador ha de ser, pues,
muy grande y las ventajas del sistema son
evidentes: en unas pocas páginas puede
lanzarse una ojeada a la aportación cien-
tífica de nuestro Tribunal Supremo du-
rante un semestre. Ahora bien, en rigor,
la jurisprudencia es el arte de resolver
los casos concretos, por lo que las gene-
ralizaciones dogmáticas que de ella pre-
tenden deducirse son con frecuencia equí-
vocas cuando se abstraen del caso resuel-
to, y necesariamente peligrosas cuando se
transcriben en abstracto. La simplificación
puede 'llegar aquí con facilidad al error, y
l>or eso es tan corriente imputar al Tribu-
nal Supremo tesis que realmente no ha
sentado o que, al menos, son inaplicables
fuera del caso concreto. El método más
correcto de majiejar la jurisprudencia
—por muy costoso de tiempo y papel que
ello resulte— es estudiar el texto com-
pleto con sus resultandos y consideran-
dos. Y en tal sentido es de lamentar que
el importante repertorio de la antigua
Colección Legislativa se detuviera (excepto
para la Sala 5.*) hace ya tantos años.

Tampoco se hace un índice cronológico,
ni en el sistemático se indican las pági-
nas (probablemente se considere innece-
sario al emplearse una numeración deci-
mal de conceptos); pero, por otro lado, en
cada texto se hace referencia al número
marginal del Repertorio Aranzadi, al ob-
jeto —como se advierte en el Prólogo—
de facilitar la consulta de los consideran-
dos íntegros de la sentencia cuya doctrina
interese.

A. NIETO

BALLARÍN MARCIAL, A.: Derecho agra-
rio. Ed. Rev. de Derecho Privado.
Madrid, 1965, 476 págs.

Intentar establece! las líneas maestras
del Derecho agrario español constituye in-
dudablemente una labor de pionero. BA-
LLARÍN tiene plena conciencia de esta res-
ponsabilidad y se ha preparado cuidado-
samente para asumirla: antes de que se
publicase la obra que ahora nos ocupa
ya había ganado su prestigio en la espe-
cialidad con los trabajos publicados y con
los dos cursos profesados en la cátedra
de Derecho agrario creada en el docto-
rado de la Facultad de Derecho de la
Universidad de Madrid. Por lo demás
posee esa rara idoneidad que las materias
situadas a caballo entre el Derecho pú-
blico y el privade exigen y que, en el caso

concreto del Derecho agrario, constituyen
una necesidad ineludible: de una parte,
conoce a fondo el Derecho civil, tronco
del cual —para muchos— el Derecho agra-
rio es una simple rama desgajada; de
otra, conoce, también a fondo, la legisla-
ción administrativa agraria y, lo que es
más importante, está absolutamente iden-
tificado con toda una serie de principios
que, al ser aceptados por nuestro Dere-
cho positivo, constituyen los argumentos
peculiares para defender la tesis de la
especialidad del Derecho agrario. Hasta
tal punto la identificación con tales prin-
cipios —muchas veces metajurídicos— es
patente que incluso llega a extrañar la
observación final con la que BALLAKÍN con-
cluye la última página de su obra: «este
no es un libro de política agraria, sino
de Derecho agrario». Una afirmación que
nos hace pensar cabalmente en el notable
contenido crítico que, desde el punto de
vista de la política agraria, este libro
contiene.

Desde el punto de vista del Derecho pú-
blico, el método seguido en la elabora-
ción de esta obra es sumamente sugestivo.
Toda la primera parte (más de 150 pá-
ginas) está consagrada a estudiar la evo-
lución del Derecho agrario del siglo xvm
a nuestros días. Mas como quiera que el
Derecho agrario no ha existido durante
este dilatado período en cuanto tal, vie-
ne a resultar que lo que el autor hace
realmente es seguir históricamente la pista
a las ¡deas —hoy comúnmente admitidas,
pero antes simples brotes o anticipos— a
un hecho posible a la aparición de este
Derecho especial. Debe entenderse así la
afirmación básica del autor de que «el
Derecho agrario como tal no comenzó has-
ta que surgieron en las mentes preclaras
del xvm las reflexiones sobre el expe-
diente de Ley Agraria». Y es el caso, ade-
más, que el objeto principal de todas es-
tas reflexiones lo venían a constituir
siempre el tema de la propiedad de la
tierra y de los derechos, muchas veces
«señoriales», inherentes a tal propiedad.
De donde venimos a concluir que si el
carácter jurídico-público dé muchas He las
instituciones del Derecho agrario se hace
hoy día a través del fin de umidad pú-
blica que directamente persigue su nor-
mativa, mucho más evidente lo fue en una
época en que la transformación del Es-
tado feudal en Estado burgués se realizó
cabalmente como consecuencia de una re-
visión a fondo de la concepción sobre el
derecho de la propiedad agraria. Y hay
que decir en seguida que es esta impor-
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tantísima implicación la que ha sido ple-
namente captada por el autor manejando
una bibliografía que, por supuesto, des-
borda el campo estrictamente jurídico y
valorando los acontecimiento? legislativos
precisamente en función de la línea evo-
lutiva que nos ha traído al momento ac-
tual.

Los pioblemas puramente jurídicos se
¿bordan en la segunda parte del libro. Ya
es hora de que digamos que, tratándose
de una obra de carácter «introductorio",
no debemos esperar encontrarnos aquí con
una exposición sistemática de todos y cada
uno de los institutos que constituyen el
Derecho agrario. No obstante, el autor nos
informa con todo detalle acerca del con-
tenido que, según él corresponde al De-
recho agrario, que no se limita a descri-
bir en términos generales, sino a enume-
rar epígrafe por epígrafe y con invocación
de textos legales positivos en un apretado
programa que llena niás de 20 páginas de
la obra (páginas 195 a 217).

Es precisamente el examen de este con-
tenido el que nos invita a reflexionar so-
bre la postura del autor, que afirma «que
el contenido del Derecho agrario está in-
tegrado tanto por las normas del Derecho
privado como por las de Derecho públi-
co..., sin dejar fuera nada que pueda in-
teresar a la agricultura» (página 192). El
administrativista no pueHe por menos de
caer en la cuenta de que gran parte de
esas cuestiones que interesan a la agri-
cultura (entre las que se incluyen hasta
la caza y la pesca) han sido tradicional
objeto de atención en los libros de su
especialidad.

La cuestión, sin embarco, no tendría un
interés definitivo si no fuese porque en el
momento actual de su elaboración el De-
recho agrario se encuentra precisamente
enfrentado con el tema de su autonomía.
Pienso que se puede hablar de autono-
mía o especialidad de una rama jurídica
cuando una relación o situación dada exi-
ge una solución jurídica distinta a la
que el Ordenamiento común arbitra para
oirás soluciones o situación formalmente
análogas. Pues bien, en la sistemática del
Derecho agrario que ofrece BAILARÍN se
incluyen una serie de cuestiones que, su-
puesto que la expresión Derecho agrario
no se hubiese inventado, tendrían su sede
propia en el Derecho civil o en el admi-
nistrativo (e incluso en el penal, procesal,
financiero, ele.) Lo que se trata de saber
entonces es si se han traído a esta nueva
rama jurídica que es el Derecho agrario
por simples razones prácticas o docentes

o porque efectivamente postulan solucio-
nes peculiares distintas de las que son ca-
paces de ofrecer el Derecho •civil y el De-
recho administrativo. Me parece que está
aquí la piedra de toque para poner a
prueba el tema de las autonomías.

Es cierto que hasta ahora las reservas
mentales con respecto a la autonomía del
Derecho agrario han surgido, entre nos-
otros, del campo civilista. Pero con la mis-
ma o mayor razón debe el administrati-
vista plantearse las mismas' dudas. En
cualquier caso habrá que reconocer a fa-
vor de la tesis de BALLARÍN (naturalmente
favorable a la consideración del Derecho
agrario como Derecho especial), que al
construir el Derecho agrario como «el de-
recho de la empresa agraria» ofrece un
concepto nuevo sobre el gue no pueden
ejercer acción reivindicatoría ni el Dere-
cho civil ni el Derecho administrativo.
Y todavía para intentar acabar con nues-
tras últimas reservas, el autor dedica un
amplio capítulo al examen de los princi-
pios generales peculiares del Derecho agra-
rio. Estos principios, que resultan ser 11
a lo largo de la exposición, los resume
el autor, sin embargo, en los dos funda-
mentales siguiente?: El principio de la
productividad agrícola y el principio de
la mejor distribución de la tierra y de sus
réditos. Todo un programa, por lo demás,
de política agraria.

Al terminar la lectura de este libro,
pienso que los cimientos de la joven rama
jurídica han sido puestos en la literatura
española con tan bunn acierto, que el edi-
ficio a construir podrá tener las más am-
plias proporciones.

F. GARRIDO FALLA

BISCARETTI DI RUFFIA, Paolo: L'amtni-
nistrazione lócale in Europa. Vol. I,
Milán, 1964. 644 págs.

El Instilulo para la ciencia de la Ad-
ministración Pública de Milán ha dedi-
cado el primer volumen de su obra sobro
la Administración local en Europa, a la
expansión del derecho y organización lo-
cal en la URSS. Checoslovaquia, Polonia
y Alemania. Tal iniciativa es particular-
mente meritoria, habida cuenta del escascí
conocimiento en el mundo occidental de
estas cuestiones por las inherentes dificul-
tades lingüisticas, en el libro presente, bri-
llantemente superadas por el profesor Bis
CARETTI DI RUFFIA y sus colaboradores
FRANCESCA TRIMARCHI y MICHELE SALVATI.
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Con relación a los países indicados se
reproduce para cada uno de ellos su texto
constitucional y laa disposiciones legislati-
vas y reglamentarias más importantes con-
cernientes a su Administración local. Una
introducción de carácter general sinte-
tiza los principales rasgos de los respec-
tivos sistemas, su evolución y más desta-
cadas realizaciones. Igualmente se acompa-
ñan una comprensiva reseña bibliográfica
de las obras en idiomas occidentales que
se han ocupado de estas materias, y or-
ganigramas que describen y sintetizan las
estructuras organizatorias.

El expuesto contenido del libro, subs-
tancialmente dedicado a la transcripción
de textos normativos, no permite, como se
comprenderá, más minuciosa noticia. Sin
embargo, sí parece de interés adelantar
aquí una sucinta referencia a la nota pre-
liminar de BISCARETTI DI RUFFIA, en la
que se exponen las singulares caracterís-
ticas del sistema político y administrativo,
de los países socialistas, cuya obligada
Irascendencia para la organización de su
Administración local, dan a ésta un sen-
tido substancialmente distinto al que tiene
en el mundo de naciones que respondan al
tradicional esquema del Estado de de
recho.

Un principio básico de la doctrina so-
cialista es el de la unidad del poder en un
Estado de este tipo. De este principio se
derivan dos importantes consecuencias:
inexistencia de división de poderes y falta
de contraposición entre Administración
local y central. La separación de po-
deres, asentada constitucionalrr.ente a par-
lir de la Revolución francesa, en todos
los países occidentales responde a las
preocupaciones de una sociedad pluralista
en que el valor libertad prima sobre el de
igualdad. Para el socialismo tal aitilugio
resulta innecesario, pur cuanto la sociedad
que él prevé tiene carácter homogéneo
y lo decisivo en ella es la realización del
postulado igualitario, sin lo cual no sería
posible una auténtica libertad.

Lo mismo sucede en relación con la
comprensión institucional de la Adminis-
tración territorial. En la organización so-
cialista carece de sentido el enfrentarla
con el Estado y el adjudicarla propios
derechos y garantías. Los organismos lo-
cales son simplemente órganos estatales
de ámbito local funcionalmente compren-
didos. Es más, se aprecia recientemente
una tendencia a la substitución parcial
del criterio de la territorialidad por el de
la producción, a la hora de organizar el
ejercicio de competencias.

Otro principio que interesa contemplar
es el que propugna la efectividad del lla-
mado «centralismo democrático», basado
doctrinalmente en la doble asunción de
LENIN de que las masas son los reales
artífices de la historia y que la existencia
r'.j reglas objetivas en la evolución social,
cotisiente una dirección y una guía cien-
tífica de tal proceso de transformación. El
centralismo democrático se manifiesta a
través de la electividad, orientada por el
partido, de todos los órganos del Estado,
responsables últimamente ante el pueblo,
y el sistema de la doble dependencia, con
arreglo al cual todos los órganos políticos
del poder del Estado dependen horizon-
talmente de los electores que les han in-
tegrado y verticalmente del órgano co-
rrespondiente de nivel superior. Igualmen-
te los órganos de la Administración de-
penden horizontalmente del órgano repre-
sentativo que los ha designado y vertical-
mente del órgano análogo del escalón su-
perior del sector administrativo a que per-
tenezcan. En la práctica, sin embargo, so-
bre todo en la época eslaliniana, el factor
vertical centralista domina sobre el hori-
zontal-democrático.

En la actualidad, el intento de favore-
cer la transición del socialismo al comu-
nismo ha motivado en la URSS una ma-
yor acentuación de la participación de los
ciudadanos en el Gobierno y Administra-
ción, con trascendencia no desdeñable
para los propios contenidos de las Admi-
nistraciones territoriales, dando entrada a
la gestión de competencias por mayor nú-
mero de asociaciones y organizaciones de
base no intrínsecamente territorial y acen-
tuando más-aún el control e importancia
del Partido, en la fase de STALIN relati-
vamente postergado.

F.n definitiva, el libro comentado con-
tiene una abundante documentación sobre
el régimen local de las partes a que se
contrae y un acertado esquema de sus
principios. Su trascendencia para el sec-
lor .a irue va destinado es, fuera del ám-
bito informativo, forzosamente limitada por
cuanto, como en el mismo se reconoce, el
sistema estructural y funcional de la Unión
Soviética y de las democracias populares
puede subsistir y operar con cierta eli-
ciencia sólo en cuanto todos los principios,
económicos, sociales y jurídicos, típicos
de estos países vengan íntegramente adop-
tados y sobre todo se admita la decisiva
dirección y guía del partido comunista.

Ramón MARTIN MATEO
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BOLEA PORADADA, QUINTABA REDONDO y
TRTJJILLO PK&A: Comentarios a la
Ley de lo Contendoso-administrati-
vo. Dos volúmenes. Editorial Santi-
llana. Madrid, 1965.

Entre los muchos datos positivos que en
el campo jurídico-administrativo español
se registran, está el relativo a la calidad
científica alcanzada por el reducido Cuer-
po de Magistrados de lo Contencioso, cuya
creación fue una de las capitales innova-
ciones de la Ley de la Jurisdicción.

Esta altura se ha evidenciado no sólo
en una renovadora y brillante jurispruden-
cia, sino en numerosas publicaciones de
tipo investigativo, de las que son testigos
los lectores de esta REVISTA, sin que, por
otra parte, se agote con lo aparecido en
sus páginas la rica producción de buen
número de estos Magistrados. Esta pro-
ducción culmina por hoy con la aparición
del libro que reseñamos, debido a la plu-
ma de los tres Magistrados de lo Conten-
cioso, que integran la Sala de la Audien-
cia de Zaragoza.

Tras un enjundioso prólogo del profe-
sor GLAITA, en el que con criterio certe-
ro se dice como colofón final aseria pre-
ferible que los Jueces de la Administra-
ción fuesen siempre los mismos, a que
sean siempre los mismos los Jueces de
los actos de Derecho privado», se enfren-
tan los autores con la materia estudiada,
la que han dividido de manera que cada
uno analiza aproximadamente la tercera
parte de la Ley. La sistemática seguida,
de una gran claridad, estudia sucesiva-
mente los artículos por grupos homogé-
neos, distinguiendo en cada gran concepto
el texto legal, los comentarios, la juris-
prudencia y la bibliografía., Llamamos
grandes conceptos a cada uno de los apar-
tados en que los autores, con un sagaz
sentido práctico, dividen el estudio de esos
grupos homogéneos de artículos de la
Ley. grupos que definen los subcapítulos
de la obra.

Comienza el estudio con las páginas
dedicadas al concepto de Administración
pública, constatando la visión subjetiva del
legislador (la Administración es un con-
junto de personas, no un conjunto de ac-
tividades). Creemos, por nuestra parte, que
más interesante es atender al concepto de
acto de carácter administrativo, en cuyo
caso el criterio subjetivo quebraría. El
análisis que en el libro comentado se lleva
a cabo de todas las posibles personas pú-
blicas es, sin duda, el más completo que
tenemos en castellano.

Se examina a continuación la natura*
leza de la jurisdicción, dé la que defien-
den gu carácter —•indudable— de ordina-
ria, frente a la doctrina, hoy todavía do-
minante, que defiende el carácter de es-
pecial. Respecto al xaso concreto del Tri-
bunal de defensa de la competencia, sos-
tienen su condición de órgano jurisdic-
cional mixto, lo que, naturalmente, es
criticado desfavorablemente. Termina esta
parte con un estudio de los conflictos ju-
risdiccionales.

El examen de la materia contenciosa
constituye un capítulo fundamental en
toda investigación como la presente. El
estudio que aquí se lleva a cabo del acto
administrativo y sus requisitos de impug-
nabilidad es verdaderamente notable. De-
fienden la existencia en España de un
control jurisdiccional «práctico» de la
constittlcionalidad de la Ley, criterio lau-
dable que no compartimos, y sostienen,
con acierto, que son impugnables todos
los Reglamentos, aunque no regulen ma-
teria administrativa (dato éste decisivo,
creemos, en favor de la tesis objetiva
acerca de la materia propia del Derecho
administrativo). Se analiza a continuación
el problema clave del llamado contrato
administrativo, interpretando —punto en
el que discrepamos— la frase del artícu-
lo 3.°, «cualquiera que sea su naturaleza»,
en el sentido de que la Ley se refiere no
a la naturaleza pública o privada de los
contratos, sino a los diversos tipos de és-
tos, según su objeto. Se estudian, por úl-
timo, los problemas de la responsabilidad
civil de la Administración, de la atribu-
ción de competencia por obra de Leyes
determinadas y a las cuestiones prejudi-
ciales.

La determinación de cuándo el actuar
de la Administración no está sujeto al
Derecho administrativo se resuelve para
TRUJILLO, BOLEA y QUINTANA, valiéndose
de un dato indiciario: el de la distinta
posición de la Administración frente al
titular del Derecho lesionado, aunque con-
cluyen diciendo que «parece imposible
dar un criterio genérico». Acaban defen-
diendo —tal como vimos hacía el Pró-
logo, y tal como muchos pensamos— la
conveniencia de ampliar el ámbito de la
jurisdicción a todos los asuntos que cons-
tituyen el «tráfico administrativo». Al en-
frentarse con los actos políticos, los auto-
res que trabajan sobre la base, de la que
discrepamos, de que «el Derecho adminis-
trativo no puede ser edificado sobre una
idea material de la función administra-
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tiva», defienden que aquellos actos emanan
también de la Administración.

El siguiente subcapítulo se refiere al
aspecto orgánico de la Ley jr a los pro-
blemas de la competencia y del personal.

Con gran minuciosidad se analiza el
concepto de capacidad procesal, el de le-
gitimación (defendiéndose que un recono-
cimiento erróneo por paite de la Admi-
nistración de una legitimación inexistente
no vincula subsiguientemente al Tribunal
revisor) y los problemas de la represen-
tación y defensa de las partes.

El título tercero se consagra al objeto
del recurso contencioso (actos impugna-
bles, pretcnsiones de las partes, acumula-
ción y cuantía). Respecto al llamado acto
inexistente dicen que en nuestro Derecho
son inadmisibles, «por cuanto respecto a
ellos desaparecería el objeto del recurso.
Hay que estimar que el acto administra-
tivo puede estar afectado por vicio de
mayor o menor entidad en orden a su
validez, pero que en todo caso existe y es
posible su fiscalización». Respecto al pro-
blema de la terminación de la vía admi-
nistrativa se presenta un cuadro comple-
tísimo de los casos de recurso jerárquico
en la esfera local española.

El subcapítulo siguiente analiza el si-
lencio administrativo distinguiéndolo de la
inactividad administrativa y distinguiendo
las vías de petición y de recurso.

En subcapítulo aparte se estudia la im-
pugnación de disposiciones generales, y
en el siguiente, los actos excluidos del re-
curso, examinándose los antijurídicos y
condenables célebres apartados ¿>), c), d)
y f) del artículo 40. Los autores se abs-
tienen de toda valoración en este punto,
si bien defienden muy acertadamente que
«los actos del artículo 40 son fiscalizabíes
cuando se hubieren adoptado al margen
de la competencia administrativa o con
defectn formal». Defienden también la im-
pugnabilidad de las resoluciones referen-
tes a indemnizaciones debidas, como con-
secuencia de tales actos.

El capítulo siguiente se ocupa de las
pretensiones de las partes, y el siguiente,
ahondando' en tal aspecto, de la congruen-
cia y determinación de la norma aplicable,
estudiándose el principio jura novit Cua-
ria, y su interesante aplicación en el ar-
tículo 43, apartado 2, de la Ley.

Son objeto de los dos subcapítulos si-
guientes los problemas de la acumulación
y de la cuantía del recurso.

En el título 4.° y último se aborda el
estudio del procedimiento, primero en sus
aspectos más genéricos y luego en los

específicos, comenzándose por la proble-
mática del recurso de reposición, del que
opinan —erróneamente, a nuestro juicio—
que cabe su admisión en supuestos diver-
sos del de apertura del contencioso (sólo
compartimos tal tesis en lo que respecta a
la vía económico-administrativa. El estu-
dio de la reposición es de los más largos
y completos de este enjundioso libro.

Acaba el volumen primero con el exa-
men del proceso de lesividad, precedido
!e un estudio sobre la revisión de actos
en vía administrativa, en el que defien-
den como «normal la potestad de la Ad-
ministración de revocar sus propios actos
que, por cualquier razón, y aun no infrin-
giendo el Ordenamiento, devengan inopor-
tunos», de lo cual exceptúan el caso de
acto declaratorio de derechos, sumjesto en
el cual lo procedente sería la expropia-
ción del derecho, según la LEF. Defien-
den, con acierto, que la posibilidad de
promover en cualquier tiempo la declara-
ción de nulidad de los actos nulos da al
traste con el sistema de plazos para el
ejercicio de la acción contenciosa, que
de este modo, y en tales casos, se ha con-
vertido en imprescriptible. Y opinan —lo
que no compartimos— que solamente la
ilegalidad de un acto legitima a la Ad-
ministración para promover la lesividad.

Al estudio del procedimiento específ'
camente considerado se consagra, ya en
el lomo II, todo el voluminoso título cuar-
to, que abarca, prácticamente, todo el
tomo segundo y último de la obra (956 pá-
ginas de las 1.200 que el tomo contiene).
Con minuciosidad y soltura a la vez se
analizan el procedimiento en primera ins-
tancia, los recursos, los procedimientos
especiales, la ejecución de sentencias y
las normas comunes a todos los procesos.

En el estudio del proceso en primera
o única instancia, sé examina la proble-
mática del artículo 57, con progresivos
criterios (véase, por ejemplo, la solución
dada al caso de que el poder del recurren-
te figure ya en el expediente, o la dada al
problema de la necesidad del previo pago,
de acuerdo con lo que habían sostenido
CLAVERO ARÉVALO y GARCÍA DE E.NTERRÍA,
o las que aparecen respecto a la subsa-
nación de defectos). Respecto al plazo para
recurrir se analizan todas las posiciones
existentes en la materia, distinguiendo el
acto expreso del presunto y los proceso»
comunes de los especiales. Concluye esta
parte con sendos estudios de la notifica-
ción y publicación de los actos, así como
del anuncio de interposición del recurso.

Prosigue el trabajo con el estudio de lo
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que se entiende por expediente adminis-
trativo y los problemas que suscita su
envío por la Administración a los Tribu-
nales. Respecto al caso de desaparición
del expediente, con exacto criterio, y fren-
te a los postulados por GONZÁLEZ PÉRLZ,
defienden los autores que «no puede como
norma general predicarse que el extravío
del expediente pueda traer consigo la ex-
tinción del proceso». A la inadmisión
inicial del recurso (una de las novedades
de la LJC) se dedica el subcapítulo si-
guiente, sosteniendo, de acuerdo con la
tesis reiteradamente espiritualista de la
obra, y que acredita la auténtica madera
de juristas de los autores, que no todos
los supuestos del artículo 62, LJC, resul-
tan insubsanables. A continuación se exa-
minan el emplazamiento, la comparecencia
y la personación, así como la demanda y
la contestación a ésta, siendo de desear
en este punto una más clara formulación
de lo que debe entenderse por demanda
(sin duda hay aquí una errata tipográ-
fica). Se distingue con exactitud entre
cuestiones, fundamentos de derecho, mo-
tivos, alegación y pretensión, añadien-
do «entre las alegaciones jurídicas cabe
plenamente en nuestra jurisdicción hacer
alusión a normas que no estén en el de-
recho positivo». Exacto.

Aplauden los autores la expresión «ale-
gaciones previas», en sustitución de la an-
tigua de «excepciones», haciendo constar
la dificultad práctica de su distinción con
los presupuestos procesales. Respecto a la
prueba, reivindican la necesidad de la
misma, fijando en su justo sentido el ca-
rácter de la llamada «naturaleza revreora»
de la jurisdicción. Se dedican interesan-
tísimos apartados especiales a la prueba
practicada de oficio, y a la que tiene lugar
en los procesos en materia de expropia-
ción forzosa. En el subcapítulo dedicado
a la vista y conclusiones se señalan éstas
como preferibles a la vista, en los casos
en que el proceso es muy voluminoso, aña-
diendo que en los pleitos en que no hubo
prueba podría prescindirse de estos trámi-
tes «que para nada o muy poco sirven».

Siguiendo doctrina ya consagrada, estu-
dian TRUJJLLO, QUINTANA y BOLEA, sepa-
radamente, la terminación normal y la
anormal del proceso, examinándose, pues,
en primer lugar, con benedictina minucio-
sidad que no excluye la amenidad y la
agudeza, los problemas de la sentencia a
los que se dedican casi un centenar de
jugosas páginas. Especialmente interesan-
tes resultan las consagradas a las cuestio-
nes de congruencia, y concretamente a la

rejormatio in pejus, frente a cuya admi-
sibilidad se pronuncian (posición contra-
ria mantienen los autores para el caso
del proceso administrativo, y ello al am-
paro de los artículos 93 y 119, LPA). Se-
ñalan la obligación del Tribunal, en case-
de sentencia desestimatoria, de pasar «rjor
el tamiz» de todos, absolutamente iodos
los motivos alegados. A continuación se
examina el alcance de la frase «cualquier
infracción del Ordenamiento jurídico»,
como fundamento de la sentencia cstima-
toria, diciendo del concepto capital de
Ordenamiento, que es, respecto al dere-
cho escrito, «algo más en cantidad y algo
más en calidad»: con lo primero aluden
i las otras fuentes previstas en el Código
civil, con lo segundo aluden a los princi-
pios generales del Derecho, principios que
ya han sido aludidos al hablar de «algo
máe en cantidad». A los principios los
llaman los autores «foco proyectado por
la norma constitucional», es decir, en Es-
paña, por las llamadas Leyes fundamen-
tales. Así llegan a sostener que «a través
de esta concepción se llega a un control
de la Ley... en una forma indirecta y sua-
ve, pues no se trata de fiscalizar la Ley,
sino los actos de aplicación derivados de
ella». Y concluyen los autores: «Si en un
momento dado esas Leyes fundamentales
se apartaran de los principios de Derecho
natural, el Ordenameinto jurídico habría
que buscarlo en aquéllas y no en éstos*1.

A continuación se estudia con detalle
los problemas de la cosa juzgada, hacién-
dose constar respecto a la «gran analo-
gía», como supuesta base de este instituto,
la postura del Tribunal Supremo, contraria
a admitir tal instituto.

El estudio de los modos anormales de
determinación del procedimiento es muy
prolijo. Se examinan el desistimiento, el
allanamiento, el reconocimiento de la pre-
tensión en vía gubernativa (la llamada
satisfacción extraprocesal de la preten-
sión) y la caducidad de la instancia.

El capítulo II de este título procedí-
mental striclw sensu se consagra a la im-
pugnación de las resoluciones jurisdiccio-
nales administrativas, distinguiéndose, se-
gún técnica ya habitual, recursos contra
providencias y autos y recursos contra
sentencias, y dentro de éstos, recursos or-
dinarios (apelación y súplica) y recursos
extraordinarios (apelación extraordinaria,
revisión y audiencia al rebelde). Respecto
a las apelaciones fundadas en desviación
de poder, se muestran partidarios de en-
comendar su conocimiento a la Sala de
Revisión del Tribunal Supremo.
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El capítulo III estudia la ejecución de
sentencias. Nadie ignora que es éste uno
de los puntos débiles de nuestro sistema
contencioso. Los Magistrados TRUJILLO,
QUINTANA y BOLEA se hacen claro eco de
esta evidencia, y propugnan la traslación
al campo de lo contencioso-administrativo
<de los poderes que al Juez atribuye el ar-
tículo 923 de la LEG. Distinguen aquí tres
íases: la de comunicación al órgano ad-
ministrativo; aquella en que este órgano
decide cuál ha de ser su conducta, y,
por último, la de ejecución propiamente
dicha.

Se comienza el examen de los procesos
especiales por el que versa sobre cuestio-
nes de personal, al que precede una bre-
ve y profunda exposición de la trayecto-
Tia, un tanto accidentada, que estas ma-
terias han tenido ante el procedimiento de
revisión; se concreta qué debe entender-
se por «materia de personal», exponién-
dose el diferente alcance que del concep-
to «funcionario público» tienen las Leyes
de Funcionarios de RL y de EEA, gpr
un lado, y la doctrina, por otro, conside-
rando válido solamente este último, por su
mayor extensión.

En el proceso de suspensión de acuer-
dos locales se distingue entre el relativo
a acuerdos que deben suspenderse y acuer-
dos que pueden suspenderse. Respecto a
los procesos electorales locales, niegan la
procedencia en ellos de la reposición,
mientras que afirman la necesidad, en es-
tos casos, de una rigurosa prueba.

Tras tres subcapítulos dedicados al es-
tudio de los plazos, de la suspensión de
ia ejecución del acto impugnado y de los
incidentes, llegamos a otro punto capital
en el pensamiento de los autores, y del
que ya hemos hablado: la subsanación
•de defectos procesales.

Comienzan por considerar subsanables
todos los defectos no incluidos expresa-
mente en la relación del artículo 62 (aun-
que ya vimos que, incluso en este caso,
piensan los autores que hay supuestos de
subsanabilidad). Consideran, pues, insub-
sanables las faltas de jurisdicción, la de
competencia o la de existencia de acto
administrativo previo, así como la inter-
posición defectuosa de la reposición y
la caducidad de la instancia. La briosa
defensa que en todo momento llevan a
cabo de la posibilidad de recurrir (el lla-
mado «principio pro aclione»)j nos parece
que decae aquí un momento. Echamos
de menos, por ejemplo, una nota de pro-
testa frente a la tesis —que los autores
JIO comparten— de la insubsanabilidad

de la falta de dictamen previo de Letrado
en los casos de Corporación local deman-
dante. Se corona este interesante subeagí-
tulo con un estudio especial del enig-
mático artículo 129.

Concluye esta importantísima obra con
sendos subcapítulos dedicados a las costas
•; al beneficio de pobreza, así como con
ciento veinte páginas de formularios y
dos completos índices (alfabético y de
materias).

J. L. GONZALEZ-BERENGUER

BORDIER, E., y DEGLAIRE, S.: Electrici-
té, serviee public. Editions Berger-
Levrault. París, 1963. Dos volúmenes.
170 y 412 págs.

VILLAR PALASÍ, en La intervención ad-
ministrativa en la industria, lamenta la
existencia de miles de monografías sobre
la dote inestimada o la anticresis (que
sólo atañe a unos cientos), mientras a
nadie importa la regulación de las cen-
trales lecheras o de las panaderías (que
afecta a millones de personas). El acierto
de este juicio se manifiesta en el caso
del servicio público de la electricidad, al
cual, a pesar de sus numerosos usuarios,
no se han dedicado por los administrati-
vistas españoles más allá de unas páginas.

La tarea de estudiar este servicio públi-
co en Francia ha sido asumida esta vez
por dos funcionarios del Ministerio de
Industria, que sin excesivas preocupacio-
nes doctrinales, con un esp'íritu eminen-
temente práctico, describen y exponen
más que analizan la evolución y caracterís-
ticas del servicio público de la electrici-
dad antes y después de su nacionaliza-
ción. El resultado es un libro claro, de
lectura agradable, y que sin ser de nin-
guna manera vulgarizador, puede servir a
los usuarios del servicio.

Los dos volúmenes de la obra se dividen
en tres libros, que llevan por título, res-
pectivamente: «Cuadro legislativo y re-
glamentario fundamental del servicio pú-
blico de la electricidad», «La nacionaliza-
ción» y «Gestión actual del servicio pú-
blico».

El orden de los temas que se van a
tratar en el primer libro: 1.° Transporte
y distribución de la energía eléctrica;
2.° Fuerzas hidráulicas, y 3.° La produc-
ción térmica de la energía eléctrica,
cuando parece que el orden a seguir de-
bería haber sido exactamente el contrario,
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indica Que los autores han adoptado el
método histórico, que tan fecundos resul-
tados suele producir en el Derecho admi-
nistrativo. Ello se debe a que la legisla-
ción francesa sobre electricidad, al igual
que la española, constituye un sector más
del ordenamiento administrativo que ha
ido evolucionando y superponiéndose al
compás de los problemas que, cada vez
con mayor gravedad y amplitud, han ido
surgiendo. El primer problema que va
a crear la electricidad, normalmente pro-
ducida en pequeñas centrales térmicas
y para consumo local, es el de su trans-
porte —.uso privativo He la vía pública,
autorización— y su distribución —alum-
brado público o privado, uso público,
servicio público—. Más tarde, la posi-
bilidad de transportar la electricidad a
mayores distancias por media de líneas
de alta tensión y la necesidad de interco-
nectar las grandes redes para equilibrar
el suministro de electricidad en todo el
país, van a requerir la intervención con-
siguiente de la Administración. La regu-
lación de la producción de energía eléc-
trica es estudiada a continuación de la de
su transporte y distribución, y antes la
producción de origen hidráulico que la
de origen térmico, a pesar de haber sido
ésta la utilizada en primer lugar para la
distribución al público. Y es que si la
instalación de centrales térmicas, al am-
paro de la libertad industrial, no creaba
problemas, la utilización que del dominio
público de las aguas hacían los aprovecha-
mientos hidroeléctricos, los creaba y gra-
ves. Las centrales térmicas, a pesar de ha-
ber venido suministrando energía eléctrica
desde finales de siglo, no van a ser so-
metidas al régimen de autorización ad-
ministrativa hasta el año 1935.

Configurado como servicio público el
transporte y la distribución de la energía
eléctrica por la Ley de 15 de junio de
1906, se va a gestionar de dos formas,
una indirecta, a través del instituto de
la concesión, y la otra directa mediante
régies. Tres clases de concesión van a
aparecer hasta la Ley nacionalizadora de
8 de abril de 1936: la de distribución
pública de energía, cuyo concédeme serán
normalmente los Municipios; la de dis-
tribución a los servicios públicos y la de
transporte, el otorgamiento de las cuales
será asumido por el Estado. Estas figuras
reflejan la necesidad sentida de crear al
lado de la concesión de distribución al
consumidor, típicamente municipal, unas
concesiones como son las otorgadas a los
llamados vendedores de energía al por

mayor y a los grandes transportistas de
electricidad, que van a escapar del mar-
co municipal, con la consecuencia inme-
diata de la asunción por el Estado de la
titularidad sobre estos servicios públicos.
La Ley de 8 de abril de 1946 va a redu-
cir a dos las figuras de la concesión: pri-
mera, concesión de la red de alimentación
general, y segunda, concesión de distribu-
ción pública de energía.

La preocupación de los poderes públi-
cos por la regulación de la producción de
energía eléctrica es posterior. En el caso
de la producción de energía hidráulica,
la dificultad que encontraba la instala-
ción de saltos por no haberse previsto en
la legislación sobre aguas el caso de este
tipo de aprovechamientos, promovió la
promulgación de la Ley de 16 de octubre
de 1919, reguladora de la concesión, o
autorización en su caso, de los aprovecha-
mientos hidroeléctricos. La regulación de
las centrales térmicas surgió más larde,
obedeciendo más a razones de policía in-
dustrial general que a ser destinada la
energía producida al servicio público.

En resumen, de 1906 a 1946 el servicio
público de la electricidad, excepción he-
cha de dos sociedades de economía mixta
y de un número de réggies de. escasa im-
portancia, se gestionó a través de conce-
siones de producción hidráulica, de trans-
porte y distribución.

El segundo libro, «La nacionalización»,
consiste fundamentalmente en un comen-
tario al articulado de la Ley de 8 de
abril de 1946, que nacionalizó la produc-
ción, transporte, distribución, importación
y exportación de electricidad. La Ley en-
comienda la gestión de todas las empre-
sas nacionalizadas a un establecimiento pú-
blico denominado «Electricité de France.
Service National». A pesar de la ampli-
tud de esta fórmula, la Ley incurre a
continuación en cierta contradicción al
encomendar la gestión de la distribución a
una serie de establecimientos que se ha-
bían de crear, denominados «Electricité
de France. Service de Distributionn, cu-
yas funciones asumía hasta su constitu-
ción el «Service National». Sin embargo,
no han sido creados hasta la fecha dichos
establecimientos y parece que se ha aban-
donado la intención de hacerlo, por las ra-
zones siguientes: 1.a, dificultad de seña-
lar las demarcaciones territoriales corres-
pondientes a cada servicio de distribu-
ción; 2.a, innecesariedad de multiplicar
los establecimientos públicos gestores del
servicio público de la electricidad, con el
consiguiente aumento de gastos y de la
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dificultad dê  coordinación, y 3.*, las co-
lectividades locales han encontrado un
modo satisfactorio de ser oídas mediante
la creación de Comités Regionales de Dis-
tribución de la Electricidad, como órga-
nos consultivos de los Directores Regiona-
les de la Electricidad de Francia, y en los
que participan sus representantes al lado
de los de los usuarios y del personal.

Una vez estudiado el régimen jurídico
del nuevo establecimiento público y la
puesta en marcha de la nacionalización,
se dedican dos capítulos, respectivamente,
a la Caja Nacional de la Energía, estable-
cimiento público creado para goner a dis-
posición de la Electricidad de Francia los
medios financieros necesarios, y al Con-
sejo Superior de la Electricidad y del
Cas, órgano de carácter consultivo y ar-
bitro de los conflictos que puedan surgir
entre las autoridades concedentes y la
Electricidad de Francia, que ha pasado
a Per concesionario único al mantenerse
por la Ley de 8 de abril de 1946 el régi-
men de la concesión.

La última parte de la obra está desti-
nada a «La gestión actual del servicio
público». A la descripción del organigra-
ma de la Electricidad de Francia y del
Estatuto de su personal sigue la de la in-
tervención del Estado, distinguiéndose la
que tiene su origen en el carácter de au-
toridad concédeme de éste, de la que lo
tiene en la clasificación de la Electrici-
dad de Francia como establecimiento pú-
blico y, por tanto, sujeta a las disposicio-
nes generales, normalmente de carácter
financiero, sobre tales clases de organis-
mos.

La ausencia de carácter crítico de la
obra, aunque no la haga perder su utili-
dad, termina pesando sobre el lector, que
esperaba la denuncia de algún defecto en
la organización o gestión del servicio pú-
blico de la electricidad en Francia, al
lado de los continuos elogios que sobre
él se hacen.

José TORREBLANCA PRIETO

CENTRO DE INFORMACIÓN ADMINISTRATI-
VA : Guía de la Administración del
Estado. Secretaría General Técnica
de la Presidencia del Gobierno. Ma-
drid, 1965. 507 págs.

Aunque la publicación de que se trata
se presenta como la segunda edición de
la «Guía de la Administración del Estado»,
constituye en realidad la tercera tentativa

realizada en este campo por la Presiden-
cia del Gobierno. En efecto, una primera
edición que no se cita ni cuenta en el
texto actual tuvo lugar el año de 1960.

Esta primera edición, a pesar de su
vida fugaz y escasa circulación, reviste
para nosotros gran interés desde muchos
puntos de vista. Conscientes, quizá, sus
autores de que la movilidad orgánica de
la Administración determina de modo in-
evitable la desactualización a corto plazo
de una publicación de esta naturaleza —y
consiguiente pérdida de utilidad prácti-
ca— se renunció en ella a todo alarde
tipográfico y material (impresión en va-
rios colores, papel de alta calidad, encua-
demación costosa, etc.). De esta forma la
Guía primitiva parece realizada delibera-
damente, y a nuestro modo de ver acer-
tadamente, con gran economía de medios-

La segunda edición, publicada a prin-
cipios de 1963, presenta sobre la anterior
la ventaja de incorporar organigramas al
texto, pero abandona el formato adoptado
inicialmente (el mismo que se viene utili-
zando con general aplauso en la «Colección
de Estudios Administrativos» y otras nu-
merosas publicaciones de la misma proce-
dencia), para elegir en su lugar otro de
mayores dimensiones y menos manejable.
También se abandona el criterio de eco-
nomía material que había inspirado la
primera edición y, como consecuencia in-
mediata, el precio de la «Guía» se duplica,
lo cual no contribuye, posiblemente, a au-
mentar su grado de difusión y eficacia in-
formativa.

La edición actual insiste en esta línea,
con el consiguiente reajuste del precio de
la obra. Desde luego, hemos de confesar
sinceramente que no conocemos ningún
trabajo de esta clase cuya presentación
material supere a la del que se comenta.
Lo que nos parece discutible es que tal
presentación resulte necesaria. Así, por
ejemplo, todas las ediciones del «U. S. Go-
vernment Organization Manual» (por evitar
el caso de un país que se caracteriza, a la
vez, por su experiencia en esta clase de
publicaciones y por su abundancia de re-
cursos económicos) tratan de conseguir un
coste en consonancia con la duración
calculada a la utilidad y manejo de la
obra ($ 1,50 ejemplar en 1963). Lo mismo
podría decirse de los «Manuales» y «Guías
Administrativas» elaboradas en diferentes
países.

En la relativo al contenido de la Guia,
se ha de admitir, desde luego, que no es
tarea fácil ofrecer al público una visión
sucinta de nuestra Administración de for-
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ma clara y correcta. Toda observación o
reparo que se pueda realizar en este punto
ha de partir, por tanto, de reconocer la
dificultad de la tarea valorando el es-
fuerzo que supone su ejecución.

A nuestro parecer, la descripción de ca-
da Ministerio resulta en ciertos aspectos
demasiado escueta, mientras que en otros
llega a un excesivo grado de detalle. Aun-
que en esta materia cabe, naturalmente,
sostener criterios diversos, suele ser nor-
mal (existe una técnica aceptada general-
mente en esta clase de publicaciones) re-
coger en epígrafes separados los datos re-
lativos a: a) creación, b) objetivos, c) or-
ganización y d) actividades de cada De-
partamento. La Guia de la Administración
del Estado omite toda referencia a algu-
nos de estos puntos y dedica, quizá, de-
masiada atención a otros. En realidad,
en el texto sólo se lleva a cabo una des-
cripción pormenorizada del contenido fun-
cional de cada Departamento ministerial
y de sus correspondientes subdivisiones
orgánicas.

Esta descripción aparece realizada, la
mayor parte de las veces, por vía de re-
producción o extracto de disposiciones re-
glamentarias (que, por cierto, no se citan).
F.n este punto la publicación que se co-
menta adolece, en algunas ocasiones, de
un grado de prolijidad que estimamos in-
necesario en una Guía de tipo general
que se destina a los administrados, aun-
que pueda resultar conveniente en otras
elaboradas con distinto fin o por cada
Ministerio en concreto (así ocurre, por
ejemplo, cuando se desciende a detallar
las funciones administrativas internas de
carácter común o general). Esta minucio-
sidad contrasta, además, con la omisión
de toda referencia a las actividades de
las delegaciones y oficinas provinciales
de la Administración Central, a través de
las cuales se suelen establecer las relacio-
nes y contactos directos más frecuentes
con los particulares.

Por .otra parte, la edición actual ofre-
ce, con relación a las anteriores, el acier-
to de incorporar la descripción de los De-
partamentos militares, con la excepción,
justificada en el preámbulo, del Ministe-
rio de Marina.

Mención aparte merecen los organigra-
mas que preceden a la descripción de ca-
da Departamento. A nuestro modo de ver,
una crítica sincera sobre este punto no
puede ser favorable en absoluto. La dis-
posición gráfica adoptada, que parece ins-
pirarse en la propuesta por la Associalion
Franqaise de Normalisalion (norma NF

Z-12 001), aunque sin ajustarse a las pres-
cripciones de la misma, no resulta ade-
cuada para organigramas de tipo infor-
mativo. La propia norma NF Z-12 001 li-
mita el empleo de esta forma de ramifi-
cación a los organigramas elaborados con
vistas al análisis de la organización (or-
ganigramas de trabajo), excluyendo ex-
presamente los que se confeccionan con
finalidad meramente informativa.

Como consecuencia de la disposición
gráfica elegida, los organigramas de la
Guía, actual resultan innecesaria y exage-
radamente grandes, dando lugar en algu-
nos casos (Hacienda y Gobernación) a
representaciones difícilmente manejables.
Este inconveniente ha tratado de obviarse
acudiendo, en dichos casos, a un plegado
verdaderamente original.

El tratamiento gráfico recibido por las
unidades de la administración periférica
es extraordinariamente variado. En algu-
nas ocasiones tales unidades se indican
numéricamente (Obras Públicas, Vivien-
da), recogiéndose en otras sin expresión
numérica (Industria, Educación Nacional),
o bien omitiendo toda alusión a su exis-
tencia (Trabajo, Agricultura, Información
y Turismo). Incluso en algún Departamen-
to (Hacienda) se recogen ciertas unidades
de esta clase (Inspecciones regionales) y
se prescinde de otras (Delegaciones y
Subdelegaciones).

Sin embargo, los reparos de mayor im-
portancia que pueden realizarse afectan
principalmente a la posición gráfica de los
organismos autónomos y a las complica-
ciones e irregularidades del trazado.

Con relación al primer aspecto, se ob-
serva que los organismos autónomos han
sido tratados, por lo general, como unida-
des integrantes de la Administración cen-
tralizada, apareciendo por tanto como
subdivisiones orgánicas de los diferentes
Ministerios o Direcciones Generales. Tal
disposición, desde luego, ni es usual ni se
estima correcta. Las relaciones que ligan
a los organismos de la Administración ins-
titucional con los distintos Ministerios no
deben reflejarse como si se tratase de
vínculos jerárquicos ordinarios.

En lo relativo a las anomalías del tra-
zado, y sin entrar en detalles concretos
que alargarían sin necesidad estas notas,
se puede apreciar que la forma de ramifi-
cación elegida se varía en ocasiones sin
que se pueda apreciar el motivo, bien re-
trocediendo a la izquierda o incluso pro-
gresando hacia arriba (en ciertos casos la
línea que representa la relación principal
de autoridad-responsabilidad penetra por
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debajo del recuadro que se destina al ór-
gano subordinado).

Se señala también la presencia de al-
gunas líneas sin cerrar (?) y de otras que
recogen relaciones que no existen, acu-
sándose sobre todo una extraordinaria
abundancia de cruces de líneas (produci-
da, quizá, al tratar de recoger relaciones
secundarias que, normalmente, no deben
figurar en un organigrama informativo y
que, por lo general, no interesan al admi-
nistrado), con lo cual se llega a impedir
la comprensión del gráfico. A nuestro jui-
cio, entre los organigramas informativos
publicados en los primeros volúmenes de
la Revista «Documentación Administrativa»
—e incluso entre los contenidos en la edi-
ción anterior de la «Guía de la Administra-
ción»—y los que se comentan, media una
notable diferencia a favor de aquéllos.

En resumen, creemos que se puede afir-
mar que la «Guía de la Administración»
supone un considerable y meritorio es-
fuerzo y representa un instrumento de va-
lor innegable desde un punto de vista
práctico, aunque cabe obtener en ella
ciertas mejoras en lo relativo al contenido
y sistemática utilizada y se debe señalar
ía existencia de serios inconvenientes y
defectos en los organigramas que acompa-
ñan al texto. Por otra parte reviste una
presentación material excesivamente cos-
tosa para una publicación de esta' clase,
expuesta siempre a perder utilidad en cual-
quier momento. No es necesario decir que,
a consecuencia de las últimas reformas
operadas en algunos Departamentos, el
contenido de la «Guía» se encuentra ya li-
geramente modificado.

Luis BLANCO DE TELLJf

CULLINGWORTH, J . B . : TOWTl ütld COUtl-
try Planing in England and Wales.
Alien & Unwin, Londres, 1964, 301
páginas.

Conseguir dar en un volumen no de-
masiado amplio todas las características
de la ordenación territorial británica no
es tarea fácil y sólo la acreditada maes-
tría del Profesor CULLINCWORTH ha podi-
do llevarlo a cabo con el acierto que defi-
ne a la obra reseñada. Con amenidad y
profundidad aunadas, examina lo que es,
a buen seguro, uno de los temas básicos
de la política y de la administración del
mundo moderno, demasiado frecuentemen-
te abandonado, como todos los temas bási-
cos, a estrategas de salón y a arbitristas

de vía estrecha. Es aleccionador ver có-
mo en Inglaterra, país pionero en la po-
lítica de ordenación del suelo, los proble-
mas se presentan hoy con tanta agudeza
y bajo ig-uales perspectivas que en otros,
en donde la preocupación pública por la
materia comienza apenas a producir re-
sultados —y en donda el sector privado,
salvo, justo es decirlo, a la hora de las
conferencias internacionales— para evitar
posibles lesiones a sus intereses, se ocupa
únicamente en frustrar las realizaciones
públicas.

La obra del Profesor CULLINCWORTH
comienza con un breve examen de la ya
dilatada historia de la legislación plani-
ficadova británica. Analiza después la di-
visión de competencias de ordenación del
territorio, tanto a escala nacional —en
donde intervienen, a más del Ministerio
de la Vivienda y Régimen Local como en-
tes gestores de la política total de orde-
nación, el Ministerio de Transporte y el
de Comercio en lo referente a localización
industrial— como a escala local. Los en-
tes locales ingleses, con toda su tradición
de competencia y eficacia, se han visto
desbordados por los problemas de ordena-
ción: «La transferencia de facultades de
ordenación de distritos a condados era ne-
cesaria para todo el mundo, salvo para los
distritos». Una planificación a escala re-
gional es cada vez más imperiosa «para
emprender las funciones cada vez más am-
plias y mayores, para planificar totalmen-
te áreas cada vez más extensas, para man-
tener el equilibrio entre los intereses con-
trapuestos de las zonas urbanas y las ru-
rales y para negociar con los demás entes
la planificación en materias de alcance y
trascendencia regional, como la descon-
gestión de las conurbaciones».

El libro trata, además, de temas que,
si no radicalmente nuevos, han cobrado
importancia redoblada en la evolución re-
ciente de la sociedad: la planificación del
ocio y las amenities, de tanta importancia
en los aprovechamientos turísticos, es uno
de los ejemplos sobresalientes. No faltan,
por supuesto, las materias eternas del ur-
banismo: la restricción del crecimiento
urbano, con su teoría de medidas y con-
tramedidas; la creación de nuevas ciuda-
des o el tremendo problema de la renova-
ción urbana, no sólo en cuanto al «sanea-
miento interior» de nuestra legislación
clásica, sino como efectiva reestructura-
ción de las zonas urbanas al servicio de la
nueva dinámica vital y como correctivo
de sus excesos —la referencia al informe
BUCHANAN es inevitable—. No menos im-
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portante, por supuesto, es el tema del va-
lor del suelo, en donde la legislación bri-
tánica, en los últimos decenios, ha ido
dando sucesivos y desafortunados banda-
zos, los últimos y más significativos de los
cuales son, respectivamente, el retorno a
los precios de mercado como norma ge-
nérica establecida por la Ley de 1951, y
el propósito laborista, aún no llevado a
la práctica, de nacionalización de las plus-
valías.

Por detrás de la exposición objetiva de
una situación de hecho es fácil adivinar la
posición personal del autor, en cuanto a
la necesidad de una política central y
regional enérgica, sustentada en una edu-
cación colectiva sobre los propósitos de
la ordenación territorial y una participa-
ción real de los afectados en el proceso
de redacción y ejecución de los planes.
Administrativamente, la esfera central y,
en su caso, la regional, han de asumir en
forma más coherente y completa las fun-
ciones planificadoras —tanto de ordena-
ción como de ejecución—, por cuanto «no
resulta posible establecer un órgano de
planificación suficientemente dotado en
cada ente local». Pero todo ello requiere
vocación, perseverancia y una paciencia
a prueba del egoísmo de los particulares
y de la eslulticia de tantos lown, clerk y
similares como andan dispersos. Los pro-
blemas de la ordenación territorial, que
ponen cada vez más en juego la totalidad
de los elementos constitutivos de la so-
ciedad humana actual, son, en Inglaterra
como en el resto del mundo, un universo
complejo y contradictorio, esencialmente
político en cuanto que la solución óptima
no es la ideal de cada sector, sino la me-
nos mala de las tristes componendas alter-
nativamente imaginables. No otra es la lec-
ción magnífica del urbanismo inglés —a
pesar de todas las lacras tan claramente
puestas en evidencia en este libro—: la
de su impertérrito realismo, que sabe huir
de las concesiones vergonzantes y también
de las utopías desenfrenadas.

M. P. O.

DUEWEL, Peter: Das Amtsgeheimnis.
Bd. Duncker y Huinblot. Berlín, 1965,
258 págs.

El «secreto oficial» carece de una re-
gulación unitaria en el Derecho alemán.
Las normas relativas a la obligación de
su mantenimiento o la posibilidad de su
revelación se encuentran dispersas a lo

largo del ordenamiento y son muy diferen-
tes según se refieran al ámbito procedi-
mental civil o penal, al parlamentario o al
puramente administrativo. El libro del
Doctor DUEWEL constituye un esfuerzo por
dotar a esta materia de una base dogmáti-
ca unitaria desde la que se pueda desarro-
llar un tratamiento congruente a normas
tan inexplicablemente dispersas.

En la primera parte se analizan los
«elementos conceptuales del secreto ofi-
cial». Si secreto es un hecho conocido so-
lamente por un círculo determinado o de-
terminable de personas y sobre el que
existe un interés en su no revelación, los
elementos esenciales del concepto se han
de encontrar precisamente en los porta-
dores o conocedores del mismo (que en el
ordenamiento aparecen tipificados de una
manera un tanto casuística: militares, jue-
ces, funcionarios, notarios, etc.) y en el
interés que puede justificar su no revela-
ción. En este punto hace el autor una im-
portante distinción entre el secreto propia-
mente dicho y los medios de conservación,
del secreto. Esta distinción puede parecer
obvia, pero es un hecho que el legislador
na la tiene nunca en cuenta, ya que en
ningún momento se ha preocupado de re-
gular el secreto oficial, deteniéndose sim-
plemente en la regulación, más o menos
perfecta, de los medios de su conserva-
ción, concretamente: el deber de guardar
silencio y la negativa a facilitar informa-
ciones y dar vista a los expedientes y do-
cumentos administrativos.

En la segunda parte se examinan los
que podrían denominarse aspectos dinámi-
cos del secreto oficial: ¿hasta qué punto
debe guardarse el secreto y qué razones
puede provocar su revelación? En líneas
generales, pueden regir aquí dos princi-
pios muy diferentes y que vienen impues-
tos por la situación política y constitucio-
nal del Estado. En los países de más cla-
ra inspiración democrática domina el prin-
cipio de la publicidad, conforme al cual
tienen los ciudadanos derecho a conocer
todas las actividades oficiales, salvo aque-
llas que sean declaradas secretas de mo-
do expreso y legal. En cambio, en los paí-
ses de menor sensibilidad democrática o
en aquellos otros en que aún pervive el
espíritu del Estado absolutista o de poli-
cía (como es el caso de Alemania), rige el
principio de la reserva, conforme al cual
toda la actividad oficial es secreta, salvo
los casos en que expresamente se admite
su comunicación a los ciudadanos. Esto su-
puesto, el gran problema del tema es de-
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terminar cuáles son estos casos y darlos
tul tratamiento adecuado.

En primer término, la solución debe
darla el legislador. Pero del minucioso
análisis que el autor realiza del ordena*
miento de su país, resnlta que las normas
no dan una respuesta definitiva al pro-
blema, sino que se limitan a enumerar
una serie de casos en los que ee admite
que la Administración puede quebrantar
el secreto. Lo cual significa que la solu-
ción se traslada a otro terreno y lo que en
realidad debe examinarse es la conducta
de la Administración dentro de este reper-
torio de casos posibles. Tal línea de con-
ducta parece ser aparentemente clara: se
trata de valorar en cada caso dos intere-
ses contrapuestos: el interés (ordinaria-
mente público) de conservar el secreto, y
el interés opuesto (ordinariamente priva-
do) en su revelación. El análisis que DUE-
WEL realiza de estas series de valoración
de intereses (págs. 123-171) es, desde lue-
go, la parte más imporante de la obra.

Kn la tercera parte se estudia la protec-
ción jurídica del secreto oficial, es decir,
los medios jurídicos de que disponen los
Tribunales, fiscales, Parlamento y ciuda-
danos para hacer valer su interés en el
conocimiento de un secreto oficial; dedi-
cándose epígrafes especiales al tema de la
vista del expediente y de la discrecional!-
dad administrativa a la hora de resolver
estos casos.

La obra se cierra con importantes suge-
rencias de lege ferenda, un amplio reper-
torio bibliográfico y la transcripción de las
normas más significativas que regulan esta
materia en Austria, Suiza, Francia, Bélgi-
ca, Holanda, Luxemburgo e Italia. Con-
viene subrayar este último extremo por-
que precisamente una de las característi-
cas de este trabajo consiste en el constan-
te manejo del Derecho comparado a lo
largo de todas sus páginas. El libro, reali-
zado bajo la dirección del Profesor ULE, va
precedido por un breve prólogo del mismo.

Por último es de señalar que, confor-
me advierte ya el autor en el prólogo,
aquí no se toman en consideración los as-
pectos sociológicos del tema. En realidad,
ello no significa una pérdida demasiado
grave y, en otro caso, se hubiera roto de
modo evidente la armonía temática del li-
bro. En cambio, creo que se echa de rae-
no; una perspectiva histórica del proble-
ma, que hubiera aclarado muchos de los
aspectos técnico-normativos que tan minu-
ciosamente ha desarrollado el autor. En
definitiva, la visión del secreto oficial que
hoy se tiene en Alemania, como en tantos

etros países, no ea siso una supervivencia
histórica, cuyo anacronismo, y la* razones
del mismo, es útil precisar.

A. NIETO

GAIXION, Arthur B., y EISNER, Simón.:
Urbanismo: Planeamiento y diseño.
Cía. Editorial Continental, S. D. Mé-
xico, 1963, 535 págs.

1. El problema de la planificación de
la ciudad, de su ordenación, es planteado
desde los puntos de vista de su historia,
su presente y posible futuro.

Desde que el hombre, abandonadas las
cuevas, comienza a vivir en comunidad,
se han planteado problemas y soluciones
para una más fácil vida de sus componen-
tes, tomándose toda clase de medidas, co-
mo ya hace HAMMUHASI en su código al
castigar duramente al constructor poco es-
crupuloso.

Con una profusión encomiable de de-
talles técnicos se plantea en la obra la
evolución de la ciudad, presidida siempre
por un ideal político o económico que la
hace prosperar o arruinarse.

La ciudad antigua se proyecta en fun-
ción de su defensa y frente a la concep-
ción autoritaria del próximo oriente de
Palacio dominando la urbe, surge la de-
mocrática grie&a del Palacio como centro
de la actividad ciudadana. Frente a in-
mensos monumentos rodeados de hacina-
mientos interminables, ciudades hechas,
por primera vez, en función de la vida
comunitaria.

Así, sobre la base de las ciudades grie-
gas, surge quizá la primera medida de pla-
nificación urbanística, atribuida a HIPPO-
DAMUSI arquitecto de Mileto, que en el
siglo de Pericles se planteó el problema
del orden urbano, coincidiendo con el mo-
mento en que Grecia intentaba ordenar
todas las actividades del hombre. HlPPO-
DAMUS aplica a la ciudad el sistema de
la parrilla, conocido en pequeño, en Egip-
to, Mesopotamia y Valle del Indu, para
obtener una racional dislribución de vías y
edificios, siendo Olinto una de las ciuda-
des por él proyectadas.

Además, el incremento de las activida-
des de gobierno hace nacer la necesidad
<le «espacios públicos», como salas de
Asamblea y Consejo, etc., haciendo del
agora o plaza del morcado centro de la
vida ciudadana.

En cuanto al tamaño, fija el ideal en
los 10.000 habitantes; PLATÓN le había
fijado entre 5.000 y 10.000. Sólo tres ciu-
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dades sobrepasaron la cifra. Atenas entre
«lias, con 100.000 a 150.000 habitantes.

La vivienda se basa en el hecho de que
el griego se relaciona y negocia fuera de
•casa, siendo éste un refugio tranquilo, pro-
yectado hacia dentro, con una orientación
precisa —lo que ya configura la ciudad—.

Con la expansión hacia el exterior, esto
cambia, al nacer grandes urbes como Pér-
gamo, Alejandría, Siracusa, Condohor, que
originan nuevos problemas, como entualla-
miento, defensa, alienaje etc.

Es Roma quien da un nuevo paso. Acep-
tando las formas griegas (incluso en sus
campamentos militares), se ocuparon de
la organización y gobierno de la ciudad,
de su administración, etc., y al heredar
los problemas de grandes hacinamientos
de masas en unidades comunales, como
pueblo eminentemente práctico, se dedicó
a su solución (aprovisionamiento, aguas,
drenaje, etc.).

La construcción romana «no fue en rea-
lidad el planeamiento de ciudades, sino
una serie de monumentos, cada vez ma-
yores, |iara gloria de'los soberanos»; En
las ciudades coloniales se siguió el habi-
lual plano de los campamentos militares.

Augusto se vio obligado a decretar me-
didas de ordenación al limitar la altura
ríe los edificios a veintiún metros, preten-
diendo organizar la congestión, que,
a diferencia de ciudades residenciales, co-
mo Pompeya, maniataba a Roma.

2. Tras el paréntesis de ciudades-es-
lado, surge la ciudad medieval. Alrededor
del comercio y sobre sus fueros se ele-
van nuevas ciudades, con nuevas caracte-
rísticas, originadas por nuevas necesidades.
Con las organizaciones de mercaderes y
artesanos surge un nuevo orden 6ocial,
desafiando incluso a los señores feudales.
T.as primeras ciudades se centran en la
iglesia, el castillo o el monasterio.

Por las características de los lugares de
ubicación, las ciudades son harto irregula-
res quizá intencionadamente para mejor
defensa. 1.a calle se considera parte inte-
grante de los edificios vecinos y sólo circu-
lan j>eatones, no carruajes, dejando para
óstos las calles principales. Quizá por las
guerras y sufrimientos de los pueblos,
eliminó el sentido de clase y desarrolló
el sentido comunitario de la vida urba-
na; cada habitante se sentía consciente-
mente parle de e?e todo que era la ciudad.

El número de las ciudades creció rá-
pidamente, mas ellas no aumentaron mu-
cho. La defensa, murallas, etc., estable-
cían un límite. Pocas ciuda-.les sobrepa-
saron los 50.000 habitantes y de los dos

kilómetros de longitud. El agua se co-
gía en fuentes y la cloaca no existía,
yendo desperdicios y aguas negras a la
calle.

3. El mercantilismo renacentista, con-
centra los centros de población. Durante
el siglo xv Florencia pasó de 45.000 habi-
tantes al doble; París, de 100.000 a
250.000, y también Venecia superó los
200.000. El feudalismo decae y la propie-
dad del campo pasa a una nueva clase:
los ricos comerciantes.

Todo ello llevó a las ciudades a una
congestión, en límites aún no conocidos,
lo que obligó al planteamiento de cues-
tiones que solucionar. La pólvora y la cul-
tura neoclásica se encargaron de encau-
zar la reforma, desapareciendo murallas y
reapareciendo el carácter monumental del
arte clásico. El eje y la línea central fue-
ron los símbolos de la creciente concentra-
ción de poder temporal. En el amontona-
miento medieval se trazaron espacios abier-
tos, las plazas que ocuparon a los urba-
nistas: Campodoglio, San Marcos, San
Pedro, Plaza Real y de las Victorias en
París, etc.

VAUBAN, arquitecto militar de Luis XIV,
creó nuevas defensas que sustituyeron a
las murallas y se crearon paseos y aveni-
das en su lugar, como la Ringstrasse, de
Viena. El absolutismo creó ciudades nue-
vas, en función del Palacio real y sus jar-
dines, como Versalles, Korlsruhe y Mann-
heim.

El diseño pasó de los espacios cerrados
a los abiertos del siglo xvni, de amplitud
desconocida. En Inglaterra el clasicismo
formal, sin grandes monumentos, mas con
importantes proyectos de mejora, como el
de Wren, para I/Ondres, que colocaba la
Bolsa, el nuevo poder, en el centro de la
ciudad.

Mas detrás de todo ello, el problema de
un sistema sanitario razonable y distribu-
ción de agua suficiente seguía sin resol-
verse. 1.a ciudad barroca, tras desplegar
sus grandes espacios abiertos, sofocó al
pueblo, mientras se producía un gran cam-
bio: la ciudad industrial.

Mientras, en América, las primeras ciu-
dades—hablamos de Estados Unidos, don-
de el autor centra su atención— fueron
algo irregulares en su trazado. En cambio,
frente al límite europeo de reformar, allí
fe ofrece la posibilidad de crear. Además,
se crea en función de la vida del pueblo,
haciendo que su vida sea más fácil y
agradable. Así nacen ciudades que, acep-
tando generalmente el sistema de la pa-
rrilla, intercalan parques y centros polí-
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ticos, religiosos y culturales. Ciudades'<rué
antes de ser construidas tienen el proble-
ma sanitario y de drenaje solucionado y
en sitios oportunos para ello. No tienen
el problema de una base medieval en lu-
gar abrupto, que hace de las ciudades eu-
ropeas un problema urbanístico; Teruel,
por ejemplo, es una ciudad incomprensi-
ble desde un punto de vista de un urba-
nista actual.

Se adoptó el ejemplo europeo de ave-
nidas centrales y bocacalles y barrios
tranquilos a ambos lados de estas aveni-
das. Eran, por ejemplo, Filadelfia, table-
ros de ajedrez, que con la aglomeración
posterior han originado nuevos plantea-
mientos y problemas, como lo constituye
hoy Nueva York. El arquitecto J. E. WOSE
ganó un concurso para proyectos de apar-
tamentos baratos con bloques que ocu-
paban e! 85 por 100 del terreno (1).

4. El siglo, xix ve nuevas corrientes.
Se mira al pueblo en sus necesidades y
todo el siglo contempla intentos de arre-
glo de la situación, grave, originada en
los núcleos industriales por el amontona-
miento de obreros que viven_ en condicio-
nes miserables. Así nace en Inglaterra la
Sociedad para el Mejoramiento de los
Pobres, que, aunque de carácter mera-
mente filantrópico, ya se plantea el pro-
blema. Comienza una corriente de los lla-
mados utopistas. Así se proyectan «Comu-
nidades asociadas de Templanza» de
10.000 habitantes, pero que aceptando de
distribución clasista, colocaban en el cen-
tro las clases fuertes y en los extremos de
un cuadrilátero fábricas y clases humil-
des. Aunque nada de esto se 'llevó a ca-
bo, en este ambiente, en 1844, nace la
primera cooperativa de consumo. Todo
ello, unido a algunas epidemias graves,
obligó al Poder a ocuparse de ello; así,
el príncipe Alberto, Napoleón III y en
Alemania la Sociedad de Edificación de
Berlín, crearon barrios-modelo para obre-
ros; ciudades modelo que loe grandes fa-
bricantes comenzaron a construir, en las
que se enfrentan con la necesidad de es-
pacios abiertos, puesto que el terreno de
las ciudades hacía casi imposible el acce-
so directo al campo de las medievales.

Mas aún no se puede hablar de plani-
ficación urbana; es en el siglo XX cuando
comienza a ser normal esta solución, cuan-
do la densidad originada por la especula-
ción de terrenos crea situaciones-límite
que obligan, unidas a la mayor participa-

(1) Cuando fueron prohibidos, ya había
demasiados.

cián popular: en él poder, a tener en cuen-
ta ei bienestar del ciudadano. El autor
calcula dé los 546 kilómetros cuadrados
que ooupa Chicago han pasado de 168.000
dólares de valor a 2.000.000.000 en 1932.
' 5. La ciudad de los contrastes, según la
original calificación del trabajo, nace con
la lacha de hombres que, como HAUSSMANN
en París, se enfrentaron * con su época,
con una visión genial para organizar la
reforma administrativa de las ciudades a
base de una reforma urbana previa. Nace-
el bulevar y la ordenación estrellada de
París; otras ciudades la adoptan.

Se 'llega a la ozonificación» de las
ciudades, con zonas residenciales, don-
de el comercio se prohibe. Se lucha
contra el medio ambiente que RUSKIN,
CASLYLE, DICKENS, ENCELS y DISRAELI
denuncian. Patrick G«EI>OES es el primero
que afirma que en la base de toda reforma
deberían entrar todas las fases de la vida
humana, o sea, integrar el planeamiento-
físico con las mejoras sociales y econó-
micas. Así nace lo que el autor llama
Planeamiento Regional. A la vez, Ebeze-
ner HOWARD crea la ciudad jardín como
solución frente a la fealdad y las condi-
ciones poco salubres de la ciudad indus-
trial. La especulación se ocupa de acabar
con sus posibilidades.

Tras ello se produce la ciudad satélite,
de adopción nada fácil, por las necesida-
des anejas de aprovisionamiento y trans-
portes que produce.

Es en Alemania donde todo ello se va
ensayando, Margarethen-Hohe en Essen,
Possmorweg en Hamburgo, Pramheim y
Romerstadt en Frankfurt. En este sentido-
la vilipendiada decena de los años veinte
es fundamental. Mas la urgente necesidad
de construir nuevas viviendas no dejó
tiempo ni fondos para llevar a cabo un
verdadero programa de eliminación de tu-
gurios. Para llevar a cabo esto se disponía
de dos armas: la sociedad de utilidad pú-
blica y la sociedad cooperativa. El plan
de viviendas alemán de los años 1920-
1930 es un ejemplo de la democracia ur-
banística en acción. En una época que
económicamente no era buena, la efec-
tividad del sistema se demostró. Tres de
estas cooperativas, Dewog, Gagfok y Hei-
mal construyeron 71.000 viviendas y fue-
ron más de 4.300 las cooperativas existen-
tes en el territorio alemán.

Se consideró dentro de la planificación
desde el terreno hasta la orientación, in-
cluyendo calles y zonas verdes. Esto,
aunque produjo una uniformidad exaspe-
rante fue el primer paso en grande para
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que la ciudad sea, en palabras de LE COR-
BUSIER, «lugar para el desarrollo de una
biología completa, una existencia razona-
ble...»

Los autores, partiendo de esta base, ha-
cen un examen de la ciudad actual, el
proceso de planteamiento, afirmando la
necesidad de planes amplios, zonifica-
ción y reconstrucción de nuestras ciuda-
des actuales. Examina las teorías de los
nuevos utopistas. Las teorías de los gran-
des urbanistas. Soluciones como la de LE
CORBUSIER, el genio recién fallecido que
dirigió la construcción de Chandigorh y
maestro de IVIEMEVER, autor del plan de
Brasilia, para reconstrucción de las ciu-
dades proponiendo la concentración en
lugar de la congestión. Grandes bloques
con espacios abiertos y verdes, etc. El
problema de la vivienda actual, sobre su
venta o arrendamiento, la política inglesa
de tierras, etc. En fin, por su documen-
tación, bibliografía, es una obra esencial
para el urbanista, tanto desde el punto de
vista técnico como los jurídico, socioló-
gico y político.

J. A. STORCH DE GRACIA

GUAITA, Aurelio: Derecho administra-
tivo especial. I. 2.» edición. Librería
General, Zaragoza, 1965, 294 págs.

En el número 45 de esta REVISTA, al
dar noticia de la aparición del tercer tomo
de esta obra — ĵue constará de cinco vo-
lúmenes— aludíamos a la conveniencia de
ponerla al día una vez publicada en su
totalidad. Nuestra previsión se ha visto su-
perada por la del propio autor, que j a
hoy nos ofrece —aun antes de dar cima a
su tarca— la segunda edición del primer
tomo de su Derecho administrativo espe-
cial. Bien entendido que no se trata de
una mera reimpresión, sino de una autén-
tica segunda edición en la que, al mismo
tiempo que se realiza la deseada puesta
al día, reciben adecuado tratamiento ma-
terias silenciadas en la primera edición
(ad ejemplum, pág. 212 y sigs., derechos
pasivos y recurso económico administra-
tivo) y se hacen también algunos retoques
sistemáticos.

Como decíamos entonces, nuestro juicio
general sobre e] planteamiento y la reali-
zación de este trabajo es absolutamente
favorable. El profesor GUAITA revela un
profundo conocimiento del Derecho posi-
tivo, dé la jurisprudencia y de la doctrina,
habiendo conseguido una obra de consulta

indispensable para cualquier tipo de tra-
bajo —práctico, docente o discente— re-
lacionado con el Derecho administrativo.

Por supuesto, este favorable juicio ge-
neral no supone coincidencia absoluta con
las opiniones sustentadas en puntos con-
cretos por el autor. Científicamente ha-
blando, la coincidencia total o es plagio,
o es servilismo, o es carencia de imagina-
ción, raíz última de la ciencia como tam-
bién de la poesía.

Ante un trabajo de la extensión del pre-
sente son lícitas, creemos, dos posturas a
la hora de hacer una recensión del mis-
mo: o bien se intenta una exposición des-
criptiva del contenido total del mismo
—con algún que otro atisbo de opinión
personal—, o bien se aborda un punto
concreto estudiando y valorando la postu-
ra del autor. Esta última es la elección
que hacemos aquí. Y en consecuencia va-
mos a examinar un tema que, por nuestra
particular dedicación, nos parece de inte-
rés: el de la posible aplicación del prin-
cipio del silencio administrativo en las re-
clamaciones económico-administrativas.

A juicio del autor (pág. 235 y sigs.), el
que el RPEA nada diga sobre el silencio
administrativo no supone «ninguna omi-
sión involuntaria, ni tampoco de que el
Reglamento se remita a los preceptos ge-
nerales que sobre el silencio figuran en
!a LPA: el Reglamento, que es especial
respecto de dicha Ley, no incluye el si-
lencio entre los modos de terminación del
procedimiento económico, dando con ello
a entender, sin lugar a dudas, que el pro-
cedimiento no puede terminar por silen-
cio; lo contrario sería absurdo, pues los
Tribunales económicos se han creado pre-
cisa y exclusivamente para resolver estos
recursos... Aunque tuvieran dudas racio-
nales o fueran deficientes los preceptos
legales». Y por nota añade: «Una gran
parte del Reglamento no ha hecho más
que transcribir artículos de la tan citada
Ley general (LPA), a fin de que un único
texto, el Reglamento, contuviera todo lo
aplicable al procedimiento económico; la
omisión del silencio no es, pues, un arbi-
trio «ahorrativo» (para no repetir lo ya
dicho en la Ley), sino plenamente deli-
berada».

Esta tesis negativa, defendida ya por el
autor en la primera edición de la obra
que comentamos (año 1960, pág. 172), se
acoge por GARRIDO FALLA (Tratado de
Derecho administrativo, III, Madrid, 1963,
página 204), que considera que en la vía
económico-administrativa «ni siquiera se
acepta la hipótesis del silencio administra-
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tivo». Igualmente CLAVERO (Ámbito de
apíicación de la LPA, núm. 29 de esta
REVISTA, 1959, pág. 327) —aunque mantie-
ne una postura que pudiéramos llamar ate-
nuada en relación con el tema de la suple-
toriedad de la LPA respecto del RPEA,
pues admite que en un caso de insuficien-
cia u oscuridad de éste podrá acudirse a
aquélla, siempre que las soluciones que
ofrezca la LPA sean compatibles con las
características de la legislación económico-
administrativa— entiende con referencia
concreta al problema del silencio que no
es posible su admisión en las reclamacio-
nes económico-administrativas.

Frente a la tesis anterior se ha mani-
festado GONZÁLEZ PÉREZ (LOS recursos ad-
ministrativos, Madrid, 1960, pág. 226, y
El procedimiento administrativo, Madrid,
1964, pág. 932), si bien se limita a decir
que al no disponer nada sobre el silencio
el RPEA «parece que debe aplicarse, con
carácter supletorio, el artículo 94, LPA».

Nuestra opinión sobre el problema es
la de que, efectivamente, el principio del
silencio administrativo debe y puede ha-
cerse jugar en las reclamaciones econó-
mico-administrativas. Y ello por las si-
guientes razones:

a) Porque no puede ni debe llevarse
la especialidad de lo económico adminis-
trativo más allá ne lo que exija la pro-
pia especialidad de la materia. Esta pue-
de justificar una tipificación orgánica de
los órganos encargados de resolver este
tipo de reclamaciones. Puede asimismo
justificar determinadas particularidades
procedimentales (por ejemplo, la vigencia
de la doble alzada). Pero creemos que es
forzar de un modo inaceptable el criterio
de la especialidad el afirmar que ésta
exige la supresión de una garantía tan
importante como la del silencio adminis-
trativo.

b) Porque no creemos que pueda afir-
marse que el RPEA contiene todo lo apli-
cable al procedimiento económico, ni que
los redactores del mismo persiguieran el
que un único texto se manejara en la
práctica, prescindiendo de tener que re-
currir a la LPA. Esto no aparece dicho
en ninguna parte del RPEA ni de la
LPA. Pero es que además el RPEA se
remite expresamente a la LPA en alguna
ocasión (arts. 8 y 63), lo que permite du-
dar seriamente de esa pretendida «auto-
nomía» que se le quiere atribuir.

c) Porque tampoco puede justificarse
la exclusión del principio del silencio ba-
sándose en la rigurosidad con que se es-
tablece en el artículo 104 RPEA la obliga-

ción de resolver que tienen los Tribunales
económico-administrativos, pues aun cuan-
do este precepto reproduzca casi literal-
mente la dicción del artículo 6 del Código
civil, en realidad la misma obligación de
resolver tienen los órganos administrati-
vos de cualquier clase que sean frente a
las peticiones que les dirijan los particu-
lares (arts. 70, 1, y 94, 3, LPA). Este
argumento, por otra parte, se refuerza no-
tablemente después de la nueva redacción
dada por la Ley de 2 de diciembre de 1963.
el artículo 70, LPA. En la redacción de
1958 se decía que las autoridades y orga-
nismos de la Administración del Estada-
estaban «obligados a resolver las instancias
que se les dirijan por las personas directa-
mente interesadas, o declarar, en su caso,
los motivos de np hacerlo» (párrafo 2).
Esto último significaba tanto como dar
carta blanca a la Administración para ex-
cusarse de resolver «bajo pretexto de oscu-
ridad, insuficiencia o imprecisión en los
textos legales». Pues bien, esta posibilidad
se ha yugulado también en la nueva redac-
ción que se aproxima así a la más con-
tundente formulación que la obligación
de resolver tiene en el RPEA y'en alguno
de los Reglamentos derogados (por ejem-
plo, artículo 152 del Reglamento de la
Subsecretaría del Ministerio de Gracia y
Justicia, de 9 de julio de 1917).

El problema que ahora se plantea es el
de qué supuesto de silencio habrá que
aplicar de los admitidos en la LPA. En
este punto sí estamos de acuerdo con el
Profesor GUAITA cuando dice (pág. 236,
por nota) que es el artículo 125, LPA, el
que habrá que aplicar (para el caso, que
él niega, de que juegue el silencio ad-
ministrativo), pues la reclamación eco-
nómico-administrativa es por esencia un
recurso de alzada.

Es una lástima que este problema del
silencio administrativo en las reclamacio-
nes económico-administrativas, como tan-
tos otros que ofrece nuestra vigente legis-
lación de procedimiento administrativo, no
haya sido resuelto por la Ley de revisión
de 2 de diciembre de 1963.

Francisco CONZALEZ NAVARRO

MEYNEAOT, Jean: Problemas ideológi-
cos del siglo XX. Barcelona, 1964, 414
páginas.

El tema de las ideologías se encuentra
hoy en la palestra del más encendido de-
bate intelectual y ha producido una abun-
dante literatura, que con mayor o menor
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desasimiento se pronuncia sobre su ac-
tual sentido y significación. Así, entre
otras, la obra de BELL El fin. de las ideo-
logías; la de WEIDLE, CHEVAIJJER y otros,
Las ideologías y sus aplicaciones en el si-
glo XX, y más recientemente entTe nos-
otros el libro de GONZÁLEZ DE LA MORA,
El crepúsculo de las ideologías.

No parece que esta problemática ca-
rezca de trascendencia para las discipli-
nas de la Administración, ni que las con-
clusiones .a que se llegue, siquiera sea
provisionalmente, sean indiferentes desde
esta perspectiva; por ello puede juzgarse
de no desdeñable interés el apoyo que pa-
ra el esclarecimiento de estas cuestiones
suponga la aportación de un observador
contemporáneo de tan aguda sensibilidad
socio-política como MEYNEAUD.

En efecto, si el resultado a que se lle-
gue es el de la definitiva debilitación de
las ideologías, la absoluta convergencia
de las de otrora radical y contrario signo,
la desvitalización de la sustancia política
de las comunidades por su obsesiva preo-
cupación por el bienestar, la apatía de las
masas y su alejamiento irreversible de los
problemas de gobierno, forzosamente ha-
brá de modificarse el sentido de la Ad-
ministración y el sello de sus empresas.
Ello sobre todo si tal despolitización de la
vida pública lleva aparejado la sustitu-
ción de los antiguos hombres de Estado
por equipos de técnicos, de expertos y
especialistas, que operan sobre los dictados
de frías leyes económicas y sociales con-
tra las que nada pueden, aunque quisie-
ran, los representantes de la voluntad po-
pular. En tal supuesto, la Administración,
tradicionalmente vinculada a las decisio-
nes políticas, y dominio propio de las in-
mediatas operaciones de conformación del
medio social, se extendería tentaeularmen-
te, englobando en su neutral estructura
tn:lo el complejo estatal, porque los re-
ductos vitales de la política, una vez des-
bordados por la corriente tecnocrática, se
comunicarían sin solución de conlinuidad
con los antiguos y subordinados dominios
de la Administración.

En la obra de MEYNEAUD se plantean
al respecto, dentro de una densa proble-
mática, dos fundamentales interrogantes:
¿Existe una acreditada decadencia de las
ideologías? ¿Pueden sustituir los teenó-
cratas a los políticos? Con relación al pri-
mero de ellos se detectan ciertamente sín-
tomas indicadores de un apaciguamiento
de las tensiones sociales y la atenuación
de la virulencia de los conflictos de clase
como consecuencia y en vinculación, con

la aparición de la «opulencia» y la masifi-
cación de los nuevos tipos de consumo.
Pero aun sin desconocer tales hechos,
desvirtuados en parte por otros de signo
contrario, señala cómo, en primer lugar,
las dimensiones del apaciguamiento son
«probablemente menos complejas y pro-
fundas de lo que se afirma con una con-
vicción a veces desenfadada. Pero el otro
punto es más grave: faltos de un conoci-
miento apropiado de la evolución históri-
ca, seguimos incapacitados para apreciar
seriamente la naturaleza del fenómeno.
Pero al no disponer de una sistematiza-
ción adecuada, no deberíamos desechar
otros principios de evaluación, y en par-
ticular la noción de que atravesamos un
período que ha sido precedido y puede
ser seguido de una fase de rebrote ideoló-
gico». Desde esta perspectiva, la pretendi-
da decadencia de las ideologías no sería
otra cosa que su transformación.

Ahora bien, la solución tecnocrática,
caracterizada por la sustitución de las de-
cisiones de los titulares del mandato po-
lítico por las de los expertos en materias
concretas, encuentra su más propicio te-
rreno en un apaciguamiento, siquiera sea
relativo, de las ideologías. Pero ello no
quiere decir, como demuestra MEYNEAUD,
que tal solución suponga un efectivo pos-
tergamiento de lá política y su sustitución
por los meros dictados de la técnica. La
elección de medios y no sólo la de fines
implica también decisiones políticas, sal-
vo supuestos excesivamente limitados, por-
que, como afirma el autor, no se estable-
ce un presupuesto de la misma manera
que se construye un puente.

Una de las constantes, sin embargo, del
pensamiento tecnológico es la proclama-
ción de su apolilicidad. Los técnicos, y
no sólo ellos, una vez en posesión del po-
der, acostumbran a proclamar su indepen-
dencia y objetividad frente a partidismos
e ideologías. Contra tal pretendida posi-
ción se pretende demostrar en la obra,
la imposibilidad de reducir el juicio y los
objetivos políticos a puras formulaciones
técnicas; no es factible gobernar a los
hombres sin referirse a un sistema moral
o social, o si se prefiere, a una concep-
ción global de las relaciones humanas.
La debilitación de la voluntad ciudadana
ante las pretensiones de los técnicos cons-
tituye el cuadro privilegiado para una
nueva ideología, puesto que el pretendido
apoliticismo de los técnicos no es más que
una maniobra desorientadora o un error
de apreciación. «La expansión de las ten-
dencias e infiltraciones tecnocrálicas se
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realiza, por lo demás, bajo la cobertura
de una ideología que, situándose en la
misma línea del industrialismo le confie-
re en alguna manera su legitimidad his-
tórica y social».

La desideologización, presuntamente se-
ñalada desde las perspectivas del apacigua-
miento y de la tecnificación, supondría en
sí una nueva o, mejor, transformada ideolo-
gía, que aparece en la vida actual en-
carnando antiguas concepciones bajo nue-
vas formas. Lo que se presenta como el
fin de las ideologías es, en cambio, un fe-
nómeno de unificación o conformismo
ideológico. La tesis de la decadencia de
las ideologías, que favorece, como hemos
visto, el triunfo tecnocrático teóricamente
apolítico, actúa, según MEYWEAYD, en pro-
vecho de las capas sociales dominantes,
confiriéndolas un aspecto respetable con
el fin de proteger la organización existen-
te y de salvaguardar-los privilegios adqui-
ridos. Las especulaciones que en este sen-
tido se realizan sobre el futuro constitui-
rían una posición ideológicamente comba-
tiva y expresión del deseo de influir el
propio futuro.

El libro que reseñamos tiene, pues, un
notable interés para la comprensión de
estas materias; contiene agudas observa-
ciones y profundos análisis de la realidad
social y apoya sus conclusiones sobre
abundante documentación y notable aco-
pio de datos y hechos. Distintas posibles
soluciones y contrarias tesis son analiza-
das con escrupuloso rigor, sopesándose las
correspondientes argumentaciones y razo-
namientos con ecuanimidad y ponderación.
Por ello el lector se siente en ocasiones,
prendido en el juego polémico de las te-
sis y antitesis, ligeramente perplejo ante
cuál puede ser el juicio definitivo del au-
tor. El cual, por supuesto, no puede ser
emitido con rotundidez, so pena de incu-
rrir en los mismos vicios metódicos que
Kan inducido a adoptar, precipitada, o
intencionadamente, algunas de las conclu-
siones en la obra examinadas.

Ramón MARTIN MATEO

MINISTERIO DE LA GOBERNACIÓN: Las
Provincias y sus comarcas. Estudio
sobre delimitación comarcal en las
Provincias espartólas. Ed. Secretaria
General Técnica del Ministerio de la
Gobernación. Madrid, 1965, 255 pá-
ginas.

La presente publicación, número 2 de
la Colección «Documentos», de la Secre-

taría General Técnica del Ministerio de
la Gobernación, contiene, debidamente
sistematizados, los trabajos realizados por
los Negociados de Planificación y Pro-
gramación de los Gobiernos Civiles en
cumplimiento de la Instrucción 910/01
que en el año 1962 dictó el Ministerio de
la Gobernación. Dicha Instrucción encar-
gó a los mismos a el estudio v señalamien-
to en cada provincia de tantas comarcas
como posibles centros de desarrollo o pro-
moción social puedan existir en el territo-
rio de la misma». La tarea tenía, pues,
como punto de partida la convicción de
que el ámbito provincial resulta integra-
do por áreas claramente cualificadas, cu-
ya delimitación ha de hacerse no en base
a criterios puramente geográficos o his-
tóricos, sino a exigencias de la realidad
más inmediata. Las comarcas habrían de
establecerse teniendo en cuenta alguno de
los siguientes criterios:

1. Homogeneidad de estructuras: igual
nivel de desarrollo, semejante renta «per
cápita» en un conjunto de núcleos de po-
blación próximos, constituir un valle o
cuenca de una serie de corrientes de
agua, una extensión agrícola, pecuaria o
forestal definida, etc.

2. Complementariedad de estructuras:
una comarca natural con un sector indus-
trial y otro agrario, forestal o pecuario,
o zona de absorción de mano de obra y
desempleo, o de pleno desarrollo en parte
y subdesarrollo en otra, etc.

3. Dependencia de una serie de núcleos
de las mismas soluciones futuras: cons-
trucción de redes de comunicaciones, rea-
lización de planes de desarrollo o de sim-
ple revalorización con fase de riegos para
unos núcleos, mejora ganadera para otros
o repoblación forestal en algunos e in-
dustrialización en todos.

Se procuraría, además, que cada co-
marca se mantenga entre los 10.000 y
30.000 habitantes, sin computar los que
integren el número urbano de la cabecera
elegida para cada comarca.

El objetivo era muy concreto: determi-
nar un marco idóneo para la planificación
y programación de obras y servicios de
interés local. Y a la vista de esta finali-
dad, puede decirse que el propósito ha
sido cumplido y aun rebasado. Porque el
trabajo constituye, además, una aportación
al estudio de los problemas que plantea
la reordenación territorial de la organiza-
ción adminisrativa, bien en su conjunto,
bien en relación con servicios concretos,
y tanto si nos referimos a la administra-
ción local como a la periférica del Es-
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tado. En la Introducción se nos apunta la
posibilidad de añadir un eslabón a esta úl-
tima: «para cumplir suficiente y eficaz-
mente las funciones de ordenación, impul-
so y coordinación que a los Cobernadores
civiles corresponden como delegados per-
manentes del Poder central en las pro-
vincias, no bastaría una planificación y
programación a nivel provincial diferen-
ciada en torno a las áreas comarcales in-
fraprovinciales, sería preciso articular,
además, una organización administrativa
a nivel comarcal que cotidianamente actúe
dichas funciones respecto de las antorida-
des locales».

Desde abajo, es decir, del lado de la
administración municipal, la comarcaliza-
ción ofrece también una amplia perspec-
tiva: tanto si el área comarcal se toma
algún día como nueva unidad de medida
y, por ende, se la convierte en columna
vertebral de una nueva estructura del ré-
gimen local, como si dejando a un lado
el problema de la reordenación estructu-
ral, sirve, desde ahora, la comarca ¡jara la
creación de mancomunidades ¡ntermunici-
pales de servicios. Con independencia, sin
embargo, de esa amplia panorámica —cu-
yo contenido polémico es evidente—, lo
que aquí conviene destacar es el valor
del documento en sí, como muestra de
una meditada acción administrativa, rela-
tiva a los planes provinciales de obras y
servicios de interés local.

Luis MORELL OCASA

MINISTERIO DE INDUSTRIA: Legislación
Industrial. 2, Electricidad, Agua,
Energía nuclear y Gas. (Secretaría
General Técnica del Ministerio de
Industria). Madrid, 1965, 580 págs.

La labor emprendida por la Secretaría
Cencral Técnica del Ministerio de In-
dustria de recoger en una colección de
textos legales las disposiciones vigentes en
materia industrial, Colección que cuenta
con el volumen titulado Disposiciones ge-
nerales, se incrementa ahora con un se-
gundo volumen, dedicado a Electricidad,
Agua, Energía Nuclear y Gas. Se inicia

i:on él la publicación de una serie He vo-
lúmenes que se han de dedicar a recopilar
las disposiciones que afectan específica-
mente a los diversos sectores industriales.

El presente tomo, como el anterior, se
completa con dos índices, uno cronológico
y el otro alfabético, por materias. El su-
mario, que se inserta al comienzo de la

obra, facilita aún más, si cabe, su mane-
jo. La presencia de multitud de notas a
pie de página da noticia de las disposicio-
nes que complementan o modifican la nor-
ma de que se trata, indicando, en caso de
derogación, cuál fue la disposición que
la operó.

En los capítulos dedicados al agua y al
gas, el volumen adolece de una limita-
ción debida al criterio seguido de man-
tenerse en el ámbito de las competencias
del Ministerio de Industria y al impuesto
por la distribución de la obra. Así, los ca-
pítulos sobre agua y gas se limitan a re-
coger las disposiciones vigentes sobre di-
chas materias, en su consideración exclu-
siva de servicios públicos, omitiendo las
referentes a Aguas subterráneas y mine-
romedicinales y a Gas natural y Gases li-
cuados del petróleo, que han de encontrar
su acogida en los siguientes tomos.

El haber reducido a unidad, aunque sea
la que supone la mera yuxtaposición, una
serie de disposiciones que se caracterizan
por su multiplicidad y complejidad, supo-
ne una labor meritoria, que especialmente
en el capítulo destinado a la legislación
sobre Electricidad ha supuesto la supera-
ción de grandes dificultades.

José TORREBLANCA PRIETO

MONTORO PUERTO, Miguel: Régimen
disciplinario en la Ley de Funcio-
narios Civiles del Estado. Ed. Cen-
tro de Formación y Perfeccionamien-
to de Funcionarios. Madrid, 1965,

196 págs.

Comienza el libro con una Introduc-
ción, en la que se trata de centrar el tema
objeto del trabajo; será, no la respon-
sabilidad administrativa del funcionario
(el autor critica esta terminología del ar-
tículo 81, 3), de la Ley de Funcionarios),
sino la responsabilidad disciplinaria, con-
cepto éste más restringido y que queda
comprendido en aquél.

Tras calificar también de imprecisa la
referencia que la Ley hace a la de Pro-
cedimiento administrativo (tramitación de
los expedientes disciplinarios según las

normas del capítulo II del título VI de
esta última), señala que hubiera sido de
desear que la Ley regulara por sí sola el
régimen disciplinario, sin necesidad de
acudir a estas referencias.

Es imprecisa la referencia, afirma, por-
que el procedimiento sancionador regula-
do en los artículos 133 a 137 de la LPA
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es el apropiado para la imposición de pañi
cianea de todo orden, tanto disciplinaria*
como adminietratiyaa, on su má« amplio
sentido. .

Podemos o no ealai de acuerdo coa esta
afirmación que, por olra parte, no se ra-
zona, dejando, por lo tanto, sin resolver el
problema de si efectivamente este proce-
dimiento es aplicable para sancionar toda
falta administrativa o sólo las disciplina-
rias; pero en todo caso es indudable que
para estas últimas sí lo es —aunque pue-
da no serlo para las demás—, por lo que
resulta extraño que se defienda la con-
veniencia de que la LF hubiera regulado
su propio procedimiento. Si cada Ley es-
tablece unas normas procedimentales in-
dependientes, ¿qué utilidad tendría den-
tro de cierto tiempo la LPA? Parece mur
cho más lógico aprovechar al máximo sus
preceptos, evitando la multiplicidad de
procedimientos y normas, que fue precisa-
mente uno de los. fines primordiales de la
Ley citada, aun cuando no lo consiguie-
ra en la medida deseable.

En el Capítulo I se estudia el concepto
de falta disciplinaria, partiendo del más
amplio de infracción administrativa co-
mo infracción del ordenamiento jurídico-
administrativo. Prescindiendo expresamen-
te de otros problemas, se centra el estudio
en la falta disciplinaria como falta en que
incurre el funcionario en cuanto infringe
aquellas normas de conducta señaladas
por las reglas del servicio. La infracción
de los deberes que como funcionario pú-
blico le corresponden a quien ostenta tal
condición, constituye la falta disciplina-
ria. Y acepta este concepto, a pesar de la
frase que contiene el número 1 del artícu-
lo 87 («Las faltas cometidas por los fun-
cionarios en el ejercicio de sus cargos...»),
en base a oíros preceptos del Estatuto es-
pañol: artículo 88, a y e; 89. c; 80.
Cualquier conducta del funcionario tras-
ciende, de alguna manera, al ejercicio de
su cargo. Y la misma Ley lo reconoce así
en los preceptos citados.

El Capítulo /'/ estudia el sujeto de la
falta disciplinaria, tratando en primer lu-
gar del funcionario activo: se analiza
previamente el problema de si únicamen-
te la persona física puede ostentar la cua-
lidad de funcionario o si es posible que
la ostente también la persona colectiva,
jurídica o moral. Se concluye afirmando
que sólo puede ser funcionario una perso-
na física, a pesar de no exigir expresa-
mente tal requisito el artículo 1 de la LF.
Y dado que la persona física sólo adquiere
la cualidad de funcionario desde que se

producen todo» y cada, uno de los requ>
sitos previstos por la Ley, y siendo e]
último de ellos la toma de posesión, se
afirma que sólo a partir de este momento
el funcionario queda sujeto al régimen
disciplinario. No se ostenta la condición
de funcionario hasta la toma de posesión;
siendo el régimen disciplinario algo ex-
clusivo del funcionario, quien no lo sea»
y no lo es quien no haya tomado posesión
de su cargo, no queda, no puede quedar
sujeto al mismo.

A continuación se contemplan los pro-
blemas que al respecto plantea el ex fun-
cionario, el funcionario en las distintas
situaciones administrativas y el funciona-
rio de hecho, para terminar con el estu-
dio de la participación y de la culpabili-
dad, elemento que el autor no considera
indispensable para la existencia de la fal-
ta disciplinaria.

El Capítulo III se ocupa de la determi-
nación y clasificación de las faltas, abor-
dando inicialmente el problema de si el
principio penal nullum crimen, nidia poe-
na sine lege, es aplicable en el régimen
disciplinario. Se adhiere el autor a la pos-
tura que aboga por la inadmisibilidad de
tal principio en esta materia, afirmando-
que también adopta tal posición la LF,
salvo por lo que se refiere a las faltas
muy graves enumeradas en el artículo 88.
Examina el tema en diversos textos po-
sitivos, españoles y extranjeros, en la ju-
risprudencia de nuestro Tribunal Supre-
mo, que confirma el principio de legalidad
reiteradamente, y por último y de forma
un tanto breve, en la LF, limitándose en
realidad a comentar los elementos que el
artículo 89 establece para determinar la
gravedad o levedad de las faltas, critican-
do los apartados c) y d), que mejor que
elementos de conductas son de por sí in-
fracciones administrativas, y sobre todo
el apartado final, la reiteración o reinci-
dencia, por el confusionismo que puede
(levar consigo, debido a que ambos tér-
minos son manifestación de un mismo
concepto —la reincidencia en general—,
sin que las diferencias entre ambas pue-
dan ser útiles a la hora de determinar una
mayor o menor gravedad en la calificación
de una conducta.

Poca luz aporta este Capítulo a la oscu-
ridad que nuestra Ley presenta en este
punió. Y ello es comprensible desde el
punto de vista del autor, para quien, ya lo
hemos señalado, no es admisible el prin-
cipio de predeterminación de las faltas
disciplinarias.
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El Capítulo IV estudia las sanciones dis-
ciplinarias y su problemática. Comienza
con unas consideraciones generales en las
que plantea la cuestión de si es la san-
ción la determinante del carácter de la in-
fracción o si, por el contrario, la natura-
leza de aquélla viene determinada por el
carácter de ésta. Adopta la segunda pos-
tura, reconociendo, por tanto, la substan-
tividad de la infracción administrativa.

A partir de esta afirmación, la natura-
leza de las sanciones disciplinarias queda
también fijada: son sanciones de carác-
ter administrativo, que no constituyen pe-
nas en sentido técnico, pudiendo ser de-
finidas como sanciones administrativas
impuestas en razón de la infracción de
los especiales deberes que competen al
funcionario público.

¿Tiene aplicación en el régimen disci-
plinario el principio nidia poena sine le-
ge? Es el siguiente punto objeto de es-
tudio. Se examinan las diversas posicio-
nes doctrinales —aplicación, inaplicación,
aplicación flexible—, siendo la del autor
la última: las sanciones vienen determi-
nadas en la Ley, pero no se fija la san-
ción concreta que a cada falta correspon-
de. Así ocurre en los textos positivos es-
pañoles: Reglamento de 1918 de Funcio-
narios de Administración Local y LF. Al
analizar las sanciones en ésta, señalemos,
de pasada, que se ha incurrido en un
error. Se afirma que la sanción de mayor
gravedad, separación del servicio, se pue-
de aplicar a las faltas graves y muy gra-
ves. El artículo 91, 2). establece, sin em-
bargo, que únicamente se impondrá como
sanción de las faltas muy graves.

Se ocupa el Capítulo K-del procedimien-
to disciplinario. Partiendo de unas ideas
generales sobre el procedimiento adminis-
trativo, llega al concepto de procedimien-
to sancionador de la Administración y. co-
mo una especie de éste, al de procedimien-
to disciplinario: aquel en el que la Ad-
ministración persigue el castigo de los
funcionarios públicos que han faltado a
sus deberes. Critica los preceptos corres-
pondientes de la LF por no haber termi-
nado con la pluralidad de fuentes legales
en la regulación de esta materia, ya que,
recuerda, el artículo 24, 3), determina que
los Cuerpos especiales se regirán por sus
disposiciones específicas, con lo que la
remisión que el artículo 92 hace al títu-
lo VI de la LPA sólo tendrá efectividad
en aquellos casos en que no hay un pro-
cedimiento preestablecido.

A continuación se estudian con dete-
nimiento y amplitud los sujetos del pro-

cedimiento, las fases del mismo, hasta lle-
gar a la resolución, cuyos diversos pro-
blemas son también tratados con profun-
didad y agudeza.

Advirtamos que, a pesar de la tesis man-
tenida por el autor de la pervivencia de
los distintos procedimientos disciplinarios
dispersos en una varia legislación, el es-
tudio queda ceñido al procedimiento san-
cionador de la LPA.

El último Capítulo examina la prescrip-
ción de las {altas. El Derecho español era
deficiente en este punto. Por olio, la LF,
al regularlo para su aplicación general, es
digna de alabanza, aun cuando sea criti-
cable la parquedad de la regulación, que
deja subsistentes diversos problemas.

Breve es la normativa en la materia
(sólo el segundo párrafo del artículo 89)
y breve es también el capítulo final que
comentamos. Se analizan los plazos de la
prescripción, se echa de menos que no
se haya regulado también la prescripción
de las sanciorfes, y se analiza el proble-
ma del comienzo de la prescripción —¿des-
de que se cometió la falta, o desde que sé
conoció?—, no resuelto por la Ley, para
finalizar con unas conclusiones en las que
se señala la necesidad de una más com-
pleta regulación.

José Antonio SÁNCHEZ VELAYOS

NrETo. Alejandro: Bienes comunales.
Editorial «Revista de Derecho Pri-
vado». Madrid, 1.964, XVI + 975 pá-
ginas.

El libro del Profesor Alejandro NIETO
sobre Bienes comunales merece ser reci-
bido con los honores correspondientes a
una obra esperada y lograda. Esperada,
porque el tema, lleno de complejidades y
atractivos, estaba desde hace años recla-
mando la atención de los estudiosos. Lo-
grada, porque la larga espera lia tenido
como compensación el que se haya lle-
vado a cabo un examen verdaderamente
completo y acabado de la materia.

Estamos en presencia de una gran mo-
nografía, de corte clásico. Obras de este
tipo no se producen hoy en día, por des-
gracia, con frecuencia. Las exacerbadas
preocupaciones metodológicas, a veces no
bien entendidas, se traducen en limita-
ciones en el tratamiento de los temas ju-
rídicos. El, por lo demás, irremediable
proceso de especialización, da lugar a
fraccionamientos y visiones angulares. La
celeridad de la vida y la multiplicación
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de actividades no constituyen el ambiente
más adecuado para las Ureas de investi-
gación. En otros dominios de la ciencia la
creciente tecnificación compensa tal es-
tado de cosas en cuanto facilita y perfec-
ciona los medios instrumentales. En las
disciplinas jurídicas no ocurre otro tanto
o bien se proyecta en escala infinitamente
menor.

La obra de Alejandro NIETO', extensa y
densa, no se resiente del clima poco pro-
picio para las grandes tareas de investiga-
ción. En ningún momento el autor se de-
ja llevar por los fueros de su propia es-
pecialidad. Con el mismo rigor y entu-
siasmo afronta los aspectos jurídico-admi-
nistrativos que los del Derecho civil. No
le arrendran los viejos temas dogmáticos,
si bien trata de llegar a través de ellos
a consecuencias útiles. La realidad to-
mada en cuenta no es solamente la legis-
lativa, con ser aquí singularmente impor-
tante. Asocia a ella los datos históricos y
los sociológicos. Parte, en fin, para ela-
borar sus teorías, de una amplia base em-
pírica.

En trance de señalar los puntos culmi-
nantes de la obra, diría que son dos. De
un lado, la distinción entre los bienes co-
munales típicos y atípicos. Y de otro
lado, haber puesto de manifiesto cómo el
derecho de los vecinos no queda circuns-
crito al goce o aprovechamiento de los bie-
nes, sino que es expresivo también de una
participación en la titularidad, la cual,
consiguientemenle, no es unitaria. El de-
mostrado acceso de los vecinos al plano
de la titularidad brinda una perspectiva
importantísima para el tratamiento de nu-
merosos problemas y puede ser el punto
de partida de trascendentales consecuen-
cias prácticas.

La visión panorámica del libro es la
siguiente:

Se ha señalado como origen histórico
ile los bienes comunales la propiedad co-
marcana germánica (MAURER, GIERKE), la
concesión señorial (FÜSTEL DE COULANCES)
o la antigua propiedad consorcial (BE-
NEYTO). Por lo que se refiere a la concre-
ta realidad española, NIETO demuestra
que la propiedad comunal primitiva es el
resultado del régimen jurídico de la re-
población medieval, que se realiza con
frecuencia mediante asignaciones colec-
tivas a un grupo de colonizadores, quie-
nes, andando los años, van apropiándose
luego de parcelas individualizadas.

El primitivo titular de estos bienes es
el común de vecinos, que luego se perso-
naliza en el Concejo, y que termina des-

doblándose a partir del siglo Xiu en el
Municipio, por un lado, y los vecinos, por
otro.

Sólo gracias a la consideración de esta
doble titularidad puede explicarse la com-
pleja y oscura naturaleza jurídica de los
bienes comunales modernos: sobre ellos
inciden dos clases de derechos en una ti-
tularidad compartida: los derechos del
Municipio por un lado, y los derechos de
los vecinos por otro. Los derechos de los
vecinos son derechos públicos corporati-
vos de aprovechamiento y disfrute, que se
articulan entre si bajo la forma de la ma-
no común, como ya reconoce sin reservas
el Tribunal Supremo (capitulo VII).

Dentro del género bienes comunales,
NIETO distingue entre bienes comunales
típicos, que son los regulados en la Ley
de Régimen Local, y bienes comunales
atípicos, cuyas variedades más importan-
tes va analizando: comunidades de tierra
(págs. 318-348), servidumbres (págs. 349-
380), comunidades de pueblos (págs. 380-
391), derrotas de pastos (que fueron ob-
jeto de una monografía anterior del mis-
mo autor: Ordenación de pastos, hierbas
y rastrojeras, 1959), montes vecinales (pá-
ginas 409-441), montes en mano común de
vecinos en Galicia (págs. 442-464) y mon-
tes parroquiales (págs. 465-471).

El capítulo X está dedicado al examen
de la declaración legal de inalienabilidad,
en la que solamente ve un simple requi-
sito previo a la enajenación. La aparente
rigurosidad ele la declaración de bienes
inalienables sufre una grave relajación
mediante el trámite de la desafectación
e incluso mediante la expropiación for-
zosa.

En el capítulo siguiente se examina la
nota de imprescriptibilidad que caracteri-
za a estos bienes y que, no obstante la
terminante declaración legal, tampoco es
excesivamente rigurosa, como demuestran
las constantes usucapiones que se vienen
realizando en los bienes comunales, y que
ahora encuentran una cobertura jurídica
en la fórmula de la desaíectación tácita.

El capítulo XII se dedica al análisis
de las dos posibles consecuencias de la
usurpación: la leigilimación convalidadora
y la recuperación administrativa. Por lo
que se refiere a esto último, se desarrolla
especialmente el ejercicio de la autotute-
la, que representa una di/erenie regula-
ción jurídica según que el bien usurpado
sea un monte (en cuyo caso puede ejer-
citarse en todo tiempo) o no lo sea (en
cuyo caso la recuperación directa sólo ca-
be en el plazo de un año).
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Después de un amplio excurso sobre el
régimen de aprovechamientos en el De-
recho comparado, se examinan los siguien-
tes aspectos de nuestro Derecho positivo:
la vecindad como presupuesto de los apro-
vechamientos comunales, explotación co-
lectiva o comunal, explotación por lotes
o suertes, adjudicación en pública subas-
ta, aprovechamientos madereros que exi-
gen una vecindad especialmente cualifica-
da, el principio de la gratuidad, ordenan-
zas, organización administrativa y aprove-
chamientos especiales.

El largo proceso de desaparición de los
inmensos bienes comunales de la antigüe-
dad se describe en el capítulo XV, seña-
lándose la intervención que en el fenó-
meno han tenido el Príncipe, los Señores
y los propios Vecinos.

El libro se cierra con unas considera-
ciones políticas y económicas sobre la si-
tuación actual de estos bienes, apuntándo-
se algunas fórmulas jurídicas que puedan
hacer viable su conservación, explotación
racional y hasta fortalecimiento.

Las palabras finales a las que el autor
otorga el valor de conclusión son éstas:
«Los bienes comunales encierran la fórmu-
la de la renovación agraria del presente y
del futuro, y bajo esta perspectiva, en vez
de una figura inútil y anacrónica, se nos
presentan como la clave de la futura eco-
nomía agraria española». Estas palabras,
aisladamente consideradas, podrían tildar-
se de exageradas. Sin embargo, las casi
mil páginas que se dedican al análisis de
la materia, dotan a lo sostenido de una
seria justificación. La institución de los
bienes comunales encierra un ingreefiente
comunitario que puede ser, en efecto, to-
davía provechoso para afronlar las exigen-
cias sociales de la economhía agraria.
Sobre todo si se advierte que ciertas es-
tructuras jurídicas tienen tal consistencia
que les permite servir de cauce a renova-
das finalidades.

Antonio HERNÁNDEZ GIL

PÉREZ HERNÁNDEZ. Antonio: El Conse-
jo de Estado. Ed. Centro de Forma-
ción y Perfeccionamiento de Fun-
cionarios. Madrid, 1965, 130 págs.

En la Administración del siglo xix des-
empeña el jurista un papel preponderante.
Un amplio proceso de juridificación lleva
derechamente a la consecuencia de que
las relaciones del Estado con los particu-
lares son relaciones jurídicas; se trata de

una Administración limitada en su acción-
a unos pocos cometidos para los que se
estima indispensable, y prácticamente ex-
clusiva, la utilización de técnicas jurídicas.
Pero cuando, ya en nuestros días, el ám-
bito que la misma cubre se amplía progre-
sivamente, la Administración necesita no
sólo del jurista, sino también del ingenie-
ro, del arquitecto, del médico, etc.; es
decir, ha de echar mano de un amplio
conjunto de saberes útiles para el mon-
taje de los servicios públicos en que se
concreta la cotidiana tarea de configurar .
el orden social de acuerdo con una más
o menos claramente definida idea de lo
justo. Fenómeno observable no solamente
en la Administración activa, sino también
en la consultiva. Por ello, junto a los ór-
ganos consultivos depositarios de ún saber
jurídico necesario para la inteligencia del
Estado de Derecho, fueron surgiendo en
cada ramo de la Administración colegios
técnicos que informan sobre los diversos
aspectos precisos para el logro de la efi-
cacia en el servicio. A todo ello debe aña-
dirse la profunda transformación que se
ha producido en la concepción tradicio-
nal de la función de consejo; la rigidifi-
cación de las relaciones entre jefe y con-
sejo, configurados como órganos diferen-
tes, el formalismo de que se invisten, la
limitación del ámbito a que la propia fun-
ción se ha ceñido en los órganos consulti-
vos tradicionales, ha dado lugar —corno
pusiera de relieve GARCÍA DE ENTERRÍA—
a la implantación de técnicas de asistencia
permanente al jefe que eliminan las limi-
taciones que acaban de apuntarse. Esta es
la razón por la que junto a los órganos
consultivos de corte tradicional se sitúen
hoy otros que respondan a la idea de
staff and Une.

Esta convivencia, en el cumplimiento de
la función de consejo, de órganos que res-
ponden a técnicas de articulación tan di-
ferentes plantea el dilema de la supervi-
vencia de los estructurados con arreglo at
criterio tradicional. Dilema sobre el que
gravita, además, esa característica histó-
rica de las grandes organizaciones socia-
les—y, por tanto, de la Administración—
consistente en conservar en su seno ele-
mentos nacidos al amparo de necesidades
sentidas en épocas anteriores y que per-
manecen inertes a toda idea de reforma
o supresión, tal vez por la incapacidad de
toda organización social de cierta enver-
gadura para darse a sí misma, reflexiva-
mente, una estructura de nueva planta
acorde con las necesidades que el momen-
to plantea.
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El libro de PÉREZ HERNÁNDEZ nos sitúa
fíente a una de las instituciones capitales
del rlgimen administrativo que emerge de
la Revolución francesa. No es de extrañar,
pues, que tras un preciso análisis de la
institución, su organización, competencia
y funcionamiento, se haga cuestión del
porvenir que aguarda al Consejo de Es-
tado. En su opinión, el Consejo de Estado,
con su rancio abolengo, su independencia
de criterio, la reconocida calidad de sus
hombres, la altura doctrinal de sus dictá-
menes, es una institución que conviene
conservar, si bien va resultando preciso
introducir en ella una serie de reformas.
Antes, sin embargo, de examinar la posi-
ción del autor en este punto veamos qué
nos dice de la institución en su fisono-
mía actual.

Los textos legales, desde el año 1860,
vienen consignando que el Consejo de
Estado es el supremo cuerpo consultivo
en asuntos de gobierno y administración,
y, según la vigente Ley orgánica, la con-
sulta al mismo puede ser acordada por el
Jefe del Estado, el Gobierno y los Minis-
tros. Sin embargo, con la creación, en 1947,
del Consejo del Reino con la misión de
asesorar al Jefe del Estado en todos aque-
llos asuntos y resoluciones trascendentales
de su exclusiva competencia, el Consejo
de Estado ha perdido un puesto en el
orden de precedencia, quedando de hecho
reducido a órgano consultivo del Gobierno
y los Ministros.

En cuanto a su organización, si el Con-
sejo no fuera más que una asesoría jurí-
dica colegial, bastaría para su normal fun-
cionamiento con que estuviera integrado
por buenos juristas; pero como MI com-
petencia se extiende también a asuntos
de gobierno, es preciso que haya en él
hombres aptos para la buena gobernación.
Para conjugar estos dos elementos—téc-
nico y político—la Ley orgánica distribuye
la competencia entre el Pleno y la Comi-
sión Permanente. Los hombres de gobier-
no están en el Pleno, mientras que en los
miembros de la Permanente prevalece el
carácter técnico. En los consejeros del
Pleno, dada su significación política, lo
que más interesa es su representación; de
acuerdo con los principios fundamentales
del régimen, el Pleno responde a un sis-
tema de representación corporativa, hallán-
dose representadas las siguientes institu-
ciones: la Iglesia, el Movimiento Nacio-
nal, el Ejército, la Justicia, la Universi-
dad, los Sindicatos y la Hacienda Pública.
En los consejeros permanentes lo que se
valora es su categoría personal, su expe-

riencia administrativa y su independencia
de criterio; representan la continuidad y
son estables. Las Secciones, en las que se
elaboran los proyectos de dictamen, son
—a juicio del autor—la pieza clave de la
institución.

La función _del Consejo de Estado es
en la actualidad exclusivamente consul-
tiva. Sin embargo, el hecho de que no
ejerza funciones jurisdiccionales ni afecta
a su carácter esencial ni le resta impor-
tancia. Recuerda aquí PÉREZ HERNÁNDEZ,
para esclarecer el carácter de la institu-
ción, la distinción clásica entre auctoritas
y potestas: el Consejo de Estado tiene una
gran autoridad, pero no participa de nin-
guna de las potestades típicas, «y el día
en que asumiera alguna de ellas, sobre
desfigurar la naturaleza de la institución,
vendría a reconocer públicamente que su
auctorilas, su prestigio, estaba en declive».
Es más, ni aun en el ejercicio de la fun-
ción de consejo—-salvo aislados casos—sus
dictámenes vinculan, porque el Consejo de
Estado carece de potestas.

Las materias sobre las que ordinaria-
mente se pronuncia el Consejo pueden
clasificarse del modo siguiente: 1) Dispo-
siciones de carácter general: Leyes dele-
gadas, Reglamentos de ejecución, desarro-
llo de las Leyes de presupuestos y dispo-
siciones de carácter fiscal. 2) Tratados in-
ternacionales: interpretación y cumpli-
miento. 3) Cuestiones de competencia y
conflictos de atribuciones. 4) Organización
y personal: materias en las que el Con-
sejo apenas si tiene intervención en las
cuestiones generales, requiriéndose su in-
forme preceptivo más como garantía de
algunas resoluciones concretas que pudie-
ran lesionar derechos o intereses legíti-
mos, que como orientación de reformas
administrativas. 5) Hacienda pública: con-
cesión de créditos extraordinarios y suple-
mentos de crédito, autorizaciones de gas-
tos, transacciones respecto \ los derechos
de la Hacienda pública, monopolios fis-
cales, conciertos económicos, sentencias
contencioso administrativas cuya ejecución,
en sus propios términos, pueda originar
detrimento grave de la Hacienda pública.
6) Contratación administrativa y conce-
siones: interviniendo aquí el Consejo más
con una misión de control que de aseso-
ramiento. 7) Procedimiento administrativo:
anulación de actos administrativos. 8) Ad-
ministración Local: cartas municipales,
estatutos y ordenanzas, creación y altera-
ción de entidades locales, municipalización
y provincialización de ciertos servicios.
9) Administración institucional: casos en
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que es de aplicación la Ley de Adminis-
tración y Contabilidad y algunos supues-
tos especiales. 10) Asuntos privados: tí-
tulos nobiliarios, cambio de apellidos, su-
puestos previstos en la Ley de Expropia-
ción Forzosa.

Del extenso catálogo de reformas que la
experiencia ha sugerido al autor podemos
entresacar, como más importantes, las si-
guientes: a) en la organización: dar en-
trada, como consejero nato, a un repre-
sentante de la Administración Local; ele-
gir los consejeros electivos entre destaca-
dos juristas y aumentar el número de los
permanentes—correspondiente a un aumen-
to del número de Secciones—, la mitad
de los cuales procedería del Cuerpo de
letrados del Consejo; 6) en la compe-
tencia: limitar la audiencia preceptiva a
las cuestiones de carácter general que exi-
jan un control de la legalidad, o las que
requieran una solución jurídica nueva;
atribuir a las Secciones competencia para
dictaminar en asuntos en que siendo la
consulta preceptiva, por su reiteración, se
convierte en mero trámite; c) en el fun-
cionamiento: suprimir el artículo 19 de
la Ley orgánica, que encomienda a la Co-
misión Permanente la ponencia en todos
los asuntos en que haya de entender el
Pleno. Y en general, «le convendría al
Consejo de Estado superar dos de sus
principales preocupaciones actuales: la ra-
pidez en el despacho (hay expedientes que
salen del Consejo el mismo día de su en-
trada) y la estadística. Es preferible des-
pachar pocos asuntos importantes, con
toda la calma que requieran, que muchos
informados con prisa o que son de mero
trámite».

Luis MORELL OCAÑA

PRADOS ARRARTE, J.: Pian de desarro-
llo de España 1964-1967. Exposición
y critica. Tecnos, S. A. Madrid, 1965,
312 págs.

I. La literatura producida en España
en torno al Plan de Desarrollo económi-
co y social 1964-1967 puede ser clasifi-
cada en tres grandes apartados: La ofi-
cial, la de divulgación y la científica. En
el primer apartado se incluye toda la
gama de publicaciones emanadas de la
Comisaría del Plan de Desarrollo; la lite-
ratura de divulgación arroja un volumen
ingente y ha encontrado acomodo en re-
vistas informativas, folletos, prensa dia-
ria y periódica, etc., etc.; la literatura
científica, obra de estudiosos, es, por des-

gracia, escasísima, hasta el punto de que
el libro del profesor PRADOS ARRARTE, que
acaba de publicarse, constituye, por el
momento, el único estudio crítico del Plan
de Desarrollo, donde éste se analiza a fon-
do bajo el prisma de las técnicas de pro-
gramación económica (1). Quiere decirse
con esto que la obra que comentamos se
centra por completo en el examen del pro-
cedimiento seguido, de las técnicas em-
pleadas por el organismo planificador para
elaborar el Plan, y con este, enfoque se
enjuician los objetivos propuestos y la ap-
titud del Plan, tal y como se ha redactado,
para alcanzarlos.

El trabajo del profesor PRADOS ARRARTE
revela, en su conjunto, que el Plan espa-
ñol no pasa de ser un primer ensayo de
programación económica sumamente en-
deble apenas se somete al análisis crítico
del especialista. Esta conclusión, natural-
mente, no va a sorprender a nadie que
esté iniciado en la metodología de la pla-
nificación económica y conozca los cami-
nos que se lian seguido en el mundo para
programar el desarollo económico de mu-
chos países. La elaboración de estos pla-
nes en los países europeos, americanos,
africanos y asiáticos ha sido el fruto del
trabajo intenso meticuloso y prolongado
en el tiempo de especialistas en la mate-
ria, y de la continua contrastación y depu-
ración de ideas entre los mismos. Cuando
un país no disponía de especialistas pro-
pios, los ha buscado en el extranjero para
confiarles la tarea planiíicadora: este es

(.1) Desde una perspectiva distinta, que
podríamos llamar político-económica e insti-
tucional. Ramón TAMAMES es, junto a Jesús
PRADOS, el otro economista español ciu& se ha
enfrentado científicamente con nuestro pri-
mer Plan de desarrollo: el autor dedicó al
tema el último capítulo de su obra Estructura
económica de España (2.a edición. Sociedad
de Estudios y Publicaciones, Madrid, 1964),
reproducido ahora en Cuatro problemas de la-
Economía cs-pañota, Ed. Península, Madrid,
1965.—Con mucha mayor extensión y profun-
didad, TAMAMES estudia los resultados del
Plan de Desarrollo al término del primer año
de su aplicación, en la brillante monografía
El primer año del Plan de desarrollo 1964-67.
Un análisis critico, en «Anales de Economía»,
número 9, enero-marzo 1!H>5. La severa críti-
ca que este economista realiza de los antedi-
chos resultados —y a través de ellos de la
elaboración y ejecución del Plan— puede con-
siderarse bajo muchos aspectos complementa-
ria del libro de PRADOS.

En un plano diferente al de las aportacio-
nes mencionadas, hay que situar las Anotacio-
nes al Plan de desarrollo (Tecnos, Madrid,
1904), del Profesor ECIIEVARRIA, y la Explica-
ción del Flan de desarrollo (Sociedad de Es-
tudios y Publicaciones, Madrid. 1965), prepa-
rada por el Servicio de Estudios Económicos
del Banco Urquijo, bajo la dirección del Pro-
fesor BELTUÁN FLÓREZ.
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el caso de algunos jóvenes países africa-
nos y de alguna nación de Iberoamérica.
De este modo el nivel científico y la ex-
periencia obtenida por aquellos países ya
veteranos en la planificación económica
se pone al servicio de quienes, por el con-
trario, se enfrentan ex novo con su des-
arrollo económico. Lo que no cabe pen-
sar—por absurdo—es que un país que
inaugura la etapa planificadora en su eco-
nomía (y no entro ahora en la naturaleza
y características de esta planificación),
comience a estas alturas por realizar en-
sayos, más o menos rudimentarios, de
planes de desarrollo, como si se encon-
trase «solo ante el peligro» e imperiosa-
mente necesitado de afrontar como sea
el problema de su desarrollo económico.
Bien claro está que en los años que vivi-
mos esta situación no puede darse, mejor
dicho, no debe darse, si la empresa del
desarrollo económico se plantea en los
términos rigurosos que la naturaleza del
problema exige. Y la prueba de que, efec-
tivamente, esto es así se tiene en los mé-
todos empleados por algunos países típi-
camente subdesarrollados -—Colombia, Chi-
le, Venezuela, Perú, India, Egipto, por
ejemplo—, que han llegado a formular
planes de desarrollo de una gran perfec-
ción técnica (2).

Sin embargo, por impensable que pa-
rezca en España se ha procedido con muy
poco rifeor a programar el desarrollo eco-
nómico, y el libro de PRADOS lo pone
ampliamente de manifiesto. Es útil, pues,
muy útil, este libro porque enseña al que
no sabe, lo cual —aparte de ser una obra
de misericordia— debe servir para que
en el futuro nuestro próximo Plan de des-
arrollo se elabore con la seriedad y el nivel

(2) Adviértase bien que me estoy refirien-
do ft la forma de concebir y programar el
desarrollo económico, C3 decir, a la elabora-
ción técnica de los planes, y no a las vicisitu-
des por las Que puede atravesar la ejecución
de los mismos, sin excluir su inaplicación, que
es una cosa totalmente distinta. Si un plan
de desarrollo de alto nivel técnico no se eje-
cuta, o se ejecuta mal —en la generalidad de
los casos debido a razones políticas—, la frus-
tración de los objetivos programados no po-
drá nunca achacarse al plan en sí, como es
obvio. En cambio, de un plan deficiente, mal
estructurado, fruto en eran parte de la impro-
visación, no pueden esperarse rebultados satis-
factorios cuando ee lleva a la práctica ; es asi-
mismo evidente que si estos resultados se
produjeran, habría que buscar fuera del plan
las causas del «milagro». Desgraciadamente, y
por añadidura, la experiencia confirma que
la mala ejecución sigue y agrava la mala re-
dacci&n del plan : Véase para el caso español
la monografía de TAMA MES El primer año del
Plan de desarrollo, 196Í-1967. Un análisis cri-
tico, cit. en nota 1.

técnico que requiere este documento. Nun-
ca es tarde si la dicha es buena, pero los
años transcurridos bajo la égida del pri-
mer Plan ya no podremos recuperarlos;
por eso convendría aprovechar ex ante el
gran esfuerzo intelectual de quienes de-
muestran saber lo que es la planificación
económica, con el fin de evitar que su
valiosa colaboración ex post —siempre
útilísima— se traduzca en una fuerte do-
sis de amargura para el ciudadano ver-
daderamente preocupado por el desarrollo
económico de su país.

II. PRADOS divide su obra en dos par-
tes, precedidas de una advertencia pre-
liminar. La primera parte, dedicada a la
exposición del Plan, contiene la Ley por
la que se aprueba y el resumen oficial del
mismo preparado por la propia Comi-
saría, que autorizó su reproducción; el
autor advierte que ante la conveniencia
de acompañar una exposición del Plan a
su análisis y crítica -^lo cual resulta inelu-
dible para facilitar la comprensión de
esta última— ha optado por el texto ofi-
cial para evitar una versión quizá sub-
jetiva.

La segunda parte de la obra compren-
ile «la crítica del Plan». La disección que
el autor realiza aquí de cada una de las
partes del Pian es tan minuciosa y llega
•i tal extremo que no queda cifra signi-
ficativa alguna que no sea valorada en
sí misma y contrastada en su relación con
las demás. En una palabra, el análisis de
PRADOS es la obra acabada de un verda-
dero especialista en la materia y demues-
tra la gran experiencia del autor en la
programación económica. En un primer
capítulo estudia «La metodología del
Plan», y señala de entrada las dificulta-
des que éste presenta para ser evaluado,
puesto que carece de tres elementos princi-
pales que son habituales en otros planes de
desarrollo. Estos tres elementos, ausentes
de nuestro Plan, son un verdadero «diag-
nóstico» de la economía española en su
estado presente, una proyección de la mis-
ma hasta un «horizonte económico» ale-
jado en varios años .del último ejercicio
del Plan, y un análisis sobre la metodo-
logía seguida para llegar a las conclu-
siones. La ausencia de estos tres elemen-
tos obliga al autor a una fatigosa recons-
trucción de los caminos seguidos por los
planificadores para llegar a los datos fi-
nales. Y así analiza dentro de este capí-
tulo la técnica del «balance de materia-
les», aplicada en la elaboración del Plan
español, el modelo de la productividad
utilizado para la determinación de la tasa
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de' crecimiento, el problema que plantea
la ausencia de proyecciones sectoriales, las
anomalías observadas en el cómputo del
sector público y en la programación de los
gastos del mismo, para finalizar con un
estudio de la tásá global de desarrollo
propuesta en el Plan.

En el capítulo segundo se analizan «La
expansión de los sectores y las ramas in-
dustriales», y se someten a un estudio mi-
nucioso los sistemas de cálculo del «balan-
ce de materiales» en los principales secto-
res V las conclusiones que se deducen de
aquéllos. El autor utiliza exhaustivamente
los datos estadísticos del Plan y elabora
por su parte otros dalos que sirven de
apoyo al razonamiento enormemente de-
tallado.

El «análisis de las inversiones del Plan
de desarrollo» se realiza en el capítulo
tercero, poniendo de manifiesto las gra-
ves deficiencias que se observan en la
programación de las mismas, entre otras,
la inserción en el Plan, sin la debida rec-
tificación y ajuste, de programas de in-
versiones sectoriales elaborados con ante-
rioridad al mismo, como demuestra el he-
cho dé que tanto el Plan general de ca-
rreteras de 1961 Como el Plan nacional dé
la vivienda de! mismo año, hayan sido
aceptados en bloque en el Plan de Des-
arrollo, «9¡endo así que se trataba de pro-
gramas sectoriales sobre cuya procedencia
debían haberse efectuado los análisis ne-
cesarios». La verdad es que la concien-
zuda enumeración de las deficiencias eri
que incurre el programa de inversiones
bastaría ya por sí sola para poner en tela
de juicio la posibilidad de una aplicación
racional del Plan de Desarrollo.

En el capítulo cuarto se realiza un es-
tudio de "las variables macroeconómicas
del Plan de Desarrollo», pasando revista a
las cifras básicas del Plan; las importa-
ciones, las exportaciones y el balancé dé
pagos y la financiación del Plan de Des-
arrollo,-qué el autor señala que ha tenido
• [lie construir por su cuenta, toda vez que
aquél «apenas advierte cómo ha de ser
financiado».

Cierra la óbrá un capítulo destinado"
a trazar iiri rápido bosquejo sobré «La
aplicación del Plart de desarrollo efi 1964»,
que sólo contiene Uñas primeras impre-
siones sobré lá cuestión.

Es muy difícil hallar lá expresión ade-
cuada para calificar, este libro del pro-
fesor PRADOS. La literatura económica,
cuando razona con rigor sobré datos esta-
dísticos, puede parecer a primera vista
poco brillante; péfó eri materia de pro-

gramación económica, la brillantez y la
profundidad residen precisamente en esto,

son contadas las personas capaces de
llevar a cabo una obra de este tipo.

F. VÍCÉNTE^ARCHE DOMINO 0

RICHARDS, Peter G.: Pütronage in Bri-
tish Government. Londres, 1963.
Alien & Uñwin, 384 págs.

Descartadas la suerte y la herencia, co-
mo técnica de designación de individuos
para el desempeño de puestos de autori-
dad, la primera por irracional y la se-
gunda como antidemocrática, restan por
considerar la competición y el patronazgo.

La Competición, én su modalidad de
elección popular, parece más adecuada
para la provisión de cargos políticos, mien-
tras que cuando versa sobre la capacidad
y preparación de los candidatos, investi-
gada a través de concretas pruebas de
tipo más o menos examinatorio, resulta
singularmente idónea para la selección de
los titulares de los órganos encargados de
interpretar y aplicar las leyes. Por ello en
este último campó parece, en el continente
al menos, haber alcanzado definitivo y
universal predicamento, como óptimo mé-
todo de reclutamiento de Jueces y Admi-
nistradores.

En cuanto a la última modalidad, el
patronazgo, que supone una libre apre-
ciación, normalmente incontrolable, por
parte de los detentadores del poder, de las
cualidades de posibles participantes en el
ejercicio de las funciones administrativas
o jurisdiccionales, si bien en épocas pa-
sadas alcanzaron gran difusión, los abusos
a que dio lugar y su incompatibilidad con
los principios animadores de los moder-
nos estados motivó su relajamiento y sil
utilización fundamental para la provisión
de puestos de carácter político.

Ahora bien, tal postergación, si bien
justificada y digna dé encomio, en rela-
ción con los cuadros fijos de la Adminis-
tración tradicional, se revela difícilmente
compatible, en ocasiones, con las exigen-
cias de la moderna Administración y con
él mecanismo dé exigencia de responsa-
bilidad a los mandatarios políticos. Por
ello' resultará quizá sorprendente el con-
trastar cómo, pese a la general santifica-
ción del principio competitorio y del co-
rrelativo derecho' á la apreciación de mé-
ritos individuales para el acceso a la fun-
ción púbíica, existen posiblemente un ele-
vado núráéro dé casos en qué la designa-
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ción de los servidores y colaboradores de
la Administración se realiza informalmen-
te por las autoridades designantes.

El libro de RICHARDS es no sólo parcial-
mente ilustrador a este respecto, sino que,
demuestra frente a lo admitido en otras
naciones como incontrovertible, que tam-
bién pueden ser objeto los Jueces de libre
nominación por el poder político, sin que
quiebre la objetividad e independencia del
poder judicial.

Prescindiendo de la reseña histórica del
proceso que condujo a la actual organi-
zación del acceso al «Civil Service» me-
díanle la seleción por méritos y a la crí-
tica que se realiza de los considerables
poderes de nominación del primer Minis-
tro y su eventual utilización para estimu-
lar la lealtad del Parlamento, interesa re-
saltar en primer lugar el sistema de inte-
gración, mediante el ejercicio de faculta-
des de «patronageo de determinados fun-
cionarios de la Administración británica.

La gran extensión que han alcanzado
•recientemente sus actividades ha determi-
nado, pese a toda clase de resistencias, la
aparición de numerosos organismos y entes
de variable régimen cuyos elementos di-
rectivos son nombrados directamente por
los Ministros de que dependen. Diversos
intentos han pretendido sustituir este siste-
ma por otros más favorables en unos casos,
a la independencia y autorresponsabilidad
del organismo en cuestión, facilitándoles
la adopción de decisiones en consonancia
con las exigencias normales del campo
donde desarrolla su actividad, y en otros,
al directo control parlamentario, pero en
la práctica parece incuestionable que debe
ser a través del Ministro responsable como
procede hacer efectivo tal control, y que
ello supone el respetarle determinadas fa-
cultades en la elección de sus colabora-
dores.

Otro ámbito tradicional de ejercicio de
las potestades que se examinan es el co-
rrespondiente a la organización de Cuer-
pos. Comisiones y Comités que asesoran a
la Administración y al Gobierno, transmi-
ten las aspiraciones de los sectores afec-
lados por las medidas propuestas, o en
trance de realización y suministran valio-
sos y objetivos puntos de apoyo para la
introducción de necesarias reformas o el
mejor disciplinamiento de intereses socia-
Irs. Entre estos órganos colaboradores des-
i:n-an las Reales Comisiones, cuya impor-
tancia, en el pasado al menos, ha sido
considerable en la preparación de nuevas
Leves.

Los Tribunales administrativos que en

número creciente han aparecido en Ingla-
terra, ante la insuficiencia del sistema ju-
dicial tradicional para resolver los con-
flictos entre administrados y administra-
ción, son también compuestos de miem-
bros designados por los Ministros respec-
tivos, si bien sus presidentes suelen ser
designados por el Lord Canciller entre
personas con cualificación adecuada por
su preparación en derecho. Su número,
que excede en la actualidad de dos mil,
explica la importancia del procedimiento
que se utiliza para determinar su com-
posición.

De designación ministerial son en In-
glaterra tanto los más importantes pues-
tos de la judicatura como los Jueces de
paz, espina dorsal de la antigua organi-
zación británica, y que aún hoy deten-
tan importantes facultades. La selección
de estos últimos se realiza con la colabo-
ración de Corniles locales de carácter se-
creto, integrados también por Jueces de
paz, que elevan listas de posibles candi-
datos. Por ello se alude a una cierta co-
optación en esta carrera.

Entre las manifestaciones del patronaz-
go, estudia también RICHARDS la concesión
de honores y títulos nobiliarios y la pro-
visión de sedes episcopales de la Iglesia
en Inglaterra. Aunque las primeras contri-
buyen al reforzamiento de la autoridad
del concédeme, encuentran difícil encua-
dramiento en la sistemática seguida, y en
cuanto a las segundas pertenecen al pe-
culiar ámbito de las relaciones entre la
Iglesia y el Estado.

La obra resulta, pues, sugestiva y de-
muestra cóme la execrada imagen del
patronazgo no tiene por qué presentar tan
nefastos aspectos, sino que, por el contra-
rio, en ocasiones no sólo sus manifestacio-
nes son innocuas o neutrales, sino tam-
bién necesarias para un adecuado juego
de la responsabilidad ministerial frente al
Parlamento. La técnica de información
por vías indirectas o comités inmediatos
puede substituir a la representada por la
pública licitación y la imparcialidad de
criterio del designante no tiene por qué,
en teoría, ser inferior a la de los Tribu-
nales examinatorios, sobre todo si por
aquél, pese a su extracción política, se
prescinde de estas consideraciones, aten-
diéndose únicamente a la idoneidad.

En ocasiones estos métodos, cuando se
trata de integrar órganos colaborativos o
asesores, han sustituido ventajosamente a
la representación de intereses, de profe-
sional o local ámbito, realizada por elec-
ción. Tal sucede, por ejemplo, con los
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Consejos de Hospitales, integrados por
personalidades independientes de libre de-
signación ministerial, y que han sido sus-
traídos a la influencia de los grupos di-
rectamente interesados.

De todas formas, sería peligroso gene-
ralizar estas técnicas para países en que
no obren las mismas condiciones inglesas:
responsabilidad parlamentaria eficazmente
«xigida ética social elevada, «élites» dis-
puestas a participar altruista y eficazmen-
te en las tareas colectivas, ausencia tradi-
cional de «spoil system» y circunscrito
ámbito de ejercicio del patronazgo.

Por lo demás, como el propio autor se-
ñala, un ¡(incontrolado patronage es una
amenaza para la democracia». Con la per-
vivencia de estos arbiirios se corre el ries-
go de traspasar su campo de aplicación
más allá de lo estrictamente oportuno y
de incurrir en desviaciones de impulso po-
lítico, primando la adhesión sobre la ca-
pacidad. En Inglaterra estos inconvenien-
tes han sido superados, pero existe siem-
pre el peligro de que, por la larga perma-
nencia de un partido en el poder, o por
otra causa de distinto orden, vuelvan a
reproducirse.

R. MARTIN MATEO

KODRÍGUEZ MORO, Nemesio: Impuesto
municipal de plusvalía. Ed. Abella.
Madrid, 1965, 334 págs., 220 ptas.

RODRÍGUEZ MORO publicó en 1945 una
obra con el mismo título; pero el libro
que se recensiona no puede considerarse
como una segunda edición de aquélla,
puesto que se trata de algo más que de
una simple actualización. De entonces a
hoy, la doctrina, la jurisprudencia —y has-
ta la legislación— han experimentado va-
riaciones muy sensibles, que al ser reco-
gidas cuidadosamente por el autor, nos
permiten afirmar que se trata de una obra
nueva.

La parte central del libro se basa en el
capítulo IV (págs. 29-221), que se dedica
a la glosa de los artículos 510 a 524 de la
Ley de Régimen Local, en unas páginas
que pudieran servir de modelo a los co-
mentaristas de textos legales. Ya que el
autor ha sabido evitar por igual los dos
grandes escollos que amenazan cualquier
labor de exégesis: la difusión, o estilo de
comentar cada línea y hasta palabra, sea
o no importante, viendo problemas donde
no los hay, y aclarando lo que no precisa
de ninguna aclaración; y el pedreslismo,
o forma de comentar a la altura de legos

en el Derecho, con las más simples ob-
servaciones tomadas de un Manual de es-
tudiantes. El comentario jurídico es un
estilo muy seguido en España id itsum
practicorum, pero muy descuida 'o. Por
eso constituye un deber y una satisfacción
señalar la aparición de un libro que,
orientado también conscientemente a la
práctica, utiliza un método exegético tan
claro como preciso: donde se encuentran
tratados y aclarados casi todos los pro-
blemas importantes, pero sólo ellos; y
donde el lector encuentra siempre y con
toda facilidad una respuesta a su difi-
cultad.

En busca de la claridad el autor renun-
cia a cualquier alarde bibliográfico, remi-
tiéndose a la literatura imprescindible.
Mayor importancia tiene la jurispruden-
cia: los criterios del Tribunal Supremo
suelen ser decisivos para el autor, aunque
en ocasiones (págs. 36-39) sean oüjeto de
critica. También son constantes las refe-
rencias a la legislación especial de Ma-
drid y Barcelona y a la Ley de Reforma
Tributaria.

En los tres primeros capítulos (Ideas
generales, Antecedentes y Disposiciones
aplicables de carácter general) se hace
una abreviada introducción al tema, que
se condensa en una serie de principios
tan sumarios como acertados.

En un abultado apéndice de casi cien
páginas se transcriben las Ordenanzas mu-
nicipales del Impuesto de los Ayuntamien-
tos de Madrid, Barcelona y Bilbao: tex-
tos de gran significación no sólo por el
interés que puedan ofrecer a los propie-
tarios de estas localidades, sino porque
pueden constituir un modelo muy digno
de tener en cuenta para los funcionarios
y Corporaciones que deseen redactar nue-
vas Ordenanzas o modificar las existentes.
En definitiva, el conocimiento técnico del
impuesto de plusvalía es tan importante
para el contribuyente como para el fun-
cionario especializado.

Como es obvio, no pueden examinarse
aquí individualmente cada una de las tesis
de RODRÍCUÜZ MORO; baste decir que en
su inmensa mayoría son útiles y acerta-
das, estando además apoyadas por la ju-
risprudencia y un sentido común jurídi-
co que sólo puede conseguirse cuando a los
años de práctica se unen los años de estu-
dio. Algo excesiva parece, sin embargo, la
crítica que se dirige al sistema actual de
índices municipales de valores (pág. 46),
que se considera desventajoso en relación
con el sistema de expediente contradicto-
rio individual. Ciertamente que este últi-
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mo es un principio más perfecto; pero es
muy dudoso que en la práctica produjera
buenos efectos: al igual que en la expro-
piación forzosa, el único beneficiario se-
ría el contribuyente potente y bien aseso-
rado, mientras que a las Corporaciones se
impondría una carga administrativa muy
grave: no hay que olvidar que con fre-
cuencia lo mejor es enemigo de lo bueno.

Una última sugerencia al autor: RO-
DRÍGUEZ MORO publicó hace años una mo-
nografía sobre Expropiación forzosa, que
se agotó en unas semanas; hay que su-
poner que los administrativos españoles
verían con agrado —más aún: se trata de
una auténtica necesidad bibliográfica— la
reaparición del libro, tal como ahora ha
sucedido con este dedicado al estudio de
la plusvalía.

A. NIETO

RUDOLF, Walter: Polisei gegen Hoheits-
trager. Colección «Recht und Staat»,
núm. 312, J. C. B. Mohr (Paul Sie-
beck). Tübingen, 1965, 32 págs.

El estudio de la policía es obra, fun-
damentalmente, de la dogmática alema-
na, cuyos clásicos nos han legado aporta-
ciones muy interesantes al respecto. Pues
bien, este sector de la policía que con
tan desigual fortuna ha sido acogido o
comprendido en otros ordenamientos jurí-
dicos, sigue ocupando lugar destacado en
las investigaciones de los estudiosos ale-
manes, que no dudan en poner al día la
problemática que puede presentarse en es-
te sector.

¿Cabe la posibilidad de ejercitar las po-
testades de policía, en el sentido material
que el término tiene en Derecho adminis-
trativo, frente a otros entes administrati-
vos que sean titulares de prerrogativas,
es decir, frente a órganos de la Adminis-
tración soberana? Este es el interrogante
Que se plantea y cuya solución persigue
el Doctor RUDOLF a lo largo del estudio
que comentamos. En realidad, el presente
volumen de la colección Recht und Staat
no es sino reproducción de la lección
(Habililationsvortrag) leída por el Doctor
RUDOLF ante su Facultad —ría de Tübin-
gen—• el 4 de mayo de 1965, al objeto de
conseguir el título de Privatdozent.

El Doctor RUDOLF, especialista en De-
recho internacional (1), ha acudido a un

(1) Recuérdese, por ejemplo, su colabora-
ción, titulada Zum Begriff des VolktrrecMt,
al Libro en homenaje a Herbert KRAUS,
Reckt im Dienste der Meruchenvnirde. Wttr»-
burg. 1964.

tema clásico de Derecho administrativo,
para su lección. El resultado ha sido el
planteamiento de un tema tradicional des-
de la perspectiva, desde las condiciones y
desde las necesidades actuales. En efecto»
el interrogante que aborda el estudio y al
que acabamos de aludir era impensable
hace unos cuantos años. No hace muchos
años era desde luego impensable que un
órgano administrativo estuviera sometido-
a la potestad de policía de otro órgano
administrativo. Tal era la posición de la
jurisprudencia que se apoyaba en la doc-
trina dominante. Es decir, los órganos ad-
ministrativos soberanos estaban exentos
de recibir órdenes de otros órganos que
ejercieran funciones de policía adminis-
trativa. Al aludir expresamente a órganos,
administrativos soberanos quiero destacar
una curiosa aplicación de la doctrina del
fisco. Cuando se habla normalmente de la
doctrina del fisco se hace referencia a la
posibilidad que proporcionaba de enjui-
ciamento jurisdiccional de ciertas activi-
dades del poder. Es decir, se admitía la
posibilidad de enjuiciar las actividades
fiscales del soberano. Pues bien, la doc-
trina del fisco se utilizó también en rela-
ción con el ámbito de aplicación de las
potestades de policía a que venimos alu-
diendo. No se admitía que los órganos ad-
ministrativos soberanos pudieran estar so-
metidos a la potestad de policía que de-
tentaban otros órganos administrativos;
pero, en cambio, no había inconveniente
en que aquellas parcelas del poder que se
configuraban como fisco estuvieran some-
tidas a la potestad de policía. Tal utili-
zación de la doctrina del fisco, si menos
conocida que la del sometimienlo juris-
diccional, alcanzó gran significado en la
patria de la ciencia de la policía. En cam-
bio, los órganos soberanos o no fiscales
no estaban sometidos a la potestad de po-
licía de otros órganos administrativos, re-
cibiendo, a lo más, instrucciones a través
de la línea jerárquica, siendo, por tanto,
fundamental en aquella configuración el
concepto existente de unidad de la Admi-
nistración.

Superando el planteamiento anterior, el
actual Derecho administrativo alemán ha
llegado a una situación que admite que
órganos administrativos puedan estar so-
metidos a la potestad de policía de otros
órganos.

Él principal interés de la obra comen-
tada radica en observar en relación con
este punto concreto de la policía una evo-
lución que es general del Derecho admi-
nistrativo. Debo destacar como muy inte-
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resante el estudio que hace de la pérdida
de unidad de la Administración como uno
de los presupuestos importantes que condi-
cionan la evolución señalada. La diversifi-
cación del aparato administrativo hace ya
verdaderamente difícil resolver esa situa-
ción por medio de los cauces jerárquicos,
aparte de que esta actuación por vía de la
jerarquía, aun en los casos en que es po-
sible, se ha dificultado mucho, por una
serie de razones. Téngase en cuenta que
si el sentimiento de pérdida de unidad
de la Administración es bastante general,
debido, entre otras cosas, a la enorme pro-
liferación de entes administrativos, en la
República Federal Alemana el problema
es especialmente sensible, dada la impor-
tancia que adquieren por su parte la Ad-
ministración federal, las Administraciones
de los Estados y las Administraciones lo-
cales.

El Doctor RUDOLF entiende que en la
actual situación de potenciamiento de las
actividades administrativas, el sometimien-
to de unos órganos a las potestades de
policía de otros órganos cumple un efecto
positivo de orden, estableciéndose así una
red de controles mutuos, pues hay que te-
ner en cuenta que potestades de policía,
entendida ésta en sentido material, corres-
ponden a muy diversos entes y no son,
por tanto, exclusivas de la policía de se-
guridad o policía en sentido formal. En-
tiende, además, que no hay que temer
que esta posibilidad vaya a suponer inefi-
cacia de la actuación de los órganos ad-
ministrativos, lo mismo que no la supuso
ni la sigue suponiendo la actuación reviso-
ra de los Tribunales administrativos.

La evolución que el Doctor RUDOLF nos
ha expuesto en relación con este punto del
derecho de la policía es un testimonio más
de una evolución general. A mi modo de
ver, esta posibilidad de sumisión de unos
órganos administrativos a la potestad de
policía que detentan otros órganos puede
relacionarse fácilmente con la posibilidad
de intentar acciones de indemnización
frente a actividades dañosas de cualquier
órgano administrativo, o también con la
evolución que está experimentando el
principio de exención ante los Tribunales
nacionales de los Estados extranjeros,
principio de exención que va encontrando
cada día más restricciones. Es evidente
que cada día son más extraños los fenó-
menos aislados, asistiendo así a una era
de potenciamiento de las reacciones en
cadena.

Lorenzo MARTIN-RETORTILLO

TETJU VILAR, ítanclsco Javier: Órga-
nos colegiados a nivel provincial. Nú-
mero a de la Colección «Estudios»
de las Publicaciones de la Secretaría
General del Ministerio de la Gober-
nación. Madrid, 1963, 171 págs.

El análisis de este libro da pie a algu-
nos comentarios de tipo metodológico, que
no pueden ser silenciados en estos mo-
mentos de expansión de la ciencia del
Derecho administrativo, que ha dejado ya
de ser patrimonio exclusivo de un grupo de
universitarios para ser objeto de un agudo
interés por parte de una distinguida y
amplia élite de funcionarios, entre los
que destacan con personalidad propia los
funcionarios directivos del Ministerio de
la Gobernación. En estas circunstancias no
hay que olvidar que la investigación ju-
rídica debe respetar hoy ciertas reglas, y
más cuando su resultado alcanza el ho-
nor y la responsabilidad de una publi-
cación.

Es sabido que la ciencia no suele avan-
zar por intuiciones geniales desvinculadas
del pasado. Cada libro nuevo debe aspirar
a ser un paso más o, si se quiere, una
piedra más colocada sobre el muro levan-
tado por los investigadores anteriores, sin
cuyo apoyo es poco menos que imposible
cualquier trabajo serio. En plena Edad
Media este método llegó a ser un símbolo
categorizado por Bernardo de CHARTRES:
¡VOIIS sommes des nains juches sur des
é¡mules de géants: Nous voyons ainsi de-
vantage et plus loin qu'eux... parce qu'ils
nous portent en- Vm.r et nous étévent de
tóale leur hauleur gigantesque.

TEIRA V11.AR parece haber oído este con-
sejo, y efectivamente, construye su mono-
grafía sobre la base de una serie de ex-
celentes trabajos anteriores: MOONEY,
WALDO, FORSTHOFF, GARCÍA- TREVIJANO,
GARCÍA DF. ENTERRÍA, etc.; pero, por otro
lado, olvida con alguna frecuencia que el
manejo de las fuentes r:s sólo un instru-
mento para ver más lejos, y no un pre-
texto para escribir un nuevo libro, hilva-
nando resúmenes y extractos de otros li-
bros.

Concretamente, al libro que se recen-
siona pueden hacerse dos objeciones me-
todológicas fundamentales: primera, que
capítulos enteros son simple extracto de
autores ajenos; y segunda, que en ocasio-
nes (por simple descuido) se oculta inclu-
so la procedencia del texto.

Como estas afirmaciones son muy gra-
ves, creo necesario probarlas. Analicemos
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por dio la primer» parí? de la» tres que
componen la obra; el número 3 e» un
extracto de MOONEV; lo» números 4 y 5,
no un extracto, sin» una transcripción de
FORSTHOFF; el número 6, un extracto de
WALDO; el número 7, una transcripción
de GARCÍA-TREVUA.NO; el número 8, un ex-
tracto de GARCÍA, DE ENTERRÍA, y el núme-
ro 9, una transcripción de GARCÍA-TREVI-
JANO.

Obsérvese que en algunos casos digo
transcripción. Con ello aludo a la segunda
objeción. Sin que TEIRA VILAR nos lo ad-
vierta, las páginas 17, 18, 19, 20 y 21 en
su totalidad, y parte de las 16 y 22, repro-
ducen íntegramente y sin la menor alte-
ración párrafos tomados de las páginas
546 a 560 del Tratado de Derecho admi-
nistrativo de FORSTHOFF; igual sucede con
parte de las páginas 27 y 28, literalmente
tomadas de la página 64 de los Principios
jurídicos de la organización administrati-
va, de GARCÍATREVIJANO (a quien sólo se
cita más adelante y sin especial aclara-
ción); y de este mismo libro (págs. 104-
115) se toman las páginas 35 y 36 ente-
ras y parte de la 34 sin mencionar ni el
autor ni la fuente.

Esto es inadmisible. Pero bien entendi-
do que la crítica se refiere exclusivamen-
te a una determinada actitud metodológica
(que es obligado desenmascarar y cortar
de raíz) y no contra el autor. Por muy
escrupuloso que sea un investigador, siem-
pre será posible encontrar en su obra
deslices semejantes. No es lo malo el error
—nadie está libre de él—, sino la defor-
mación metodológica y la impunidad que
falta de una crítica severa. En descargo
del autor hay que decir también que se
trata de una simple Memoria, presentada
en el Centro de Formación y Perfecciona-
miento de Alcalá de Henares, que pro-
bablemente fue publicada sin darle tiem-
po a una revisión.

Por último, ya que se han hecho notar
sus defectos, es forzoso indicar al tiempo
las virtudes del libro que se recensiona:
TKIRA VILAR demuestra en ella que es un
lector atento y concienzudo, de vasta cul-
tura (probablemente autodidacto), que sa-
be contemplar los problemas desde una
perspectiva elevada y, en fin, que conoce
como nadie la realidad administrativa pro-
vincial. En este punto conviene insistir,
porque en la última parte del libro, y so-
bre todo en sus apéndices, se ofrece al
lector con paciencia benedictina un cua-
dro de la organización administrativa co-
legial a nivel provincial, de valor definiti-
vo, y que es ya una fuente obligada de

conBulta par* el estudio de todo» loa pro.
mema» con ella relacionados.

A. NIETO

THE LONDON GOVERNMENT ACT 1963.
Introducción de Jackson W. Eric.
Edición anotada Butter Worths. Lon-
dres, 1963, 292 págs.

La estructura de la administración de
Londres ha sido desde hace largo tiempo
objeto de controversia. Desde 1837 se han
sucedido las Comisiones reales que han
investigado la posibilidad de instaurar
una forma administrativa capaz de hacer
frente de una forma eficaz a las creciente»
exigencias de un área urbana que habría
ampliamente desbordado en antiguo y tra-
dicional núcleo representado por la City.
Sin embargo, la resistencia a las mutacio-
nes propia de la idiosincrasia inglesa y el
ritmo de expansión del sector metropoli-
tano, que con su enorme vitalidad hacía
en poco tiempo anticuados todos los es-
tudios, retrasaron la adopción de medidas
auténticamente realistas y mantuvieron a
lo largo del tiempo una situación por to-
dos juzgada insostenible.

En diciembre de 1957 fue nombrada
una Comisión real bajo la presidencia de
HERUERT, que elevó en 1960 un Informe,
del que he dado cuanta con algún detalle
en el número 36 de esta REVISTA. Dicha
Comisión, con la ausencia de apriorismo
que es propia de tales órganos asesores,
partía en sus análisis y propuestas de
respetar el mantenimiento de lo que venía
funcionando bien, sea cualquiera el esque-
ma a que responde, y revisar los mecanis-
mos de funcionamiento insatisfactorio. La
Comisión recomendaba la supresión de to-
das las autoridades existentes en el área y
su sustitución por una Corporación para
el gran Londres, como un todo, que desem-
peñaría las funciones que aconsejasen tal
base en su estructuración, y por cincuenta
y un nuevos Municipios metropolitanos a
quienes corresponderían las competencias
propias de las autoridades suprimidas que
no requerían un ejercicio unificado a es-
cala metropolitana.

Las propuestas de la Comisión fueron,
tras largos estudios y debates parlamenta-
rios, sustancialmente adoptadas, dando lu-
gar al London government Act de 1963
que comentamos, cuya vigencia total no se
preveía hasta el 1 de abril del corriente
año.

El área del gran Londres comprende
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desde ahora las correspondientes a la
«City», el «Temple» y los nuevos treinta
y dos «boroughs», que rectificando la
propuesta de la Comisión han venido por
obra de la Ley a sustituir a las autorida-
des anteriores.

La Ley consta de nueve partes y die-
ciocho anexos, aquéllas dedicadas respec-
tivamente a Administración local de Lon-
dres y zonas limítrofes; tráfico y viales;
viviendas y planificación; educación y ser-
vicios de empleo para jóvenes; alcantari-
llado; aplicaciones de Leyes sanitarias;
funciones sanitarias y asistenciales; impo-
sición, varios y cuestiones generales. Entre
los anexos tiene especial interés el corres-
pondiente a la tabla de vigencias, que
precisa concretamente cuáles sean las dis-
posiciones derogadas por la mencionada
Ley y en qué medida. Tales determinacio-
nes tienen una trascendencia no desdeña-
ble si se tiene en cuenta la profunda le-
gislación cumulativamente aquí operante,
algunas de cuyas manifestaciones datan
de 1751.

Los editores han anotado cuidadosamen-
te la Ley estableciendo para cada artícu-
lo las correspondientes concordancias y
suministrando para su manejo un minu-
cioso y altamente apreciable índice ge-
neral.

Ramón MARTIN MATEO

TREVES, Giuseppino: L'organizzazione
amministrativa. Edizioni di Comuni-
tá. Milano, 1964, 208 págs.

Al igual que acontece en España, la or-
ganización de la Administración pública
italiana se basa aún sobre una serie de
principios que derivan de concepciones
tradicionales, sólo en parte condicionadas
o influenciadas por las exigencias de la
época en que vivimos.

Esta obra, escrita con el propósito de
servir a los estudiantes y a quienes pre-
paran oposiciones para ingreso en la Ad-
ministración, c incluso a los propios ad-
ministradores, describe la trama de los di-
versos elementos que componen aquella
organización, no sólo en lo que se refiere
a los grandes órganos de la Administra-
ción del Estado, sino también de las re-
giones, provincias, municipios, entes de
participación estatal y centros principales
de interés público. El autor dedica una
particular atención al estudio del empleo
público, así como a la participación de los
privados en la Administración, sea bajo la
forma de concesión de. servicio público o

de representación de intereses de grupos
económicos.

Parece claro que un análisis jurídico,
que no sea exclusivamente formalista, no
puede detenerse sobre las disposiciones
constitucionales y legislativas, sino que
debe proceder a su valoración y al exa-
men de su ejecución. Sólo así se puede
conseguir un panorama completo y realis-
ta de la organización administrativa. Ello
es lo que el Profesor TREVES, con su agu-
deza habitual, realiza y ofrece en esta
obra.

J. A. E. S.

WEIL, Projper: Le droit administrati-
ve. Colección «Que sais je?». Presses
Universitaires de France, París, 1964,
128 págs.

1. El Catedrático de la Universidad de
Niza, Profesor Prosper WEIL, ha sido el
encargado de elaborar el volumen refe-
rente al Derecho administrativo en la fa-
mosa Colección «Que sais je?», colec-
ción que constituye uno de los {grandes
aciertos de las «Presses Universitaires j&e
France». En efecto, esta Colección se in-
tegra por volúmenes que tratan monográ-
ficamente de los más diversos temas y
pasan ya de 1.200 los volúmenes publica-
dos. Entre las características fundamenta-
les de estos volúmenes está la de la breve-
dad, y ya vemos que el del Profesor WFJL
consta tan sólo de 128 páginas en octava,
) cual es bien poco para ocuparse del

Derecho administrativo. Teniendo en cuen-
ta estas características, no dudo en traer
aquí a colación las conocidas palabras de
GRACIÁN de que lo bueno, si es breve, dos
veces bueno. En efecto, estamos ante una
obra verdaderamente encomiable que cum-
ple perfectamente su misión de dar una
¡dea clara del Derecho administrativo fran-
cés, de su alcance, de su significado, de
sus posibilidades, así como de las limita-
ciones y problemas que ofrece en el mo-
mento presente. Digo que ofrece una idea
clara, y es que, en efecto, este pequeño
volumen se caracteriza ante todo por su
claridad. Se trata de algo que ha sido
escrito para ser incluido en una colección
con carácter de enciclopedia, que está,
además, dirigido a una amplia base de
lectores; de ahí que tal característica pa-
rezca, desde luego, imprescindible. Ahora
bien, no se olvide que claridad no quiere
decir lo mismo que simplismo, y el que
estemos ante un libro breve y claro no
quiere decir que estemos ante un libro
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inexacto y arbitrario. El gran mérito de
WEIL en este libro consiste en haber lo-
grado el método de trabajo necesario para
dar una noción exacta, sugestiva y ame-
na del Derecho administrativo, pero te-
niendo en cuenta que el Derecho adminis-
trativo no es una momia para exhibirla
en los libros de texto, sino que se carac-
teriza y se ha caracterizado siempre por
su dinamismo y por su incidencia sobre
la vida real. De ahí que destaque esa re-
ferencia constante que se hace a lo largo
de todo el libro a la problemática que
pesa actualmente sobre el Derecho admi-
nistrativo, con lo cual la exposición gana
en sinceridad y amenidad.

Se trata de un libro que ha sido escrito
por quien ha pensado concienzudamente
sobre su propia disciplina. De ahí que el
resultado sea una afortunada síntesis por
h que debemos estar agradecidos al Pro-
fesor WEIL. De ahí que el libro esté dota-
rlo de una interesante unidad lógica, de
forma que cualquiera de 6us páginas esté
en función de las anteriores o de las pos-
teriores, característica ésta que a mí me
parece fundamental en cualquier libro,
pero que en raras ocasiones aparece cum-
plida.

2. Comienza el libro con una larga in-
troducción. Destaca en seguida la preocu-
pación del autor por encuadrar adecua-
damente el Derecho administrativo: El
Derecho administrativo —nos dirá— no
se puede abordar prescindiendo de la his-
toria y, sobre todo, prescindiendo de la his-
toria política (pág. 8); o también cuando
señala que, sin ser demasiado riguroso con
las palabras, hay que considerar al Dere-
cho administrativo más que un Derecho
jurídico, un Derecho político (pág. 7). Ex-
presiones éstas que son manifestación de
una idea muy sinceramente profesada ñor
el autor y que está presente, de forma más
o menos velada, a lo largo de toda la obra.
Así, en las conclusiones se afirmará de
forma expresa que «el Derecho no es sino
la continuación de la política con otros
medios, y el Derecho administrativo es
uno de los medios elegidos por la tradi-
ción política francesa para asegurar la
salvaguardia de los derechos y libertades
de los ciudadanos» (pág. 126). El Derecho
administrativo va a considerarse, por tan-
to, como un producto típico del liberalis-
mo político. De aVií que la actuación ad-
ministrativa surgida como consecuencia
de la Revolución francesa y la posterior
organización napoleónica las incluya WEIL
en la prehistoria del Derecho administra-
tivo, haciendo coincidir el inicio de la

época clásica con el advenimiento de la
tercera República, que surge como oposi-
ción tanto al absolutismo del Imperio co-
mo al recién descubierto «comunismo» de
la Comuna. A partir de esta fecha tam-
bién el Derecho administrativo ha de co-
nocer su «belle epoque» (pág. 13).

Al analizar los diversos momentos del
Derecho administrativo, WEIL describe
muy acertadamente la crisis que sufre a
partir de 1940, una vez que los «dogmas»
que habían sustentado el sistema del De-
recho administrativo en años anteriores
ya no van a seguir siendo considerados
como tales dogmas. WaL aprovecha la
ocasión para introducir una serie de con-
sideraciones metodológicas sobre el Dere-
cho administrativo ciertamente interesan-
tes, y que personalmente estimo muy
acertadas. Esta situación de crisis va a
hacer que el Derecho administrativo pier-
da su unidad clásica a la par que su cla-
ridad, imposibilitando, al mismo tiempo,
los intentos de definir el Derecho admi-
nistrativo de una forma demasiado sim-
plista. Esto va a hacer que se renuncie
a las síntesis espectaculares y que se
abandonen los intentos de alcanzar defi-
niciones «monistas» del Derecho adminis-
trativo para dar paso a explicaciones de
tipo pluralista menos ambiciosas, pero más
concordes con la realidad actual. Destaca
en esta introducción el intento de auten-
ticidad con que se presenta el autor, así
como su afán de tocar tierra en todo mo-
mento, oin dejarse arrastrar por la espec-
tacularidad de muchas explicaciones co-
múnmente aceptadas, pero que hoy ya no
sirven.

3. Tras la introducción, el libro se va
a desarrollar a lo largo de dos partes, de-
dicada la primera al tema de la acción
y la segunda al tema del control.

El desarrollo del tema de la acción evi-
dencia con toda claridad las grandes
transformaciones que han sufrido las ins-
tituciones administrativas. Los cuatro ca-
pítulos de que consta esta parte insisten
en destacar el fenómeno de diversifica-
ción de lo administrativo. El primero se
dedica a analizar la dispersión de los ór-
ganos administrativos. El segundo analiza
la diversificación de medios comparando
el Derecho tradicional que se apoyaba
en la idea de perrogativa, con el actual
Derecho administrativo, que junto a las
prerrogativas de la Administración regula
sus limitaciones y que admite la gestión
pública junto a la gestión privada. El ca-
pítulo tercero se refiere a la gradación de
los fines de la actuación administrativa, fi-
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nalizando está parle con ün capítulo dedi-
cado al régimen jurídico aplicable, donde
se hace el análisis dé la aplicación a la
Administración del Derecho público y del
Derecho privado.

En relación con esta parte de la acción
administrativa, quiero destacar dos de los
puntos tocados por WEIL: uno es el de
la aplicación del Derecho público o bien
del Derecho privado a la Administración,
y otro es' el del significado de los fines á
la hora de valorar la acción administra-
tiva.

En relación con el problema de si a la
Administración se le aplica el Derecho
público o el Derecho privado, el Profesor
WEIL niega la utilidad o, mejor, la exac-
titud de tal distinción. Se dice que gran
parte dé la actuación administrativa está
regida por el Derecho privado, pero se
olvida que el problema no es tan simple
y que aún cuando se apliquen reglas de
Derecho privado, se entrecruza siempre
otra regulación de carácter público. Por
lo que respecta al Derecho español, pode-
mos encontrar un ejemplo claro de esta
peculiaridad en la regulación del patri-
monio del Estado, ejemplo sobre el que
ha insistido recientemente el Profesor GAR-
CÍA DE ENTERRÍA. Los bienes patrimonia-
les pasan por ser los bienes de propiedad
privada del Estado, que se contraponen a
los bienes de dominio público que sería
la propiedad del Estado en régimen de
Derecho público. Ahora bien, la Ley de
Patrimonio del Estado incluye en su ar-
ticulado numerosos preceptos que están
tomados de la regulación de los bienes de
dominio público, y además dicha Ley no
se recata de ello, ya que el capítulo I del
título I le da nada menos que» el título
de «Prerrogativas de la Administración».
¿Están regidos los bienes patrimoniales
por el Derecho privado? EvidentemeniCi
no. A pesar de la comodidad de la fórmu-
la tradicional quu contrapone los bienes
patrimoniales a los bienes de dominio pú-
blico, es la misma Ley del Patrimonio la
que admite en su artículo 2.° que «los
bienes y derechos del Patrimonio del Es-
tado se regirán por la presente Ley, y
subsidiariamente, por las normas del De-
recho privado civil o mercantil». Resulta,
por consiguiente, que a lo más lo que se
consigue es un régimen mixto. Pues bien,
este tipo de argumentos es el que hace a
WEIL rechazar la distinción Derecho pú-
blico y Derecho privado, para proponer
que todo el derecho que se aplica a la Ad-
ministración es Derecho administrativo, si
bien dentro de éste habría de darse una

graduación según la originalidad que pre-
senten las normas respecto a la regula-
ción de relaciones similares que tengan
lugar entre particulares. Habría que ha-
blar, pues, de una escala entre las diver-
sas normas del Derecho administrativo,
según la originalidad de los mismos (pá-
gina 76).

El otro punto a que quiero aludir es el
del significado de los fines que orientan
la actuación administrativa. Ya ha que-
dado señalado que lo que caracteriza hoy
más intensamente a la acción administrati-
va e6 la diversificación de los distintos
medios tanto orgánicos como formales de
la misma. Diversificación que a primera
vista produce un fenómeno de perplejidad
cuando no de desorientación. Pues bien,
insiste WEIL en señalar que a través de
los fines públicos, el tema de la acción
administrativa va a poder volver a encon-
trar la unidad que había perdido: «la ac-
ción administrativa aparece así denomina-
da por la consideración de sus fines de
interés general. Esto es normal: si la
técnica jurídica se alinea en el orden de
los medios, la elección de los modos de
acción sólo puede hacerse a la luz de los
fines propuestos y de acuerdo con el prin-
cipio de proporcionalidad de los medios
a los fines» (pág. 77). A mí este plantea-
miento me parece muy sugestivo. Recuér-
dese el papel que ha jugado la conside-
ración de los fines a la hora de reducir
la discrecionalidad administrativa a tra-
vés de la técnica de la desviación de po-
der, teniendo en cuenta que nuestra Ley
reguladora de la jurisdicción contencioso-
adminislrativa se ha hecho eco de ello
tanto en su Preámbulo como en el ar-
tículo 83. De ahí que esta generalización
de la utilización de los fines como crite-
rios orientadores me parezca muy intere-
sante. Cada institución del Derecho ad-
ministrativo responde y está en función
de una determinada finalidad. Pues bien,
esta consideración de los fines como norte
i!e las instituciones administrativas, me
parece indispensable a la hora de empren-
der cualquier estudio serio sobre cual-
quier faceta del Derecho administrativo.
Cabe, así, un doblo orden de interrogan-
tes: ¿cuáles fon los fines que persigue
nuestro Derecho administrativo? O mejor,
porque ese intento unitario es demasiado
simplista: las distintas instituciones o par-
celas del Derecho administrativo ¿qué fi-
nes persiguen? Los interrogantes pueden
plantearse también en sentido inverso:
proclamados determinados fines como al-
canzables en nuestra comunidad, ¿tienden

561
36



BIBLIOGRAFÍA

en realidad a alcanzarlos las instituciones
administrativas existentes? Como se ve,
este doble orden de interrogaciones ofrece
un importante y ameno campo de tra-
bajo, porque de producirse un desajuste
entre las finalidades pretendidas y los me-
dios propuestos para alcanzarlos se exige
sin duda una labor correctora. Resulta,
por tanto, evidente que este planteamiento
del Derecho administrativo a partir de los
fines proclamados y pretendidos se mues-
tra realmente sugestivo. Creo que la uti-
lización de .este método ha de proporcio-
nar a los estudios del Derecho administra-
tivo una fuente inagotable de trabajos in-
teresantes a la par que útiles.

4. Una vez abordado el problema de la
acción administrativa, ya se está en con-
diciones de abordar el tema del control
que en el orden del tiempo es siempre
posterior a aquélla.

La segunda parte del libro se dedica al
estudio del tema del control, tratándose
en un capítulo primero del principio de
legalidad, en cuanto sumisión de la admi-
nistración al derecho, y en un secundo
capítulo, del control de la Administración
por parte del Juez. También esta parte
está tratada con gran finura y sensibili-
dad jurídica. Quiero detenerme aquí sobre
uno de los problemas que ocupa la aten-
ción del profesor WEIL: el del control de
la Administración, tanto por los Tribuna-
les administrativos como por los Tribuna-
les del orden judicial. La ruptura de los
esquemas tradicionales del Derecho admi-
nistrativo y en general la crisis a que
antes hemos aludido han creado una si-
tuación realmente difícil de sostener: en
muchas ocasiones no es nada fácil deter-
minar si la competencia corresponde a
los Tribunales administrativos, o bien a
los Tribunales del orden judicial. Es más,
en opinión del autor, se trata 'de una
auténtica lotería, fuente inagotable de in-
convenientes y desconcierto. ¿Cómo reac-
cionar ante una situación tan caótica? En
relación con este problema vuelve a co-
brar sentido la postura de WEIL de negar
la distinción entre Derecho público y De-
recho privado y de afirmar un Derecho
administrativo de amplia base que se ex-
tiende a todas las relaciones en que inter-
viene la Administración. Esta postura po-
tencia el que nuestro autor rechace los de-
más criterios propuestos de reparto de
competencia entre ambos órdenes de Tri-
bunales, para afirmar decididamente una
postura de unidad de fuero. En efecto, el
profesor WEIL, en base a una serie de
consideraciones que no son ahora del caso,

sostiene con toda firmeza la opinión de
que todo litigio en que sea parte una Ad-
ministración Pública, debe encomendarse
a los Tribunales administrativos. Me inte-
resa destacar esta postura, pues es la res-
puesta a un problema que se halla tam-
bién planteado entre nosotros, postura que
ha tenido ya sus representantes entre nues-
tros tratadistas: GARCÍA-TREVIJANO, PERE-
DA VÁZQUEZ, en relación con los contra-
tos administrativos; yo mismo me he ma-
nifestado en este sentido en relación con
la responsabilidad administrativa, etc.

5. Unas breves pero muy interesantes
conclusiones acotan los puntos más signi-
ficativos expuestos a lo largo de la obra.
A muchos de ellos me he referido. Sólo
aludiré ahora brevemente a dos de ellos
por estimarlos representativos de una co-
rriente crítica bien moderna en relación
con el derecho administrativo.

Uno es el que destaca las limitaciones
connaturales al control de la Administra-
ción por parte del Juez y entiende que
no se puede esperar todo por esa vía. De
esta forma propugna la extensión de las
consultas a los interesados al objeto de
reducir las actuaciones incorrectas de la
Administración: ((obligando a la' Admi-
nistración a consultar a los interesados an-
tes de elaborar sus normas, el Derecha
administrativo haría progresar la protec-
ción del ciudadano tanto como pudiera
hacerlo afinando las técnicas contencio-
sas» (pág. 126).

Otro de los puntos sobre los que se car-
ga el acento es el del desmoronamiento
de «la mística de la Ley» y de la dis-
tinción entre Ley y Reglamento —se trata
de algo que en el Derecho administrativo
clásico alcanzaba la indudable categoría
de dogma—, desmoronamiento inevitable
en una época en que las relaciones entre
el Gobierno y el Parlamento son total-
mente distintas a como lo eran en el pasa-
do siglo (pág 126). Yo creo que el de-
rrumbamiento de estos dogmas es real-
mente crucial, pues es a todas luces evi-
dente la importancia de la doctrina que
se ha ido construyendo en torno a la fi-
gura del Reglamento y a su subordinación
a la norma legal. A mi modo de ver. no
se puede olvidar que la Ley no es sino
una emanación del Parlamento. Cuando
se afirma la primacía de la Ley, lo que
se pretende afirmar en realidad es la
primacía del Parlamento. Es más, me pa-
rece evidente que el Parlamento existía
antes de que existiese la Ley. En el sur-
gimiento del Estado contemporáneo, el
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Parlamento se cuida bien de afirmar su
primacía sobre el Ejecutivo. El que la Ley
—producto normativo del Parlamento—
sea superior al Reglamento —producto
normativo del Ejecutivo— no es sino una
consecuencia del intento del Parlamento
de situarse por encima del Ejecutivo. Es
más, habría que decir que tanto la Ley
como el Reglamento no son sino abstrac-
ciones que como tales surgen sólo en un
momento determinado. Pero catas abs-
tracciones no pueden valorarse por sepa-
rado haciendo caso omiso de los focos de
poder de donde emanan. Si la superiori-
dad de la Ley sobre el Reglamento corres-
ponde a una situación en que el Parla-
mento trata de sentar claramente su su-
premacía sobre el Ejecutivo, parece evi-
dente que al modificarse el equilibrio de
fuerzas entre estos dos órganos, habrá de
variar también la relación entre lo que
sólo es una manifestación de cada uno de
dichos órganos.

6. Creo que de cuanto antecede se
deduce sin ninguna duda mi opinión sobre
esta nueva obra del profesor WEIL (1).
Realmente no dudo en recomendarla a
quien se interese por el Derecho adminis-
trativo. Mas aún, creo que sería impor-
tante que se tradujera al castellano, sin
olvidar, claro está, que se trata de una
obra sobre Derecho administrativo ¡ran-
ees. Es más, creo que podremos sentirnos
muy satisfechos cuando surja entre nos-
otros una obra similar a la del profesor
WEIL, pero dedicada al Derecho adminis-
trativo español.

Lorenzo MARTIN-RETORTILLO

(1) El Profesor WEIL ca autor, en colabo-
ración con M. LoNO y G. BRAIBANT, del famo-
so libro de comentario jurisprudencial Les
grande arréts de Ut jurisprudente administra-
tive, que tan buena acogida ha tenido. Véase
entre nosotros el elogioso comentario de NIETO
en el número 43 de esta REVISTA (1964), pá-
gina 499.
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II. - REVISTA DE REVISTAS (•)

A cargo de Mariano BAENA DEL ALCÁZAR,
Ángel MARTÍN, Manuel PÉREZ OLEA y
Lorenzo AJARTÍN-RETORTILLO.

ACTOS ADMINISTRATIVOS

BOQUERA OUVER, José María: Ejecu-
toriedad y ejecución forzosa de los
actos de Id Administración local.
REVL, 139, 1965, págs. 1-27.

El artículo 361 de la Ley de Régimen
Local establece que los actos de las Ad-
ministraciones locales son inmediatamen-
te ejecutivos, lo que ha sido interpretado
en el sentido de que ello implica la in-
mediata ejecución forzosa. Pero esto no
es exacto, y así se deduce de las discusio-
nes parlamentarias que evoca el autor.

ADMINISTRACIÓN FINANCIERA

PIGUEIRA LbüRO, Miguel: La vigencia
del Presupuesto ordinario de las
Corporaciones locales. REVI», 140,
1965, págs. 184-205.

El presupuesto de las Corporaciones
locales cuya vigencia temporal ha de
ceñirse al año solar provoca algunas si-
tuaciones anormales que son estudiadas
en este artículo.

NAPOLJ, G. di: Gli ammortamenti nel
miando dello Stato. NRLDG, 1965,
núm. 1, págs. 32 y sigs.

La Ley italiana de 1 de marzo de 1964
ha supuesto notables innovaciones en el
.presupuesto de previsión estatal y en otras
instituciones conexas con él, así como
también ha modificado las normas rela-

tivas a los presupuestos de los otros en-
tes públicos. Se interna realizar una di-
vulgación de estas innovaciones, escasa-
mente conocidas hasta ahora. ,

PUPPE, D.: Rechtsfragen der óffen-
ttichen Darlehnsgewührung an Prí-
vate. DVwB, 1965, núm. 2,. págs. 68
y sigs.

Se aborda un interesante problema entre
los muchos que plantea la intervención
económica: el de las cuestiones jurídicas
que suscita la concesión de préstamos a
los particulares por entidades . públicas.
Se parte para ello del estudio y comen-
tario de la 'sentencia del Tribunal admi-
nistrativo federal de 3Í de agosto de 1961.

ADMINISTRACIÓN LOCAL

AKPAN, B. E.: The Developmeni of
Local Government in Eastern Ni-
geria. JLAO, IV, 2, 1965, págs. 118-
127.

La organización local consuetudinaria
en Nigeria oriental estaba basada en la
diferenciación tribual, originada a su vez
en razones lingüísticas. Las necesidades
de la vida administrativa moderna impo-
nen una profunda reorganización de unas
estructuras «muy limitadas por sus defi-
ciencias técnicas y financieras». Esta re-
organización se está llevando a cabo, por
medio de un penoso proceso cuyas gran-
des líneas se exponen en el presente tra-

(*) Al final de esta sección figura la tabla de abreviaturas correspondiente a las
Revistas Que se reseñan.
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bajo, con especial referencia a su ré-
gimen interno.

CASTIGUONE, G.: Funzlonalitá deglt
organi del commune dalla nomina
aWinsediantento deglt amministra-
tori neo eletti. RABÍ, 1965, núm. 3,
págs. 169 y sigs.

Se plantea el problema de cuáles son
las autoridades municipales legítimas en
el interregno entre el nombramiento y la
toma de posesión de las recién elegidas.
La solución del texto refundido de 16 de
mayo de 1960 es que las autoridades sa-
lientes continúen en sus cargos hasta el
nombramiento de las siguientes. Esto no
resuelve el problema que se examina tam-
bién a la vista de las opiniones de los
autores.

OHIANI, A.: Ancora sulla prima sedu-
ta del Consiglio comunale. NRLDG,
1965, núm. 2, págs. 137 y sigs.

Como continuación de un artículo an-
terior sobre el mismo tema se plantean
y se intentan resolver problemas concre-
tos que pueden presentarse al Secretario
del Ayuntamiento con ocasión de la pri-
mera sesión del mismo después de unas
elecciones.

GALIZIA, M.: Cause di ineleggibüitá.
ed incompabilitd a consigliere co-
munale. ¿ARI, 1965, núm. 2. pági-
nas 94 y sigs.

Continúa la publicación de este artícu-
lo, del que ya se dio noticia en números
anteriores de la REVISTA. La parle publi-
cada en este número se refiere a los re-
cursos a interponer respecto a la materia
ante la Junta Provincial Administrativa,
el Tribunal de Apelación y el Consejo de
Estado resner.tivamente.

HoüRTioj, Jean: Le statut du maire
droit-ü ¿*ra rajeuni? RA, 103, 1965,
págs. 68-70.

Se analizan las que juzga deficiencias
del vigente estatuto de lo» Alcaldes y pro-
pugna que se les dé mayores posibilida-
des de iniciativa en el sector económico
y mayor remuneración a los de las gran-
des ciudader-, en las que su misión les

absorbe todo su tiempo. Como corolario,
estima que debe diferenciarse el régimen
de competencias entre los Alcaldes de los
pequeños Municipios y el de los grandes
núcleos urbanos.

KOVACEVIC, Zivorad: Local Govern-
ment in Yugoslavia. LO, iv, 3, pá-
ginas 44-48.

El sistema yugoslavo de régimen local
es expuesto, en sus grandes líneas teóri-
cas, en este artículo. Es sabido que, cons-
titucionalmente, Yugoslavia es uno de los
países que mayor autonomía reservan., a
sus entes locales: el autor elude, sin em-
bargo, ei luncionamiento real de un ré-
gimen poco favorable a esa autonomía,
sin detenerse en los mecanismos de tipo
administrativo y electoral que anulan, en
la práctica, las declaraciones de principio
constitucionales.

LAZZARI, y . : Assegnazione del Segre-
tario ai comuni dichiarati stazUmi
di cura, soggiorno o turismo o sedi
de importanti uffici pubblici o che
siano centri di notevole attivitá in-
dustríale e commerdale. NRLDG,
1965, núm. 1, págs. 37 y sigs.

Según la legislación italiana, determi-
nados Municipios que tengan un interés
destacado por concurrir en ellos algunas
de las circunstancias que se* señalan en
el título deben ser clasificados en el grado
inmediatamente superior al que les corres-
pondería por la entidad de su población.
Se examina esta legislación comentándola
a efectos de la clasificación correspon-
diente del Secretario.

MUGNAINI, P.: L'autonomia degli enti
locali: illusioni e realitá. NRDLG,
núm. 22, págs. 2.653 y sigs.

El autor pone de manifiesto la impo-
sibilidad de que exista una verdadera au-
tonomía de Jos entes locales, proclamada,
como es sabido, por la Constitución ita-
liana, mientras entran en vigor las normas
actuales sobre control financiero estatal.

TROCCOLI, A.: In ordine alia nomina
ed alia scelta del légale per la rap-
presentanza del Comune in giudizio.

566



REVISTA DE REVISTAS!

N R U X T , 1965, núm. 1, págs. 28 y si-
guientes.

Partiendo de la base del poder del
«Sindaco» para actuar en juicio se exa-
mina la cuestión referente al nombra-
miento de Procuradores y Abogados del
Municipio y al posible encargo a los ad-
ministradores y personas dependientes del
ente local, de representarlo en juicio.

TROCCOLI, A.: La natura giuridica
della «frazioni di comune» e i di-
rítti dei frazimisti. NRLDG, 1964,
núm. 22, pág. 2.645 y slgs.

En Italia las fracciones del Municipio,
partes del territorio que son sede de un
agregado humano, son entidades de hecho
que tienen, no obstante, una particular
relevancia jurídica. Se estudian la legis-
lación al respecto, la naturaleza jurídica
y la representación en juicio de los in-
tereses de estos entes, que, según el autor,
carecen, en el Ordenamiento italiano, de
personalidad jurídica.

ADMINISTRACIÓN MILITAR

ROBÍN, R.: Le programe d'armement
1965-1970. RA, 103, 1965, págs. 50-52.

El Parlamento francés ha votado, a fi-
nes del pasado año de 1964, una Ley de
modernización de las fuerzas armadas que
comprende un período de seis años. El
articulista elogia este programa por la
vitalidad que proporciona a muchas in-
dustrias y porque su coste, no superior
al 5 por 100 del producto nacional bru-
to, le parece razonable e inferior al de
otras grandes potencias industriales.

SCHNEYDER, Philippe: La divulgation
du. secret militaire et la presse. RA,
103, 1964, págs. 26-30.

El concepto de «secreto militar» que se
impone como factor esencial de la pro-
tección de la seguridad del Estado o de
la nación es difícil de apreciar y definir.
El autor analiza los textos legales en los
que se ha penado la transgresión del se-
creto militar, desde 1810 hasta hoy, lle-
gando a la conclusión de la gran confu-
sión que reina al respecto, lo que puede

perjudicar gravemente al periodista que
roce estos temas, por lo que convendría
una refundición de las nociones que apa-
recen en diversos de aquellos textos y
dejando, en último término, cierto grado
de apreciación al Juez.

STRÜNZ, R.: Dienst oder Versorgungs-
bezüge bei Wehrpflicht des Kindes.
BAyBZ, 1965, núm. 4, págs. 51 y si-
guientes.

El servicio militar obligatorio está re-
gulado en Alemania por la Ley federal
de 25 de mayo de 1962. El artículo ex-
plica detallada y casuísticamente la Ley
siguiendo el articulado de la misma. Se
subraya la' diferencia entre las diversas
formas de cumplir el servicio que supo-
nen una permanencia más o menos larga
en el ejército.

ADMINISTRACIÓN REGIONAL

HOURTICXJ, Jean: La régionalisation
du Ve plan. RA, 104, 1965, páginas
195-198.

El V Plan francés se presenta con es-
tructura regional a la que se ha llegado
a través de las experiencias recogidas por
el Comisariado del Plan en los anteriores.
Los objetivos de este Plan son estudiados,
uno por uno, por el autor en este artículo
y se efectúa sin descender al detalle.

ORTOLÁ NAVARRO, Salvador: La refor-
ma francesa de los Departamentos
y las Regiones y su posible repercu-
sión en España. REVL, 139, 1965, pá-
ginas 49-65.

Los tres decretos franceses de 14 de
marzo de 1964, que han instaurado la
reforma de la institución prefectoral para
la aplicación del Plan de inversiones, de
carácter regional, están provocando nu-
merosos comentarios en España en orden
a las enseñanzas que cabe extraer de ellos.
Sin embargo, el autor previene contra po-
sibles y prematuras decisiones para su
introducción aquí, afirmando la diferen-
cia entre el Gobernador civil y el Pre-
fecto, ya puesta de relieve por otros auto-
res, que impiden su introducción.
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SWEETMAN: Prefects and Planning: público y distinguiendo dentro de éste el
FrancCs New Regicmalism. PA, vo- derecho dé la Federación y el de los paí-
lumen 43, I, págs. 15-30. ' ses federados.

El establecimiento de veintiuna regio-
nes en Francia en la primavera de 1964
ha sido, fundamentalmente, debido a las
exigencias de la planificación económica.
Este trabajo está principalmente dirigido
a demostrar que también en las nuevas
regiones la figura del Prefecto, ahora
«Prefecto de la región» va a seguir siendo
básica, por encima de los órganos cole-
giados de tipo administrativo o econó-
mico que le han sido adjuntados.

AGUAS

DÜPODY, G.: La loi sur Veau. RA, 103,
1965, págs. 65-66.

El 16 de diciembre de 1964 aprobó el
Parlamento francés la nueva Ley de aguas,
que no sólo afecta a las superficiales y
subterráneas, sino también a las maríti-
mas territoriales. Comprende tres títulos
destinados respectivamente a la lucha con-
tra la polución de las aguas, a su régimen
jurídico y reparto, y a disposiciones diver-
sas, versando estas últimas sobre las me-
didas a adoptar para evitar el despilfarro
de las aguas.

EÑGERT, J.: Das zweite Gesetz zur
Aenáerung des Wasserhaushaltsge*
seízes. DVwB, 1965, núm. 1, págs. 6
y sigs.

Comenzando por el procedimiento que
se ha seguido para la elaboración de la
elaboración de la Ley se expone la nueva
regulación sobre conducción de aguas que
lia supuesto una modificación del texto
vigente hasta ahora, de fecha de 27 de
julio de 1957.

SIEVERS. R.: Rewilligung und Beroil-
ligtes Rechi in der Ordnung des
Waserhaushalts. DVwB, 1965, nú-
mero i. págs. 1 y sigs.

Se estudia la legislación referente al
aprovechamiento de las aguas en las es-
feras del derecho privado y del derecho

AUTOMACIÓN

LAVER, P. J. M.: The Nature of the
Computer, PA, vol. 43, 2, págs. 127-
133.

El uso cada vez más intenso de los
computadores electrónicos en las tareas
administrativas lleva a crear en la mente
de quienes desconocen su estructura in-
terna y su modo de funcionar cierto res-
petuoso temor lleno de incomprensión. En
este artículo se trazan, muy someramente,
las líneas fundamentales que presiden eu
concepción y su utilidad, y se recalca
cómo el mérito principal de sus resulta-
dos hay siempre que atribuirlo a la mente
humana que programó su actividad.

CIENCIA
DE LA ADMINISTRACIÓN

LANOROD. Georges: La Ciencia admi-
nistrativa y su lugar entre las cien-
cias sociales. DA, 86, Í965, págs. 18-
40.

El proceso de juridización de la acción
administrativa ha ocasionado un más ní-
tido deslinde del Derecho administrativo
de la Ciencia administrativa que presenta
relaciones evidentes con otras ciencias so-
ciales que pone de relieve el autor.

SZAMEL, Lajos: Les taches de la scien-
ce administrative dans les pays so-
cialistes. RICA. 3, 1964, págs. 297-
303.

Tarea principalísima de la ciencia ad-
ministrativa es la de salvaguardar eficaz-
mente la legalidad socialista a través del
Derecho administrativo; las otras dos ta-
reas estriban en ayudar con sus realiza-
ciones al cumplimiento del trabajo ad-
ministrativo y suministrar el material ne-
cesario para la formación y perfecciona-
miento del personal administrativo, prin-
cipalmente a través de la enseñanza ün!=
versitaria.
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CLASIFICACIÓN
DE PUESTOS DE TRABAJO

D E LA MORENA Y DE LA MORENA, L. : El
puesto de trabajo: Su contenido y
significación dentro de la organiza-
ción y su valor como instrumento
de la reforma administrativa. DA,
85, 1965, págs. 46-67.

Se muestra la organización como com-
plejo de trabajo desde sus diversos aspec-
tos funcionales para pasar a examinar el
puesto de trabajo como protagonista de la
reforma administrativa.

STELVI, A.: La revisione dei prezzi
contrattuali negli appaiti di opere
Vubbliche. NRLDG, 1965, núm. 3,
pág. 273 y sigs.

En el espacio de un año se han pro-
mulgado en Italia tres disposiciones sobre
revisión de precios en los contratos de
obras públicas. Se comenta la situación
creada, así como cada una de las dispo-
siciones legales, resaltando la importancia
que tienen para los entes locales y para
los contratistas.

CORREOS

VILLAR PALASÍ, José L.: La clasifica-
ción de los puestos de trabajo y las
lineas generales de la organización
administrativa. DA, 85, 1965, pági-
nas 9-35.

Examina el autor las diversas técnicas
de clarificación y manifiesta su opinión
al respecto. Para introducir el orden en
la Administración, son fundamentales la
existencia de un Centro Directivo del per-
sonal, la Escuela de Perfeccionamiento y
la gradual implantación de las técnicas
organizativas, cuya base es la clasifica-
ción de puestos de trabajo.

CONTRATOS ADMINISTRATIVOS

DAUMARD, Jacques: Les marches de
fournitures müitaires en République
Fedérale d'Allemagne. RDPSP, 2,
1965. págs. 177-205.

A la vez que se hace el estudio de las
formas de contratación por cuenta de la
Administración militar alemana, se van
poniendo de relieve las diferencias exis-
tentes con las formas de contratación fran-
cesas en semejante caso. Las diferencias
entre el derecho alemán y el francés, que
regulan la contratación administrativa son.
más bien, de matiz. Por otra parte, el que
la contratación se efectúe para satisfacer
necesidades militares sólo da lugar a es-
pecialidades en los casos de adquisiciones
de armamento, como es de imaginar.

KAEMERER, L.: Zur Verfassungsmds-
sigkeit der Postbenutzungsverord-
nungen. DVwB, 1965, núm. 6, pági-
nas 217 y sigs.

Según la Ley federal alemana sobre la
Administración postal, el Ministro fede-
ral puede dictar reglamentaciones postales
sin necesidad del asentimiento del Con-
sejo federal apoyándose en lo dispuesto
en el artículo 2.° de la Ley fundamental.
Se discute la constitucionalidad del pre-
cepto que. para el autor, depende de la
interpretación que se dé a la cláusula
constitucional de excepción invocada.

KULZ, H.: Kostendeckungs- und Aequi-
valenzprinzip in der Postzeitungs-
gebührenordnung. DVwB, 1964, nú-
mero 19, págs. 795 y sigs.

Se examina y comenta la legislación
alemana sobre comunicaciones con objeto
de contrastar las necesidades financieras
de estos servicios con la contribución que
hacen los usuarios al mantenimiento de
los mismos mediante el pago de las ta-
rifas.

DERECHO AGRARIO

RICARDO CABRERA, Rodolfo: El Derecho
agrario en las Leyes de reforma
agraria de América Latina. REAS,
48, 1965, págs. 131-166.

El Derecho agrario es el instrumento
para la realización de la reforma agraria
en Iberoamérica que ha de dar a la capa
social agraria un nivel de vida más ade-
cuado, según expone el autor a través'
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del examen de las Leyes de reforma agra-
ria de varios países iberoamericanos.

LAMO DE ESPINOSA, E.: La agricultura,
problema social. REAS, 48, 1964, pá-
ginas 7-31.

La agricultura ha sido sacrificada en
beneficio de la industrialización a ultran-
za, por lo que ha llegado a su actual es-
tado de postración. El autor sugiere un
conjunto de medidas que básicamente han
de servir para sacarla de su actual estado
y mantenerla en estado floreciente, de-
jando de constituir un problema social.

DERECHO PARLAMENTARIO

Voss, H.: Zur Systematik der Aulga-
ben des Bundesrates. DVwB. 1965,
núms. 3 y 4, págs. 102 y sigs y 141
y sigs.

La Dieta federal existente en Alemania
a partir de la Ley fundamental de Bonn,
se estudia detalladamente desde el punto
de vista del derecho constitucional, cen-
trando el examen principalmente en las
competencias que tiene atribuidas.

DERECHOS FUNDAMENTALES

ALONSO-CORTÉS CONCEJO, Aurelio: Ha-
cia un concepto del derecho de peti-
ción. DA, 86, 1965, págs. 54-56.

Analizada la naturaleza jurídica del de-
recho de petición, entiende el autor que
éste está consumido por la facultad emi-
nentemente colaboradora de los españo-
les de promover directamente de la auto-
ridad competente actos de naturaleza esen-
cialmente política o graciable, cuya opor-
tunidad cabe decidir, en definitiva, a la
misma, y para cuya adopción no se cuenta
con un previo fundamento legal.

CASTIGLIONE, E.: La liberta di reunio-
ne e associazione, di fede e di pen-
siero nell'attuazione costituzionale.
NRLDG. 1965, núm. 3, pág. 273 y
siguientes.

El artículo, que tiene una estructura
muy sencilla, consta de una introducción

general y de tres capítulos que versan so-
bre la libertad de reunión y asociación,
la libertad de profesar una fe religiosa,
y la libertad de prensa y de pensamiento
a la vista de los artículos correspondien-
tes de la Constitución italiana.

FLIEGATJF, H.: Massnahmen nach der
Verbringungsgesetz und gerichüU
cher Rechtsschutz. DVwB, 1965, nú-
mero 6, pág. 225 y sigs.

La Ley alemana que limita o prohibe
la destrucción o dilapidación injustificada
de riqueza, supone una intromisión en la
csfura de libertad de los particulares. Se
estudian las garantías jurídicas y la pro-
tección de los derechos por los Tribunales
de justicia alemanes en relación a esa es-
fera de libertad sobre la que recae el con-
tenido de la Ley.

PROEHLICH: Die Grundzüge des Ge-
setzes zur Regelung des óffentlichen
VereinsrecM. DVwB. 1964, núm. 19,
págs. 799 y sigs.

La publicación de la Ley de Asocia-
ciones de 5 de agosto de 1964, que sus-
tituye a la vieja regulación de 1908, da
lugar a la publicación del presente ar-
tículo, que expone el contenido de la
Ley haciendo hincapié en el derecho de
asociación.

HENKE, W.: Das subjektive ójfentliche
Recht auf Eingreiffen der Polizei.
DVwB, 1964, núm. 16, págs. 649 y si-
guientes.

Se plantea el problema de si un ciu-
dadano puede interponer una demanda
contra la policía por haber entrado ésta
indebidamente en un domicilio privado.
Se examina la cuestión desde el punto
de vista de los derechos públicos subje-
tivos, haciendo, además, una referencia a
la competencia de la justicia administra-
tiva sobre la materia.

LÓPEZ-NIETO Y MALLO, Francisco: La
competencia administrativa en ma-
teria de asociaciones. DA, 86, 1965,
págs. 41-53.

Sobre la actuación de las asociaciones
inciden las competencias de diversos ór-
ganos de la Administración y aun de di-
versas jurisdicciones, según se expresa en
este artículo.
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PFBIFER, H.: Handbveh der Grund-
freiheiten und der Menschenrechte.
DVwB, 1965, núm. 3, págs. 107 y sigs.

El autor pone de manifiesto la nece-
sidad de un estudio sobre los derechos
de los ciudadanos y las garantías de es-
tos derechos, tal como aparecen configu-
rados en la Constitución de la República
de Austria. Brevemente se estudian estos
derechos y garantías.

autor que es necesaria una Ley que loa
reforme en el sentido de prever dos mo-
dos de ocupación, en lugar de los tres
existentes. Cuando la ocupación tuviese
una finalidad estrictamente privada, de-
bería subsistir su carácter temporal y 6U
precariedad, pero aquellas ocupaciones que
fueron declaradas de utilidad pública de-
bieran disfrutar de un régimen más favo-
rable que, incluso, permitiese el crédito
hipotecario sobre tales concesiones.

DERECHOS
REALES ADMINISTRATIVOS

SELLMANN, M.: Entschadigung der Apo-
thekenreálrechte? VwA, 1965, núme-
ro 2, pág. 123 y sigs.

Como introducción al estudio del tema
propiamente dicho, que se anuncia para
un próximo número, se hace un estudio
general sobre los Derechos reales. Al plan-
teamiento del problema sigue una intro-
ducción histórica para enfrentarse des-
pués con la cuestión del carácter jurídico-
público o jurídico-privado de los Dere-
chos reales.

ENSEÑANZA

D E LALLA, A.: La sscuola nuova» nel
mondo. NRLDG, 1964, núm. 23, pá-
ginas 2.800 y sigs.

Se recogen rápidamente, acompañándo-
las dé un breve comentario, Ia9 más impor-
tantes aportaciones a la pedagogía y a la
enseñanza en general en diversos países,
haciendo al mismo tiempo una crítica a
una obra sobre el mismo tema, cuyo autor
es Cint, PÁRENTE.

DISPENSAS

ANGELICI, M.: Appunti in tema di
dispensa amministrativa con partí-
colare riferimento alia licenza edili-
zia in deroga. NRDLG, 1964, núme-
ro 22, págs. 2.655 y sigs.

Partiendo de la elaboración doctrinal
efectuada por BODDA, se estudia la figura
de la dispensa administrativa examinando
sus elementos característicos y sus dife-
rencias con la autorización administra-
tiva. El resultado del estudio se aplica
después a las licencias municipales que
eximen de una obligación de carácter ge-
neral.

DOMINIO PUBLICO

DUFOUY, G.: Parkings souterrains et
domaine public. RA, 104, 1964, pá-
ginas 192-194.

Después de analizar los modos de ocu-
pación del dominio público, entiende el

MINOT, J.: Autre reforme á l'Educa-
Uon nationale: Celle du Conseil Su-
perieur. RA, 103, 1965, págs. 53-55,

La Ley de 26 de diciembre de 1964 ha
modificado la composición de los miem-
bros de este Consejo, así como el modo
de designación, con el fin de ampliar su
carácter representativo de las diversa» en-
señanzas y configurar su designación en
las dos formas de miembros natos y elec-
tivos.

MUNCH, von I . : Die püdagogische

Freiheit des Lehrers. DVwB, 1964,
núm. 19, págs. 780 y sigs.

Se estudia la situación jurídica de los
profesores de las escuelas públicas, pro-
blema de actualidad por haber sido es-
cogido el tema «Administración y escuela»
como uno de los que habrían de ser
discutidos en el Congreso de profesores
alemanes de Derecho «público.
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FORMACIÓN DE FUNCIONARIOS

FULLER, C, y CHAMBERS, R.: TraíTiing
jar the Administration of Develop-
ment in Keña. JLAO, IV, 2, 1965,
págs. 109-117.

Como todo país en vías de desarrollo,
Keña se encuentra enfrentada con el se-
rio problema de poner al día sus insti-
tuciones administrativas para responder a
las necesidades de la promoción del des-
arrollo económico. El Instituto de Admi-
nistración de Keña viene organizando unos
cursos de perfeccionamiento, de los que
los más importantes son los «proyectos
de desarrollo de distritos», sobre cuyo
contenido y realización se dan datos mi-
nuciosos en el artículo.

HENKE, G.: Lohnt sich der Erwerb
des Verwaltungsdiploms? BAyBZ,
1965, núm. 4, págs. 56 y sigs.

Las Academias de Administración y
Economía que existen en Alemania otor-
gan diplomas a los que siguen sus cursos
con aprovechamiento. El artículo se refie-
re a las ventajas que supone para el fun-
cionario la obtención del diploma, que se
considera como forma de cumplir la obli-
gación de formarse profesionalmente.

HENTCEN, E. F.: La formation des ca-
dres administranfs des pays en vote
de développemente: Programes et
maniere d'enseigner. RICA, 3, 1964,
págs. 277-284.

El autor expone sus puntos de vista so-
bre el tema en base a la experiencia que
ha adquirido como experto de las Nacio-
nes Unidas en varios países. Respecto a
los programas, entiende que deben cons-
tituir su base los tres principios, que con-
creta en colaborar en el desarrollo del
país, organizar el nuevo Estado y asegurar
la participación del pueblo en la cons-
trucción del Estado. En cuanto a la ma-
nera de enseñar, propugna huir del dog-
matismo y favorecer las exposiciones prác-
ticas.

VERBERA, E.: Selezione, formazione e
perfezionamento dei pubblici funsio-
nari in Svagna. NRLDG, 1965, nú-
mero 3, págs. 268 y sigs.

Tras una breve alusión al Estatuto de
Bravo Murillo y a la legislación sobre

funcionarios de 1918, el autor expone y
comenta el tema a la vista de la nueva
legislación española sobre funcionarios y
de las realizaciones del movimiento de re-
forma administrativa.

FUNCIONARIOS

(Vid. FORMACIÓN DE FUNCIONARIOS y
PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO).

CARRASCO BELINCHÓN, J.: Mutualida-
des de funcionarios públicos. DA, 86,
1965, págs. 67-70.

Se defiende por el autor la tesis de la
publicación de una normativa general del
sistema de Mutualidades de Funcionarios,
que debería hacer desaparecer las irritan-
tes desigualdades, tanto en su actuación
económica como en su configuración or-
gánica, perfeccionando la cobertura de las
contingencias protegidas.

ENGELBERT, Ernest A.: Major Issues
in Professional Training for Public
Administration. RICA, 3, 1964, pá-
ginas 272-276.

Los principales problemas que compren-
de la formación del funcionario o futuro
funcionario pueden circunscribirse a los
cuatro siguientes: 1.°, Concepto de la en-
señanza a impartir; 2.°, concepto de la
función pública; 3.°, contenido de los
programas de formación, y 4.°, el nivel
de inteligencia y preparación exigible a
los aspirantes.

PERRARETTI, S.: Per una burocrazia
europea. Mayo 1965, pág. 163 y sigs.

A la vista de las corrientes actuales fa-
vorables a la integración europea, el au-
tor propugna la creación de una burocra-
cia supranacional, esto e9 un Cuerpo ad-
ministrativo que actúe como un elemento
integrador más, teniendo en cuenta las di-
ferencias entre los países y mirando al
futuro integrador.

Aurelio: Riduzione di an-
zianitá ai fini dell'avanzamento. B,
abril 1965, págs. 123 y sigs.

Se comenta un precepto del artículo 24
de la Ley de 12 de agosto de 1962, que
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dispensa por una sola vez de la edad re-
querida para el ascenso a categorías su-
periores de los funcionarios de la Admi-
nistración financiera.

seguidamente entrar en la exposición de
la forma de remuneración de los funcio-
narios federales del Brasil.

HONNÁCKER, H.: Dienststrafverfahren
und Personalrat. BAyBZ, 1965, nú-
mero 3, págs. 41 y sigs.

Se comentan diversos aspectos del dere-
cho de defensa de los funcionarios pú-
blicos en el procedimienlo criminal. Kl
tema se expone teniendo presente la legis-
lación federal y la particular del país fe-
derado de Baviera.

K. W.: Wird der Verwaltungsapparat
des modernen Staates seinen Aufga-
ben gerecht? VwP, 1965, núm. 3, pá-
ginas 70 y sigs.

La productividad del aparato adminis-
trativo es un factor decisivo para el cum-
plimiento de los fines del Estado moder-
no. En tal sentido resulta igualmente de-
cisiva la importancia de la burocracia que
debe concebirse siempre como un grupo
de servidores que es indispensable al Es-
tado y no como un fenómeno natural in-
conmensurable.

LANGROD, Georges: Le nouveau statut
des fonctionnaires en Espagne. RICA,
3, 1964, págs. 263-271.

Dentro del movimiento de reforma ad-
ministrativa acometido en España por la
S. G. T. de la Presidencia del Gobierno,
destaca la Ley de Funcionarios Civiles del
Kstado de una calidad, afirma LANCROD,
que no admite discusión. Estudia los prin-
cipios fundamentales subyacentes en el
texto, que resume en: 1.°, creación de un
órgano coordinador y unificador, la C. S.
P.; 2.°, la pretensión de unificación que
se manifiesta en otrns aspectos d<; la Ley;
3.°, el deseo de mantener la eficacia de
los funcionarios; 4.°, el deseo de obtener
tndo el renHimienlo exigiliie a éstos, y
5.°. la preocupación pur su adecuada pro-
tección a través de la seguridad social.

LÓPEZ MEIRELES, Hely: Vencimentos e
vantangens dos servidores públicos.

• RDA, 77, 1964, págs. 13-30.

Se examina la naturaleza jurídica de
la remuneración de los funcionarios para

MARTÍNEZ BLANCO, Antonio: La exce-
dencia voluntaria en el Derecho lo-
cal. REVL, 139, 1965, págs. 28-45.

La situación de excedencia, poco tra-
tada por la doctrina, ha dado lugar a una
serie de problemas que han tenido que
ser abordados por la jurisprudencia. Ha
sido establecida en interés del funciona-
rio y se halla estrechamente vinculada a
la insuficiencia de las retribuciones.

SANSONE, N.: Lo sciopero dei finanzia-
ri. B, mayo 1965, págs. 173 y sigs.

Las organizaciones sindicales que agru-
pan a los funcionarios de los Ministerios
de Finanzas, del Tesoro y de Participa-
ciones Estatales decidieron ir a la huelga
los días 30 y 31 de marzo pasados. El ar-
tículo comenta la situación en que ha que-
dado la remuneración de estos funciona-
rios después de la huelga.

SILVEIRA, Víctor: Le nouveau statut
du corps des administrateurs civils.
RA, 104, 1965, págs. 172-176.

Desde 1945 el Cuerpo de Administra-
dores civiles de Francia ha estado sucesi-
vamente sometido a cinco Estatutos, el
último de los cuales ha entrado en vigen-
cia el 1 de enero de 1965, y el autor lo
expone muy detalladamente, de forma que
se hace interesante a los que deseen co-
nocer lo referente a este Cuerpo de fun-
cionarios de Francia.

SILVERA. Víctor: Móbüité et unité dans
la Fonction Publique. RA. 103, 1965,
págs. 43-45.

El Estatuto general de los funcionarios
franceses está contenido en la Ordenanza
de 4 de febrero de 1959, cuyo artículo 2.°
autoriza que los Reglamentos particulares
de los Cuerpos puedan derogar parcial-
mente el Estatuto general. Con el fin de
obtener un mayor aprovechamiento del
personal salido de la Escuela Nacional de
Administración y del personal docente en
general, dos Decretos de 26 de noviembre
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de 1964 introducen una mayor flexibilidad
en la adjudicación de destinos y en la
promoción a determinados empleos jerár-
quicos.

STRUNZ, R.: Aendentng der Verord-
nung über die Nebentatigkeit der
bayerischen Beamten. BAyBZ. 1965,
núm. 3, págs. 43 y sigs.

El Gobierno bávaro ha dictado, con su-
jeción a las Leyes federales alemanas, la
Ordenanza de 15 de diciembre de 1964,
sobre remuneraciones de los funcionarios.
Se explica brevemente la disposición, de-
tallando la fecha de su entrada en vigor.

WILHELM, B.: Der Beamte ais Helfer
des Staatsbürger. VwP, 1965, núme-
ro 3, págs. 71 y sigs.

El estudio, que debe encuadrarse den-
tro del tema de las relaciones públicas en
la Administración, estudia detenidamente
cada uno de los aspectos parciales en que
se desdobla la obligación del funciona-
rio de concebirse a sí mismo como un
servidor del ciudadano. Se hace un es-
pecial hincapié en el deber de_cortesía.

HISTORIA
DE LA ADMINISTRACIÓN

MORSEV, R.: Bismarck und die Reich-
sverwaltung. DVwB, 1965, núm. 7,
págs. 257 y sigs.

Con motivo del ciento cincuenta aniver-
sario de la fundación del Imperio alemán
se plantea el problema de la investigación
histórica acerca de la Administración de
la época. La visión general de la evolu-
ción se completa con un interesante apar-
tado sobre las relaciones entre Bismarck y
la democracia.

THÜILLIER, Guy: Comment les fran-
gais voyaient l'administration au
XVIle siécle: Le «Droit Public» de
France de l'abbé Fleury. RA, 103,
1965, págs. 20-25.

Se analiza el pensamiento del abbé
FLEURY, expuesto en su obra Droit Public

de France, escrito entre 1675 y 1679. Bue-
na parte de la atención del articulista se
detiene en la exposición que hace FLEURY
del estado de la función pública en aque-
lla época de general corrupción adminis-
trativa, que se derivaba de la forma de
nombrar los titulares de los oficios pú-
blicos y de su remuneración. También ex-
pone la síntesis del pensamiento de FLEU-
RY sobre el sistema fiscal y sobre la po-
licía de los abastecimientos y de las cos-
tumbres.

INTERPRETACIÓN

GIÜLIANELLI, Aurelio: Interpretazio-
ne... di una interpretazione auten-
tica. B, marzo 1965, págs. 89 y sigs.

La Gaceta Oficial de la República ita-
liana ha promulgado la Ley de 12 de di-
ciembre de 1964, que interpreta el artícu-
lo único de la Ley de 28 de octubre
de 1962 sobre ascenso de los funciona-̂
rios a Director de división. El articulo
explica la razón de la norma interpretativa
y se pronuncia sobre el planteamiento del
problema.

HUETTL, A.: Zur Auslegung des Recht,
besonders des ó/fentlichen Recht.
DVwB, 1965, núm. 3, págs. 61 y sigs.

Los problemas actuales que se plantean
respecto a la interpretación del derecho
público se examinan e intentan resolver
tras un enfoque previo, en el que se ex-
ponen los problemas de método contro-
vertidos en el pasado y en el presente.

IRLANDA

LANGROD, Georges: Le Gouvernement
et l'Administration de l'Irlande in-
dépendante. RA, 104, 1964, págs. 199-
206.

Después de exponer su situación geo-
demográfica y una síntesis de su evolu-
ción histórica, el autor se ocupa de la
Administración de este país, tanto en la
esfera central como en la local, sin olvi-
dar una referencia a la organización de
la función pública.
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JUSTICIA ADMINISTRATIVA

ANGELICI, M.: Per una giustizia ammi-
nistrativa sostanziále. NRLDG, 1964,
núm. 21, págs. 2.497 y sigs.

Se hace un comentario sobre el pro-
yecto de Ley de reforma del proceso ad-
ministrativo ante el Consejo de Estado ita-
liano, proyecto sobre el que han recaído
estudios realizados con ocasión del dé-
cimo Convenio de Estudios de Ciencia de
la Administración.

PRAGOLA, G.: La risarciUlitá degli in-
teressi legitimi e il progetto di ri-
forma della giustizia amministrati-
va. NRLDG, 1965, núm. 2, págs. 129
y sigs.

Partiendo de la regulación del tema en
el Código civil italiano y del comentario
de la jurisprudencia acerca de la obliga-
ción de resarcimiento por violación de in-
tereses legítimos, se examina la cuestión
desde el punto de vista de los intereses
que deben ser protegidos por la justicia
administrativa.

GARRIDO PALLA, P.: De los recursos
contra resoluciones del Vicepresiden-
te de la Comisión Superior de Per-
sonal. DA, 86, 1965, págs. 9-17.

Son importantísimas las competencias
delegadas asignadas al Vicepresidente de
la Comisión Superior de Personal, y ello
da lugar a que se planteen problemas acer-
ca de la competencia para decidir los re-
cursos de alzada y reposición contra las
decisiones de aquel órgano por la oscura
redacción de los preceptos legales aplica-
bles al caso.

LOEWER, K.: Der verwaltungsgerich-
tliche Prozessvergleich ais materiel-
les Rechtsgeschdft. VwA, 1965, nú-
mero 2, págs. 142 y sigs.

Se publica la primera parte de un es-
tudio sobre la transacción procesal en el
proceso contencioso-administrativo, comen-
zando por un encuadramiento del tema
en la ordenación de la justicia adminis-
trativa alemana.

PICCARDI, L.: Próblemi del processo
amministrativo. BARÍ, 1965, núme-
ro 4, págs. 253 y sigs.

Se contiene en el artículo el texto de la
intervención del autor en el décimo Con-
greso de Estudios sobre Ciencia de la
Administración. Se comenta en él la co-
municación del profesor GUICCIARDI sobre
el proceso administrativo, asf como el pro-
yecto de ley de reforma del mismo.

SARACENO, D.: II pubblico ministero
ed il consvlente técnico nei giudizi
di pensione innanzi aüa Corte dei
Conti. NRLDO, 1965, núm. 1, pági-
nas 19 y sigs.

El Colegio Médico y el Ministerio de
Sanidad son unos verdaderos auxiliares, del
Juez en cuanto que su papel es decisivo
en la actividad contenciosa de los Tri-
bunales, al menos en ciertos casos. Se
destaca especialmente la labor desarrolla-
da como auxiliares técnicos del Ministerio
público.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

BAKER, R. J. S.: The Art of Dclega-
tion. PA, vol. 43, 2, págs. 155-172. -

Mucho se ha escrito sobre la delega-
ción de funciones desde el punto de vista
de la eficacia, pero pocos se han cuidado
de dar definiciones y reglas concretas so-
bre la delegación. Supuesta la necesidad
de la misma, el autor estudia los motivos
acertad,os y equivocados de delegar fun-
ciones, la manera de controlar la delega-
ción, las distintas formas de delegar, etcé-
tera, para llegar a la conclusión de que,
como en tantas otras cosas, todo es cues-
tión, fundamentalmente, de buenas comu-
nicaciones internas y de confianza entre
el jefe y 8us inferiores.

GROEBETT, von der K.: Zum Nach-
wuschsproblem der Verwaltung.
DVwB, 1965, núm. 4, págs. 137 y sigs.

No es realmente la misión del moderno
Estado administrativo multiplicar constan-
temente el número de sus funcionarios, si-
no asegurar la continuidad de la Admi-
nistración mediante una preparación ade-
cuada del personal y una diferenciación
de funciones cada vez más precisa.
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LASO, María Pilar, y BAUER, Erich:
La propiedad forestal en España.
REAS, 49, 1965. págs. 7-49.

La protección de las masa9 forestales
del país exige que la administración de
:Ds montes se halle encomendada al Esta-
do. La propiedad de los montes tiene sus
antecedentes en situaciones que en nuestro
país se remontan a dos milenios, pero en
el siglo xix la legislación desamortizadora
ocasionó importantes mutaciones que de-
terminan que la propiedad privada, en in-
terés de la nación, se vea privada de la
facultad de administrar esos bienes.

PATRIMONIO ARTÍSTICO

DI BELLO, Furto: Riflessi amministra-
tlvi della tutela del Patrimonio ar-
tístico nazionale. B, marzo y abril
de 1965, págs. 97 y sigs. y 135 y sigs.

Se parte del punto de vista previo con-
sistente en subrayar la insuficiencia de
medios con que se cuenta en Italia para
la protección del Patrimonio artístico, con
lo que, según el autor, no puede decirse
que se ejerza una verdadera tutela. Se exa-
minan también los problemas de personal
y material planteados.

SINCER, J.: Les delegations du Conseü
General á la Commission Departo
mentóle. RA, 104, 1965, págs. 187-
189.

Se estudia las vicisitudes históricas del
ámbito de las delegaciones del Consejo
General a la Comisión departamental, y se
concluye que así como se ha ampliado el
ámbito de estas delegaciones, se ha man-
tenido su carácter temporal, precisando
que tales delegaciones cesan en la fecha
en que corresponde elegir nueva Comisión.

STANCAMPLANO. E.: Autarchia e auto-
nomía nella teoría e nella realita.
B, mayo 1965, pág. 167 y sigs.

Se pone de manifiesto la diferencia exis-
tente entre el uso científico de los tér-
minos autarquía y autonomía y el de la
legislación italiana. Para ello se revisan
someramente las definiciones dadas de am-
bos términos en la doctrina italiana.

WLADIMIROFF, Oleg: Le fonds fores-
tier national et la forét frangaise.
RA. 103, 1965, págs. 47-48.

Se expone el resultado que ha dado, que
se juzga excelente, la creación del Fondo
Forestal Nacional para financiar la repo-
blación forestal en el vecino país. Este
fondo se nutre con una tasa sobre el valor
de los productos forestales aprovechados en
cuantía de hasta el 10 por 100, si bien ac-
tualmente está fijado en el 6 por 100.
Con el producto de su exacción se ha cos-
teado el 95 por 100 de la repoblación fo-
restal practicada desde 1946, año de crea-
ción del fondo.

BASSETTI, CORRÉALE, BOAZZI: Iudirizzi
di política amministrativa. NRLDG,
1964, núm. 23, págs. 2.804 y sigs.

Bajo este título común se publican tres
artículos centrados sobre la planificación,
especialmente a nivel regional y local. Se
refieren, respectivamente, a los planes de
desarrollo, la recogida y elaboración de
datos y la formación de administradores
que aplicarán la planificación a escala
local.

GIACOBELLI G.: L'applicazione della
legge di salvaguardia in pendema
dell'approvazione delle varianti di
piano regolatore. NRLDG, 1964, nú-
mero 23, págs. 2.78S y sigs.

El artículo se refiere a las facultades de
la autoridad municipal para suspender to-
das las determinaciones a tomar respecto
al otorgamiento de licencias de construc-
ción cuando los planes oportunos hayan
sido adoptados, pero no aprobados. Se exa-
mina también la situación planteada
cuando se ha aprobado una variante del
plan.

LOMBARDO, G.: di strumenti giuridici
della pianificazione. NRLDG, 1964,
núm. 22, págs. 2.659 y sigs.

El artículo 41 de la Constitución italia-
na se refiere a la programación económica
en una de sus artículos más confusos y
debatidos por la doctrina en cuanto a su
interpretación. A propósito del tema so-
bre las dificultades creadas en orden a
la distinción entre planes y programas, se
plantean además otros referentes a la ins-
trumentación jurídica.
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PREFECTOS

COLUARD, Albert, y GROSHENS, Jean C.:
La sous-préfectorisation des préfets
des déportements. RDPSP, 1, 1965,
págs. 5-30.

Los autores, profesores de las Universi-
dades de París y Estrasburgo, respectiva-
mente, examinan la utilidad y eficacia de
los Decretos de marzo de 1964, de refor-
ma de la Administración periférica y de-
partamental. Estiman que bajo la apa-
riencia de restaurar la misión del Prefecto
como jefe de" los Servicios de los Ministe-
TÍOS en el Departamento, «e va a conse-
guir aumentar el poder de decisión de és-
tos, responsabilizando, en cambio, de eus
efectos al Prefecto, concluyendo que ello
pone de relieve la necesidad de reformar
la institución prefectoral.

SINGER, J.: Les dlspositions réglamen-
taires prtses en 1964 au sujet du sío-
tut des préfets. RA, 103, 1965, pági-
nas 60-61.

Constituye una exposición de las dispo-
siciones atinentes al Estatuto que rige la
profesión de Prefecto, adoptadas durante
el pasado año, y es particularmente im-
portante el Decreto de 29 de julio, que
deroga el anterior Estatuto.

PRENSA

procedimiento administrativo, la atención
del autor se centra en dos puntos que se
examinan con relativa extensión: la regu-
lación de los contratos administrativos y
la posible revisión de las leyes procedi-
mentales de los países federados.

FENEBERG, H.: Zum Musterentwurf
eines Verwaltungsverfahrengesetzes.
DVwB, 1965, núms. 5 y 6, págs. 1T7 y
siguientes y 222 y slgs.

La publicación del anteproyecto de' Ley
de Procedimiento Administrativo da lu-
gar a la aparición de este artículo, cuyo
contenido versa principalmente sobre la
combinación de principios formalistas ,y
antiformalistas y sobre la regulación del
acto administrativo.

HAÜEISKN, P.: Zum Prtíblem des Ver-
trauensschutzes im Verwaltungsrecht.
DVwB, 1964, núm. 17-18, págs. 710 y
siguientes.

Después de examinar las cuatro formas
en que, a su entender, puede la Admi-
nistración obligar a los particulares, exa-
men en el que es especialmente intere-
sante el espacio dedicado al acto admi-
nistrativo, el autor propugna una codifi-
cación general del procedimiento admi-
nistrativo que regule oportunamente los
posibles vicios de los actos.

BISCHOFF, F.: Die Neuordnung des
Presserecht in Niedersachen. DVwB,
1965, núm. 8, págs. 305 y slgs.

Durante los meses transcurridos del año
en curso se han publicado en Alemania
'as Leyes de Prensa de los países federa-
dos de Hamburgo, Bremen y de la Baja
Sajonia. Se expone el contenido de esta
última, que parte del principio de libertad
de prensa, estableciendo después las opor-
tunas limitaciones administrativas.

P R O C E D I M I E N T O
ADMINISTRATIVO

PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO

LINDGEN, E.: Die Untersuchung-Ge-
danken zwr Reform des DiszipUna-
recht. DVwB, 1965, núm. 6, págs. 312
y slgs.

El artículo Tefuta punto por punto y
de forma terminante las investigaciones
de LOCHBRUNNER y las afirmaciones que
formula este autor sobre la necesidad de
una reforma del procedimiento disciplina-
rio en un artículo aparecido en la misma
Revista en 1964.

BARIG, M.: Zur Problematik eines Ver-
waltungsverfahrengesetzes. D V w B ,
1965, núm. 5, págs. 180 y sigs.

Dentro de la problemática planteada por
el anteproyecto de la Ley federal sobre

LOCHBRUNNER, F. X.: Quo vadis Dlszl-
plinarrecht? DVwB, 1965, núm. 8,
págs. 308 y slgs.

Después del comportamiento de la bu-
rocracia durante la época nacionalsocia-

577
37



T ^ ^ . . ^ . . d d procedimiento d«-
.rio ea en Alemania una cuestión 4'e

tmv*^ genot^t Se intentan preciar las
bases del miamp de acuerdo con lo que
dispone la Ley fundamental. .

STUERHSR, L.: ObligatoHsche Unter-
Michtmg? DVwB, 1965, Búm. 8, pági-
nas 315 y adgs.

Los puntos de vista expresados en 1964
por LOCHBRUNNER sobre el procedimiento
disciplinario están en desacuerdo con las
normas constitucionales. Esta afirmación
preliminar se fundamenta después por el
autor dentro de los límites impuestos por
U brevedad de la colaboración.

PROFESIONES LIBERALES

SIZAIRE, Daniel: Vers un statut des
agents immobiliers et des adminis-
trateurs de biens ou assimüés? RA,
104, 1965, págs. 147-150.

El Decreto de 25 de marzo de 1965 y
tres Ordenes del mismo día regulan la
profesión de agente de la propiedad in-
mobiliaria en el vecino país y la de ad-
ministrador de bienes, en cumplimiento
de una Ley de 1960 que se hallaba sin
aplicación a falta de estos textos regla-
mentarios que son expuestos por el autor
de este artículo.

REFORMA ADMINISTRATIVA

LANDOROD, Q^orges: VA&minlstration
publique en Gréce et le probléme de
«o reforme. RA, ;03, J..965, págs. 71-79.

Qrecia, paú subdeaarrojladq, lo es tam-
bién en el (ampo administrativo, en el
que una función pública sin prestigio y
mal, pagada, espera las reformas anuncia-
das paj Papandreu, qué si dedicó el
año 1964 a impulsar la lucha contra el
analfabetismo y la reforma de la instruc-
ción pública, ha dicho que el de 1965
sería el de la reforma administrativa.

RODRÍGUEZ ARIAS, J. o . : Una Adminis-
tración eficiente y suficiente. RICA,
3, 1964, págs. 242-262.

Después de exponer la realidad admi-
nistrativa argentina, desaroüa en forma
amplia sus opiniones respecto del tema
de su estudio, analizando los puntos prin-
cipales que debe comprender una reforma
administrativa encaminada á hacer más
eficaz la Administración.

RELACIÓN LABORAL

CASTIGLIONE, G.: Lavoratore e Stato
nelle relazionl pubbliche. NRLDG,
1964, núm. 21, págs. 3.515 y sigs.

Se da cuenta de las diversas técnicas
en que consisten las relaciones públicas,
extendiéndose además en su aplicación al
campo concreto de las relaciones entre el
ciudadano trabajador y la Administración
Pública.

DODD, c. H.: Administrative Reform
in Turkey. PA, vol. 43, 1, págs. 71-83.

El Gobierno turco nombró, en 1962, una
Comisión para la reforma administrativa,
que elevó al año siguiente un informe
acompañado de una «Guía de la Adminis-
tración» del paÍ9. La situación de la Ad-
ministración en Turquía y su análisis en
el citado informe son objeto de»este tra-
bajo, que glosa las principales conclu-
siones a que llegó la Comisión. Algunas
de éstas, en particular las referentes al
papel del Consejo de Ministros y a la
coordinación interministerial, son suma-
mente interesantes.

RELACIONES PUBLICAS

FKRRARETTI, S.: Le relazioni umane
nella Pubblica Amministrazione. B,
abril 1965, págs. 129 y sigs.

Tras una breve introducción explicativa
de lo que debe entenderse por relaciones
públicas y relaciones humanas se subraya
la importancia máxima de estas últimas,
ya que si la Administración Pública es la
expresión de una determinada sociedad
no puede desconocerse la importancia que
tienen en la vida moderna cada uno de
los miembros de la comunidad.
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RESPONSABILIDAD
DE LA ADMINISTRACIÓN

ACHTERBERG, N.: Die Haftung bei scha-
dengeneigter Arbeit im óffentlichen
Dienstrecht. DVwB, 1964, núm. 16,
págs. 655 y sígs.

Se examinan desde diversos puntos de
vista los temas referentes a la responsa-
bilidad en el servicio público, tanto desde
el ángulo de la Administración o el con-
cesionario respecto del funcionario como
a la inversa. El artículo, que forma parte
de un estudio más extenso, trata el pro-
blema de una manera minuciosa y ex-
haustiva.

CARLETTI, A.: Un tQuiz» interessante
in materia di danni di guerra:
l'art. 28 delta legge. RARI, 1965, nú-
mero 2, págs. 85 y sigs.

Recientemente el Ministerio del Tesoro
italiano ha promulgado una circular para
la interpretación y ejecución del artícu-
lo 28 de la Ley sobre indemnización por
daños de guerra. Tomando este hecho
como punto de partida el autor ofrece una
interpretación de la cuestión controvertida.

CASTIGLIONE, G.: Accertamento e de-
claratoria del danno nella lessione
degli interessi legitimi. RARI, 1965,
núm. 4, págs. 264 y sigs.

Después de unas consideraciones gene-
rales introductorias al tema se examinan
las teorías sobre la determinación del
daño y la responsabilidad del funcionario,
para concluir afirmando la competencia
de la jurisdicción ordinaria respecto a las
dos fases de la determinación del daño
causado y la declaración del mismo a
efectos de la responsabilidad a exigir.

GELSI BIDART, A.: Responsabilidad ju-
dicial en el Derecho uruguayo. RIDP,
2, 1965, págs. 9-81.

Esta responsabilidad está establecida
en la Constitución uruguaya y da lugar
a un proceso especial que se expone de-
talladamente. También están sujetos los
jueces a sanciones disciplinarias, de las
que se ocupa el autor en la última parte
de su estudio.

STANCAMPIANO, E.: Aspetti deüa res-
ponsabilitá dello Stato. B, marzo 1965,
págs. 83 y sigs.

De una manera rápida se expone una
visión general de la responsabilidad del
Estado, examinando también la respon-
sabilidad del funcionario, todo elJo a la
vista principalmente de la doctrina y la
legislación italianas.

TRAFICO

BALLESTER ROS, Ignacio: La competen-
cia municipal en materia de circula-
ción. REVL, 140, 1965, págs. 218-232.

La promulgación de la Ley de 30 de
julio de 1959 y legislación complementa-
ria ha dado lugar a algunos conflictos
jurisdiccionales y el autor defiende aquí
la competencia municipal en la materia.

WEHNER, B.: Proposáls fur the Solu-
tion of Traffic Problema in Tovms.
LG, IV, 2, págs. 23-28.

El problema del tránsito rodado sigue
siendo el más importante con que han de
enfrentarse de forma inmediata los entes
locales. Al famoso infornje inglés de Bu-
CHANAN siguió, a finales de 1964, otro
alemán, del que se ha subrayado su ca-
rácter constructivo. En el presente tra-
bajo se comparan ambos informes y se
ponen de relieve las coincidencias entre
ambos, a pesar de tener finalidades y
procedimientos muy diferentes. La más
importante de las conclusiones comunes
es que «en las grandes zonas urbanas con-
gestionadas no será posible en el futuro
el uso ilimitado actual de los vehículos
de motor».

TRIBUNAL DE CUENTAS

BOCHALLI, A.: Zur 250. Wiederkehr der
Gründung der Oberechnungskammer.
DVwB, 1965, núm. 3, págs. 101 y sigs.

Con motivo de la efemérides que supone
el aniversario de la creación del Alto
Tribunal de Cuentas por el rey Federico
Guillermo I se esboza brevemente la tra-
yectoria seguida por esta entidad desder
el siglo xvm hasta nuestros días.
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análisis, en ocasiones muy negativo, de
la política de vivienda de los países nór-
dicos.
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estrictamente militar, sino de geopolítica y en su defensa de los valores de
Occidente.

Esta obra supone un análisis profundo sobre la moderna estrategia de la



disuasión y señala los principios sobre los cuales se puede realizar una ofen-
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